PUBLICACION  MENSUAL 


DE  UR 

FACULTAD  DE  DERECHO  Y  NOTARIADO  DE  GUATEMALA 


EL  DECRETO  NUMERO  M  Y  LOS  CURSANTES 

Articulo  263. — Todos  los  cursantes  están  obligados  á  asistir  puntualmente  á 
sus  clases,  á  poner  atención  á  las  explicaciones  de  sus  Profesores  y  á  observar  las 
reglas  de  urbanidad  y  buenas  maneras,  siéndoles  absolutamente  prohibido  estacio¬ 
narse  en  la  portería  del  edificio. 

Articulo  266. — Los  cursantes  están  obligados  á  ser  obedientes  y  respetuosos 
con  sus  Catedráticos  y  los  demás  individuos  de  la  Junta  Directiva.  Cuando  un 
alumno  cometa  una  falta  grave,  calificada  por  el  Decano  de  la  Facultad,  será  aper¬ 
cibido  por  éste.  Si  reincidiere,  perderá  el  curso,  previo  acuerdo  de  la  Junta  Direc¬ 
tiva;  y  en  caso  de  ser  incorregible,  será  expulsado  de  la  Facidtad,  por  disposición 
de  la  misma,  previamente  aprobada  por  la  Secretaría  de  Instrucción  Pública. 

Articulo  267. — Para  que  un  cursante  pueda  ser  admitido  á  examen  debe 
presentar  al  Tribunal  designado  las  boletas  en  que  conste  el  pago  de  la  matrícula 
y  demás  derechos  que  señala  la  tarifa  para  ese  acto:  el  certificado  del  Profesor  de 
la  Escuela  facultativa  bajo  cuya  dirección  haya  hecho  sus  estudios,  en  que  conste 
su  grado  de  aplicación,  aprovechamiento,  conducta  que  observó  y  que  no  ha  causa¬ 
do  más  de  veinte  faltas  de  asistencia  El  alumno  que  hubiere  incurrido  en  mayor 
número  de  faltas,  perderá  indefectiblemente  el  curso,  salvo  que  el  exceso  no  pase 
de  otras  veinte,  y  que  justifique  que  éstas  fueron  motivadas  por  enfermedad  grave 
y  por  consiguiente  inculpables. 

El  articulo  6  inciso  III  del  Reglamento  de  la  Facultad  y  Escuela  de  Derecho  y  Notariado  y  la 

asistencia  á  las  clases,  dice: 

“Están  obligados  (los  cursantes)  á  comprobar  la  inculpabilidad  de  las  fallas 
que  hicieren  antes  ó  inmediatamente  después  de  causadas,  en  la  inteligencia  de 
que  de  no  hacerlo  así,  no  se  tomarán  en  cuenta  reclamos  de  tal  naturaleza.  A  es¬ 
te  efecto,  los  Catedráticos,  en  las  listas  mensuales,  deberán  anotar  las  fallas  que 
consideren  inculpables.” 

Se  recomienda  la  observancia  de  la  anterior  disposición  tanto  á  las  Señores  Profe¬ 
sores,  como  á  los  Alumnos. 

En  el  forro  podrán  insertarse  avisos 
á  precios  convencionales 

Dirección  y  Administración  en  el  edificio  de 
la  Escuela  de  Derecho  y  Notariado  del  Centro, 
9a.  A».  Sur  No.  5.  (Extinguida  Universidad.) 


GUATEMALA,  CENTRO-AM  ERICA 


Establecimiento  Tipográfico  «La  Unión»  Octtiv*  «'«¡le  Poniente  Número  « 


Se  publica  el  último  de  cada  mes 


Precio  de  suscripción  anual. . .  $  6-00 
Ejemplar . .  0-50 


DE  LA  FACULTAD  DE  DERECHO  V  NOTARIAOO  DE  GUATEMALA,  Centro-Améríea 

REDACTORE8:  Los  señores  profesores  Manuel  Antonio  Herrera,  Víc¬ 
tor  M.  Estévez,  José  A.  Beteta,  Oarlos  Salazar,  Juan  M.  Guerra,  F.  Nerl 
Prado,  8alvador  Escobar,  José  Leonard,  Alberto  Meneos,  Salvador  A.  8a- 
ravla,  Vicente  Sáenz,  J.  J.  Palma,  y  los  cursantes  de  la  Escuela.  COLABO¬ 
RADORES:  Los  señores  Abogados  y  Notarlos. 


Tomo  VI.  Guatemala,  31  de  enero  de  1895.  No.  1. 


SUMARIO 


Sección  oficial. — Se  autoriza  al  A- 
bogado  nicaragüense  don  José  Francisco 
Navas,  para  ejercer  su  profesión  en  esta 
República. — Acta  de  la  sesión  ordinaria 
celebrada  por  la  Junta  Directiva  de  la 
Facultad  el  15  de  Enero  de  1895. — Ma¬ 
nifestación  de  condolencia — Actas  de  los 
sorteos  de  puntos  de  tesis  y  proposicio¬ 
nes  para  I03  recibimientos  de  los  cursan¬ 
tes  don  Mauricio  Rodríguez  b.,  don  José 
Barillas  V.,  don  Pedro  Menéndez  y  don 
J.  Pío  Guerra — Programa  de  la  clase  de 
Derecho  Administrativo. 

La  Escuela  de  Derecho.— Derecho 
de  aubana  ó  de  albinagio,  por  el  Catedrá¬ 
tico  don  Juan  M.  Guerra 

Constituciones  políticas  de  Amé¬ 
rica.  —La  nueva  Constitución  de  Hon¬ 
duras. 

Disertaciones. — De  la  pena  de  muer¬ 
te,  por  el  alumno  don  Enrique  Martínez 
Sobral. 


Inserción. — Una  defensa  por  Víctor 
Hugo. 

Asuntos  diversos.  —  Año  nuevo.— 
Primer  Congreso  Pedagógico  Centro-ame¬ 
ricano. — La  Mosquitia  nicaragüense. — El 
curso  de  1895. — Documento  importante. 
— Recursos  de  Casación. 


SECCION  OFICIHL 


SECONCEDE  PASE  A  UN  TITULO 
DE  ABOGADO 


Guatemala,  22  de  Enero  de  1S95. 

Señor  Decano  de  la  Facultad  de 
Derecho  y  Notariado  del  Centro. 

Presente. 

Ayer  se  emitió  el  acuerdo  que 
dice:  UE1  Presidente  de  la  Repú- 
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blica  tiene  á  bien  acceder  ó  la  so¬ 
licitud  del  señor  don  José  Francis¬ 
co  Navas,  concediendo  pase  en  esta 
República  al  título  de  Abogado  que 
dicho  Sr.  obtuvo  en  la  de  Nicaragua 
Comuniqúese. — Reyna  Barrios. — El 
Secretario  de  Estado  en  el  Despacho 
de  Instrucción  Pública,  Manuel  Ca- 
bral.” 

Y  lo  transcribo  á  Ud.  para  su  co¬ 
nocimiento,  subscribiéndome  su  muy 
atto.  y  S.  S. 

(F.)  Manuel  Cabral. 


SESION  ORDINARIA 

0 

celebrada  por  la  Junta  Directiva 
de  la  Facultad  de  Derecho  y 
Notariado  el  dia  i 5  de  Enero  de 
1895 ,  con  asistencia  de  los  señores: 
Decano ,  Herrera y  Vocales:  Sara- 
via ,  Flores,  Guerra ,  Sáenz ,  y  el 
Secretario  Solazar. 

1® 

Sin  discusión  fue  aprobada  el  acta 
de  la  sesión  anterior. 

2® 

La  Junta  quedó  enterada  del  ofi¬ 
cio  del  Ministerio  de  Instrucción  Pú¬ 
blica  en  que  comunica  haberse  con¬ 
cedido  pase  al  título  de  Abogado  de 
don  Vicente  Zelaya  expedido  en  la 
Universidad  de  San  Salvador. 

3  • 

Se  mandó  pasar  al  estudio  del 
Vocal  señor  Guerra  la  solicitud  del 
Notario  don  José  González  Piloña 


para  que  se  le  permita  hacer  por 
tiempo  y  sin  pago  de  derechos  los 
exámenes  que  le  faltan  para  concluir 
la  carrera  de  Abogado. 

4* 

• 

En  virtud  de  lo  que  dispone  el 
artículo  303  de  la  Ley  de  Instruc¬ 
ción  Pública,  la  Junta  acordó  la  e- 
quivalencia  del  título  de  Bachiller 
en  Filosofía  y  Letras  expedido  en 
la  Universidad  de  Gante  (Bélgica) 
á  favor  de  don  Mauricio  Zannorde, 
al  de  graduado  en  CC.  y  LL.  de  es¬ 
ta  República. 

5* 

Habiendo  comprobado  don  José 
M.*  Villalobos  haber  cursado  en  la 
Universidad  del  Salvador  y  hecho 
los  exámenes  de  las  materias  de  los 
tres  primeros  años  de  la  carrera  de 
Abogado,  la  Junta  dispuso  permitir 
al  señor  Villalobos  que  pueda  ma¬ 
tricularse  en  el  4.°  año. 


Se  dió  cuenta  del  proyecto  de 
i  “Arancel  de  Abogados,  Notarios, 
Procuradores  y  Expertos,”  formado 
!  por  el  Licenciado  don  Saturnino  S. 
j  Gálvez,  por  encargo  de  la  Junta,  y 
ésta  dispuso  pasarlo  al  estudio  de 
una  Comisión  formada  de  los  seño¬ 
res:  Decano,  Herrera,  Vocales;  Sara- 
via  y  Guerra  y  Secretario  Salazar. 

7! 

Siendo  atribución  de  la  Junta  nom¬ 
brar  cada  año  en  la  primera  sesión 
del  mes  de  Enero,  cuatro  ternas  pa¬ 
ra  los  exámenes  de  curso  y  los  gene¬ 
rales  prévios  al  recibimiento,  se  pro- 
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cedió  á  nombrarlas  y  dio  el  resulta¬ 
do  siguiente: 

1. *  TERNA 

Vocal  Io  Lie.  F.  Neri  Prado 
„  Salvador  Falla 
,,  Antonio  Colón 

Materias: 

Derecho  Civil  l.°  y  2.°  curso 
„  Internacional 
„  Mercantil. 

2.  *  TERNA 

Vocal  2.°  Lie.  Miguel  Flores. 

„  José  A.  Beteta 
„  Víctor  M.  Estévez. 

Materias: 

Filosofía  del  Derecho 
Derecho  Penal  1er.  curso 
Práctica  del  Notariado 
Procedimientos  1er.  curso. 

3. *  TERNA 

Vocal  3.°  Lie.  Juan  M.  Guerra 
„  Francisco  Azurdia 
„  José  Flores  y  Flores 

Materias: 

Derecho  Constitucional 
Economía  Política 
Derecho  Administrativo 
Proc-  Judiciales  2.°  curso. 

4. ‘  TERNA 

Vocal  4.°  Lie.  Vicente  Sáenz 
„  Alberto  Meneos 
„  Javier  A.  Arroyo. 


Materias: 

Oratoria  Forense  y  Literatura 
Filosofía  de  la  Historia 
Derecho  Penal  2.°  curso. 


Se  acordó  pedir  á  los  señores  Ca¬ 
tedráticos  treinta  proposiciones  de 
las  respectivas  asignaturas  con  el  ob¬ 
jeto  de  que  sirvan  para  los  exáme¬ 
nes  de  recibimiento  durante  el  año 
actual. 

9  o- 

Se  levantó  la  sesión 

(F)  M.  A.  Herrera. 

(F)  Carlos  Solazar, 

Secretario. 


MFE5IACI0K  BE  C0HD01EHCIA 


Facultad  de  Derecho  y  Notariado: 
Guatemala:  quince  de  Enero  de  mil 
ochocientos  noventa  y  cinco. 

Habiendo  fallecido  en  la  Antigua 
Guatemala  el  señor  Lie.  Dn.  Atana- 
sio  Gándara,  miembro  de  la  Facul¬ 
tad  de  Derecho  y  Notariado,  el  Deca¬ 
no  acuerda:  expresar  á  la  familia  del 
Sr.  Gándara,  á  nombre  de  la  Junta 
Directiva,  sus  sentimientos  de  con¬ 
dolencia  por  tan  deplorable  suceso. 
— Comuniqúese. — 

(F.)  M.  A.  Herrera. 

(F.)  Carlos  Solazar , 

Secretario. 
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SORTEO 

del  punto  de  tesis  y  proposiciones  pa¬ 
ra  el  examen  público  de  recibimien¬ 
to  de  Abogado  de  don  Mauricio  Ro¬ 
dríguez  h. 


Eu  Guatemala  á  treinta  de  No¬ 
viembre  de  mil  ochocientos  noventa 
y  cuatro  se  procedió  al  Sorteo  del 
punto  de  tesis  y  proposiciones  para 
el  examen  de  recibimiento  de  don 
Mauricio  Rodríguez  h.  y  dió  el  si¬ 
guiente  resultado: 

Filosofía  del  Derecho. — Limitación 
del  derecho  de  propiedad. — Propie¬ 
dad  literaria. 

Derecho  Constitucional. — Influen¬ 
cia  de  los  sistemas  electorales  en  la 
educación  política. 

Derecho  Civil. — Como  nace  y  ter¬ 
mina  la  personalidad  jurídica. 

Derecho  Mercantil.  —  Derecho  y 
obligaciones  del  Capitán  de  un  bu¬ 
que  mercante. 

Derecho  Internacional. — La  pro¬ 
piedad  privada  en  la  guerra  maríti¬ 
ma  antes  del  tratado  de  París  de .  .  . 
1856. 

Literatura.—  Movimiento  literario 
en  España  en  el  siglo  XIV. 

Derecho  Penal. — De  la  responsa¬ 
bilidad  civil  proviniente  del  delito. 

Historia. — Causas  y  efectos  de  las 
cruzadas.  . 

Derecho  Administrativo. — El  ser¬ 
vicio  militar  obligatorio. 

Procedimientos. — Gastos  del  jui¬ 
cio:  en  que  consisten:  quien  debe  su¬ 
fragarlos. 

Economía  política. — Los  Bancos: 
Sus  principales  divisiones  y  su  im¬ 
portancia  en  la  división  de  la  rique¬ 
za. 


Práctica  del  Notariado. — Inventa¬ 
rios:  Sus  diferentes  clases  y  manera 
de  hacerlos. 

Tesis 

Concepto  filosófico  de  la  sobera¬ 
nía  y  sus  límites. 

Se  dió  por  terminada  esta  dili¬ 
gencia  que  suscribe  el  candidato  con 
el  señor  Decano  y  el  Secretario  que 
autoriza. 

(F.)  M,  A.  Herrera. 

(F.)  Mauricio  Rodríguez. 

(F. )  Carlos  Salazar. 


SORTEO 

del  punto  de  tesis  y  proposiciones  pa¬ 
ra  el  examen  público  de  recibimien¬ 
to  de  Abogado  de  don  José  Bari- 
llas  V. 


En  Guatemala  á  once  de  Diciem¬ 
bre  de  mil  ochocientos  noventa  y 
cuatro  presente  el  cursante  don  Jo¬ 
sé  Barillas  V.  se  procedió  al  sorteo 
del  punto  de  tesis  y  proposiciones 
para  el  examen  público  de  Aboga¬ 
do  y  dió  el  resultado  que  sigue: 

Filosofa  del  Derecho. — Los  dere¬ 
chos  individuales  en  relación  con  los 
sociales. 

Derecho  Constitucional.  — De  la 
Constitución. 

Derecho  Civil. — La  colación  de 
bienes  y  la  libre  testamentifacción. 

Derecho  Mercantil.  —  Letras  de 
cambio. 
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Derecho  Internacional. — Guerra — 
Ley  Marcial — Delito  que  crea  la 
guerra. 

Literatura.  —  Bello  —  Olmedo  y 
Heredia. 

Derecho  Penal. — El  hipnotismo 
en  la  ciencia  penal. 

Filoeofiade  la  Historia. — Diferen¬ 
te  organización  de  las  colonias  in¬ 
glesas  en  América  con  respeto  á  las 
españolas,  portuguesas  y  francesas. 

Derecho  Administrativo.  — Inter¬ 
vención  de  la  administración  en  el 
ejercicio  del  derecho  de  sufragio. 

Procedimientos  Judiciales. -La  ex¬ 
carcelación  bajo  fianza  es  un  dere¬ 
cho  del  procesado  ó  una  gracia  que 
se  otorga? 

’ Economía  Política. — Clasificación 
de  las  industrias. 

Práctica  del  Notariado. — Conse¬ 
cuencias  que  tiene  para  el  Notario  la 
nulidad  de  un  acto  declarado  por 
falta  de  capacidad  jurídica  en  el  que 
lo  otorgó. 

Tests 

Organización  del  Estado  y  la  for¬ 
ma  más  filosófica  de  esa  organiza¬ 
ción. 

Se  dió  por  terminada  el  acta  que 
suscribe  el  candidato  con  el  Sr.  De¬ 
cano  y  el  Secretario  que  dá  fé. 

(F.)  M.  A.  Herrera. 

(Y.)  José  Bar  illas  V. 

(F.)  Carlos  Salazar. 


SORTEO 

del  punto  de  tesis  y  proposiciones  pa¬ 
ra  el  examen  de  recibimiento  de 
Abogado  de  don  Pedro  Menéndez. 


En  Guatemala  á  diez  y  ocho  de 
Enero  de  mil  ochocientos  noventa  y 
cinco,  presente  don  Pedro  Menén¬ 
dez,  se  procedió  al  Sorteo  del  pun¬ 
to  de  tesis  y  proposiciones  para  el 
examen  general  de  recibimiento  y 
dió  el  siguiente  resultado: 

Filosofía  del  Derecho. — Expropia¬ 
ción. 

Derecho  Constitucional. — La  liber¬ 
tad  de  la  prensa. 

Derecho  Civil. — Interpretación  de 
los  contratos. 

Derecho  Mercantil. — De  los  pro¬ 
testos. 

Derecho  Internacional.  — Derecho 
jurisdiccional  penal  en  buques  mer¬ 
cantes  surtos  en  aguas  territoriales. 

Literatura. — Poetas  de  Cuba. 

Derecho  Penal. — Delitos  contra  la 
seguridad  y  la  libertad. 

Historia. — Causas  del  influjo  y 
prosperidad  de  los  pueblos  de  orien¬ 
te.  Decadencia  y  motivos  que  la 
determinaron. 

Derecho  Administrativo. — Teoría 
de  la  organización  y  administración 
de  la  Hacienda  Pública. 

Procedimientos.  — Es  extraordina¬ 
rio  como  lo  dice  nuestro  Código  el 
juicio  ejecutivo? 

Economía  Política. — Solidaridad 
de  las  industrias  y  orden  en  que  se 
desarrollan. 

Práctica  del  Notariado. — ¿Desde 
cuándo  se  exigió  por  las  Leyes  Es¬ 
pañolas  al  Notario,  la  prestación  de 
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garantía  para  el  ejercicio  de  la  pro¬ 
fesión? 

Tesis 

“La  locura  copio  causal  de  divor¬ 
cio  absoluto.” 

Se  dió  por  terminada  esta  diligen¬ 
cia  que  suscribe  el  candidato  con  el 
señor  Decano  y  el  Secretario  que 
autoriza. 

(F.)  M.  A.  Herrera. 
(F.)  Pedro  J.  Menéndez. 

(F.)  Carlos  Solazar . 

SORTEO 

del  punto  de  tesis  y  proposiciones  pa¬ 
ra  el  examen  de  recibimiento  de 
don  J.  Pío  Guerra. 


En  Guatemala  á  veintidós  de  Ene¬ 
ro  de  mil  ochocientos  noventa  y 
cinco  se  procedió  al  Sorteo  del  pun¬ 
to  de  tesis,  y  proposiciones  para  el 
examen  de  recibimiento  de  Aboga¬ 
do  de  don  J.  Pío  Guerra  y  dió  el 
siguiente  resultado. 

Filosofía  del  Derecho. — Los  dere- 
rechos  individuales  en  relación  con 
los  sociales. 

Derecho  Constitucional. — Es  posi¬ 
ble  el  régimen  parlamentario,  sin 
partidos? 

Derecho  Civil. — Patria  Potestad. 

Derecho  Mercantil. — Las  Bolsas. 
Su  influencia  en  el  Comercio. 


D&i'echo  Internacional. — Derecho 
jurisdiccional  en  buques  mercantes 
surtos  en  aguas  territoriales. 

Literatura.— Gaspar  Núñez  de  Ar¬ 
ce  y  sus  obras. 

Derecho  Penal. -Imputabilidad  del 
delito: — causas  de  justificación. 

Historia. — Nacimiento  del  cristia¬ 
nismo.  Filosofía  Cristiana. 

Derecho  Administrativo. - Divi¬ 

sión  territorial  como  base  para  una 
buena  organización  administrativa. 

Procedimientos. — Juicios  de  Ha¬ 
cienda.  Procedimiento  en  rebeldía 
en  su  relación  con  las  garantías  cons¬ 
titucionales. 

Economía  Política. — Teoría  de  Ri¬ 
cardo  llamado.  “Ley  de  la  Renta.” 

Práctica  del  Notariado. — Títulos 
sujetos  á  inscripción. 

Tesis 

El  Sufragio. — Su  concepto — Na¬ 
turaleza. — Formas  de  su  ejercicio  y 
ventajas  é  inconvenientes  de  cada 
una. 

Se  dió  por  terminada  esta  diligen¬ 
cia  que  suscribe  el  candidato  con  el 
Sr.  Decano  y  el  Secretario  que  au¬ 
toriza. 

(F.)  M.  A.  Herrera. 

(F.)  J.  Pío  Guerra. 

(F.)  Carlos  Solazar. 
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mUM  DE  DERECHO  ADMINISTRATIVO 


Nociones  preliminares 

I.  La  Administración  pública.  Su 
concepto  y  divisiones. — Administra¬ 
ción  interior. — Teoría  de  la  Admi¬ 
nistración. 

II.  Derecho  Administrativo.  Su 
definición  y  contenido. — División  de 
su  estudio. — Derecho  Administrati¬ 
vo  positivo. — Sus  fuentes  y  relacio¬ 
nes. — Codificación  administrativa. 

PRIMERA  PARTE 

*  ■ 

De  la  organización  administrativa 

EN  GENERAL. 

III.  Organismo  administrativo. 
Organos  políticos  y  administrativos. 

—  Organismo  administrativo.  —  Su 
composición.  —  Jerarquía  adminis¬ 
trativa. — Principios  para  mantenerla. 
— Varias  clases  de  órganos  adminis¬ 
trativos. 

IV.  Caracteres  de  la  Administra¬ 
ción  pública.  Analogía. — Actividad. 
Independencia. — Responsabilidad. 

V.  Facultades  de  la  Administra¬ 
ción  pública.  Potestad  reglamentaria 

—  Potestad  imperativa.  —  Potestad 
correctiva  y  disciplinar. —  Potestad 
ejecutiva.  — Potestad  jurisdiccional. 
— División  de  ésta. 

VI.  División  territorial.  Su  nece¬ 
sidad  é  importancia.— Varias  divi¬ 
siones  que  pueden  hacerse. — Reglas 
para  verificarla  división  civil. — Rec¬ 
tificación  de  límites  territoriales. — 
Creación,  agregación  y  supresión  de 
Municipios. 

Vil  Opuestos  sistemas  administra¬ 
tivos.  —  Centralización  y  descentrali¬ 
zación. — Razones  en  pro  y  en  contra 


de  uno  y  otro  sistema. — Ventajas  é 
inconvenientes  de  ambos. — Resolu¬ 
ción  de  la  dificultad. — Tutela  admi¬ 
nistrativa. 

De  NUESTRA  ORGANIZACIÓN  ADMINIS¬ 
TRATIVA  EN  ESPECIAL 

VIII.  Organización  política.  Cons¬ 
tituciones  políticas  de  Guatemala. — 
Organización  política  actual  —  Au¬ 
toridades  administrativas.  — División 
del  territorio  de  la  República.. 

Autoridades  activas 

IX.  Del  Presidente  de  la  Repúbli¬ 
ca.  Lugar  que  ocupa  en  la  Adminis¬ 
tración. — Calidades  que  se  requie¬ 
ren  para  ser  elegido  Presidente. — 
Período  presidencial. — Designados 
á  la  Presidencia.  —  Atribuciones  y 
deberes  del  Presidente. — Disposicio¬ 
nes  que  emanan  del  Poder  Ejecuti¬ 
vo. — Responsabilidad  del  Presiden¬ 
te  de  la  República. 

X.  Secretarios  de  Estado. — Histo¬ 
ria  de  su  institución. — Su  número 
entre  nosotros. — Condiciones  que  se 
exigen  para  serlo. — Su  nombramien¬ 
to  y  remoción. — Oficios  que  desem¬ 
peñan.  —  Atribuciones  comunes.  — 
Atribuciones  especiales. — Responsa¬ 
bilidad.  — Oficiales  mayores. — Jefes 
de  Sección. 

XI.  Direcciones  generales.  Necesi¬ 
dad  de  su  establecimiento. — Bases 
para  su  organización. — Su  número. 
—  Atribuciones  correspondientes  á 
cada  una. — Inspectores  generales. 

XII  Jejes  Políticos.  Nombramien¬ 
to  de  los  Jefes  Políticos. — Su  resi¬ 
dencia  y  duración  de  sus  funciones. 
— Calidades  para  ser  nombrado  Je¬ 
fe  Político. — Sus  atribuciones. — Fa¬ 
cultades  coercitivas  y  judiciales  que 
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tienen  los  Jefes. — Responsabilidad. 
¡Sustitutos  de  los  Jefes  Políticos. 
— Sub- Jefes  Políticos.  —  Comisiona¬ 
dos  Políticos. 

XIII.  Alcaldes  Municipales.  Ori¬ 
gen  de  su  institución. — Su  estable¬ 
cimiento  entre  nosotros. — Elección 
de  Alcaldes  Municipales. — Condicio¬ 
nes  del  electo. — Impedimentos  y  ex¬ 
cusas.  —  Sustitutos.  —  Atribuciones 
administrativas  de  los  Alcaldes  Mu¬ 
nicipales.  —  Atribuciones  judiciales. 
— Responsabilidad.  — Alcaldes  auxi¬ 
liares. 

Administración  consultiva 

XIV.  Administración  consultiva 
Central  y  Departamental.  Consejo 
de  Estado. — Centros  facultativos. — 
Juntas  departamentales. — Organiza¬ 
ción  y  atribuciones  de  cada  uno  de 
estos  cuerpos. 

XV.  Administración  Municipal. 
Su  origen. — Municipios. — Municipa¬ 
lidades.  —  Organización  de  éstas. — 
Atribuciones.  • — Juntas  Municipales. 
—  Comisiones.— Responsabilidad. — 
Juntas  locales. 


XVI.  Elección  de  funcionarios  pú¬ 
blicos.  La  Administración  y  el  ejer¬ 
cicio  del  sufragio. — Lo  que  dice  la 
Constitución.  —  Ley  Reglamentaria. 
—  Cargos  de  elección  popular.  — 
Manera  de  verificarse  las  elecciones. 

XVII.  Legislación  comparada . 
Sucinta  idea  de  la  organización  ad¬ 
ministrativa  en  Francia. — en  Espa- 
2a — en  Alemania — en  Inglaterra. 


PARTE  SE’GUNDA 

De  las  funciones  de  la  Administra¬ 
ción 

XV  III  Funciones  administrativas. 
\  arios  criterios  para  determinarlas. 
— Clasificasión  conforme  á  los  fines 
del  Estado. — Medios  del  Estado. 

XIX.  Función  de  policía  en  gene¬ 

ral.  Su  concepto. — Desenvolvimien¬ 
to  histórico. — Su  extensión  y  conte¬ 
nido - Condiciones ,  caracteres  y 

elementos  de  la  misma. — Aspecto 
jurídico. — Varias  clases  de  policía. 

XX.  De  la  población.  Qué  es  la 
población. — Importancia  de  su  estu¬ 
dio. — Teoría  de  la  población. — Com¬ 
posición  de  la  población.  — Movi¬ 
miento  de  la  población. — Estadísti¬ 
ca. — Censo. —  Registro  Civil.. 

XXI  Policía  de  seguridad.  Su  de¬ 
terminación,  clases  y  formas  de  la 
policía  de  seguridad. — Policía  pre¬ 
ventiva  y  represiva. — Alta  policía. 
— Baja  policía. — Policía  judicial. — 
Imprenta. — Prisiones.  —  Legislación 
vigente. 

XXII.  Policía  sanitaria.  Concep¬ 
to  y  direcciones. — Aspecto  adminis¬ 
trativo  y  técnico — Sanidad  terrestre 
y  marítima. — Interipr  y  exterior. — 
Acción  preventiva.  —  Alimentos. — 
Industrias  nocivas.  —  Higiene  mor¬ 
tuoria. — Acción  represiva.  — Hospi¬ 
tales  y  lazaretos. — Asistencia  facul¬ 
tativa. — Droguerías  y  Farmacias. 

XXIII.  Policía  de  moralidad.  — 
Acción  del  Estado  con  respecto  á 
las  costumbres. — Policía  de  morali¬ 
dad  y  límites  de  su  acción. — Cosas 
sobre  que  recae. — Embriaguez. — 
Juegos  de  azar.  —  Prostitución. — 
Espectáculos  públicos.  — Maltrato  á 
los  animales. — Legislación  vigente. 

XXIV.  Policía  de  Montes  y  de 
aguas.  Servicios  que  prestan  los 
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montes. —  Cómo  se  clasifican. — As¬ 
pecto  administrativo.  —  Legislacio¬ 
nes  extranjeras. — Legislación  guate¬ 
malteca. — Ramo  de  aguas:  dificultad 
del  asunto. — El  Derecho  Civil  y  el 
Administrativo. — Clasificación  de  las 
aguas. — Servicios  que  presta  cada 
clase. — ‘Servidumbres  indispensables 
—Policía  de  aguas. 

XXV.  Servicio  de  obras  publicas. 
Importancia  de  la  acción  administra¬ 
tiva  sobre  el  particular. — Clasifica¬ 
ción  de  las  obras  públicas. — Exten¬ 
sión  de  la  acción  administrativa  á 
este  respecto. — Construcción  de  las 
obras  públicas. — Expropiación  forzo¬ 
sa. — Leyes  vigentes. 

XXVI.  Servicio  de  comunicacio¬ 
nes.’  Idea  del  servicio  de  comunica¬ 
ciones. — intervención  del  Estado. — 
Clasificación  de  las  comunicaciones. 
— Correos  y  telégrafos. — Carreteras. 
—  Ferro- carril  es.  —  Conservación  y 
explotación  de  las  vías  de  comuni¬ 
cación. — Legislación  guatemalteca. 

XXVII.  Instrucción  pública.  Ob¬ 
jeto  de  la  enseñanza. — Su  importan¬ 
cia  en  las  sociedades  modernas. — La 
enseñanza  oficial  y  la  privada. — Ca¬ 
racteres  que  debe  reunir  la  primera. 
— Su  organización. — Condiciones  á 
que  debe  sujetarse  la  segunda. — La 
enseñanza  libre. — Cuestiones  relati¬ 
vas  á  cada  grado  de  enseñanza. — 
La  enseñanza  en  los  principales  paí¬ 
ses  de  Europa. — La  instrucción  pú¬ 
blica  en  Guatemala. 

XXVIII  Beneficencia  pública.  Idea 
de  la  beneficencia. — Servicios  que 
presta  el  Estado. — Varias  clases  de 
pobres. — Establecimientos  para  los 
pobres  inválidos. — Legislaciones  ex¬ 
tranjeras. — Instituciones  á  favor  de 
los  pobres  válidos.  —  Organización 
de  los  Establecimientos  nacionales 
de  beneficencia. 


Medios  del  Estado 

XXIX.  Fuerza  armada.  Fines  del 
ejército. — Origen  del  ejército  per¬ 
manente. — Su  carácter  actual. — El 
ejército  en  sus  relaciones  con  la  Po¬ 
lítica  y  la  Constitución. — Constitu¬ 
ción  del  ejército. — Servicio  militar 
obligatorio. — Organización  del  ejér¬ 
cito.  —  Legislaciones  extranjeras. — 
Ley  Militar. 

XXX.  Orden  Económico.  Origen 
de  la  Hacienda  Pública. — Su  impor¬ 
tancia  y  extensión  actual. — Medios 
económicos  del  Estado.  — Necesida¬ 
des  del  mismo. — Aplicación  de  aque¬ 
llos  á  éstas. — Administración  de  la 
Hacienda  Pública. 

XXXI.  Organización  del  Erario 
nacional.  Bienes  del  Estado. — Su 
clasificación. — Bienes  patrimoniales. 
— Impuestos.  —  Su  inversión. — Pre¬ 
supuesto.  —  Minas.  —  Terrenos  bal¬ 
díos. — Venta  y  permuta  de  bienes 
nacionales. — Disposiciones  vigentes. 

XXXII.  Administración  de  la  Ha¬ 
cienda  Nacional.  Personal  adminis¬ 
trativo.  —  Ministro  de  Hacienda.  — 
Directores  generales. — Junta  de  Ha¬ 
cienda. — Administradores  de  Ren¬ 
tas.  —  Receptores  fiscales.  —  Inten¬ 
dentes  de  Hacienda. — Visitadores  é 
Inspectores. — Tesorería  Nacional. — 
Contabilidad  de  Hacienda. — Monte¬ 
píos  y  jubilaciones. — Hacienda  Mu¬ 
nicipal. 

XXXIII.  Procedimientos  de  Ha¬ 
cienda.  Jurisdicción  de  Hacienda. — 
Su  división. — Jurisdicción  económi¬ 
co-coactiva.  —  Jurisdicción  conten¬ 
ciosa. — Conversión  de  la  primera  en 
la  segunda.  — Tribunales  de  Hacien¬ 
da. — Recursos  legales. — Agentes  fis¬ 
cales. — Juicios  de  cuentas. 
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TERCERA  PARTE 

Procedimiento  administrativo. 

XXXIV.  Del  Procedimiento  Ad¬ 
ministrativo.  Su  concepto  y  razón  de 
ser. — Su  diferencia  del  judicial  y 
del  contencioso-administrativo. — Pe¬ 
ríodos, instancias  y  recursos  del  y  con¬ 
tra  el  procedimiento  administrativo. 
— Necesidad  de  apurar  este  procedi¬ 
miento  para  incoar  otros. — Ley  es¬ 
pañola  sobre  la  materia. 

XXXV.  De  lo  contencioso-admi¬ 
nistrativo.  Concepto  de  este  recurso 
— Su  naturaleza  y  condiciones. — Ma¬ 
teria  de  lo  contencioso-administrati¬ 
vo. — Tribunales  de  lo  contencioso- 
administrativo. —  Procedimientos. — 
Conflictos  de  jurisdicción. — Manera 
de  resolverlos. 


LH  ESCUELH  DE  DERECHO 


DERECHO  DE  AOBASA  ó  DE  ALDIWIO 


(Dedicado  Á  los  señores  cursantes 

DE  LA  ASIGNATURA  DE  DERECHO  IN¬ 
TERNACIONAL,  en  la  Escuela  de 
Derecho  y  Notariado  del  Cen¬ 
tro.) 

SUMARIO 

Los  progresos  alcanzados  por  la  Legis¬ 
lación  guatemalteca,  en  lo  que  se  refiere  á 
los  extranjeros,  proscribiendo  el  mencio- 
dado  derecho  de  Aubana.  (Véase  el  nú¬ 
mero  11  del  tomo  V.— Concluye.) 

III 

La  legislación  española  ha  sido 
mucho  más  benigna  con  los  extran-  ¡ 


jeros,  legislación  que,  en  su  mayor 
parte,  fue  vigente  en  Guatemala, 
aún  después  de  obtenida  su  indepen¬ 
dencia  de  la  Metrópoli. 

El  mismo  expositor,  señor  Fiore, 
refiriéndose  á  España  dice: 

“Pocos  ó  ningún  dato  preciso  ha¬ 
llamos  en  las  primeras  compilacio¬ 
nes  de  España,  relativamente  al  de¬ 
recho  de  aubana.  La  opinión  de  Es- 
criche  es  muy  terminante:  “En  Es¬ 
paña  ni  se  ha  impedido  ni  se  impi¬ 
de  á  los  extranjeros  naturalizados, 
disponer  libremente  de  sus  bienes 
por  contrato  entre  vivos  ó  por  últi¬ 
ma  voluntad,  ni  tampoco»  se  han  con¬ 
fiscado  ni  confiscan  los  bienes  de  los 
intestados.”  No  parece  muy  confor¬ 
me  con  esta  opinión  la  de  los  .escri¬ 
tores  de  la  Enciclopedia  española  de 
derecho  y  administración ,  que  se  li¬ 
mitan  á  indicar  que  España,  ni  fue  la 
más  extremada  en  este  punto,  ni  la 
última  de  las  naciones  que  procuró  a- 
ligerar  estos  onerosísimos  derechos 
y  aún  abolirlos.  En  cuanto  al  dere- 
|  cho  de  testar,  ya  en  el  siglo  XIII 
nuestras  leyes  del  F uero  Real,  esta¬ 
blecen  preceptos  justos,  que  guar¬ 
dan  conformidad  con  los  generaliza¬ 
dos  después  en  Europa,  á  impulsos 
del  progreso  y  la  civilización.  La 
ley  2a,  titulo  XXIV,  libro  IV  de 
dicho  Código,  previene  “que  los  ro¬ 
meros,  quien  quiera  que  sean  y  don¬ 
de  quiera  que  vengan,  puedan  tam¬ 
bién  en  sanidad,  como  en  enferme¬ 
dad,  su  voluntad,  facer  manda  de  sus 
cosas  según  é  nenguno  no  sea  osado 
de  embarazarle  poco  ni  mucho”;  y  la 
ley  5a  siguiente  dice:  “si  romeros  mu¬ 
riesen  sin  manda, los  alcaldes  de  la  vi¬ 
lla  do  murieren  reciban  sus  bienes  é 
cumplan  de  ellos  lo  que  fuera  me¬ 
nester  á  su  enterramiento,  é  lo  de¬ 
más  guárdenlo  é  fánganlo  saber  al 
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Ahora  bien;  por  lo  que  respecta 
exclusivamente  á  la  República  de 
Guatemala,  las  leyes  han  concedido 
á  los  extranjeros  los  mismos  derechos 
que  á  los  nacionales,  con  determina¬ 
ciones  positivas  y  expresas,  no  obs¬ 
tante  las  disposiciones  de  las  leyes 
de  partida  que  dejamos  transcritas, 
tendientes  á  proscribir  el  albinagio,ó 
sea  el  derecho  del  aubana. 

Primeramente,  la  Asamblea  Le¬ 
gislativa,  por  decreto  de  21  de  Ma¬ 
yo  de  1834,  conformándose  con  los 
principios  del  “Derecho  de  gentes,” 
así  como  al  bien  del  Estado  y  de  los 
individuos  en  particular,  hizo  las  si¬ 
guientes  declaraciones: 

1. °  Que  muriendo  algún  intestado 
en  el  país,  sus  parientes,  aunque  fue¬ 
sen  extranjeros,  tenían  derecho  á  he¬ 
redarlo  por  su  orden  y  grado, 
conforme  estaba  prevenido  por  las 
leyes  civiles  que  regían  en  el  Es¬ 
tado;  v 

2. °,  que  habiendo  de  sacarse  los 
bienes  ó  dinero  de  la  herencia,  no  se 
deberían  satisfacer  más  derechos, 
que  los  que  generalmente  se  paga¬ 
ban  por  toda  extracción. 

Tal  fue  la  exposición  vigente  des¬ 
de  aquel  año  de  1834  que,  dados  los 
universales  como  inconcusos  princi¬ 
pios  en  que  se  funda,  no  debió  ha¬ 
berse  sujetado  á  estipulaciones  en 
tratado  alguno.  Sin  embargo,  así 
sucedió  en  el  celebrado  por  Guate¬ 
mala  con  las  ciudades  libres  anseá¬ 
ticas  de  Lubek,  Bremen  y  Hambur- 
go,  el  25  de  Junio  del  año  1847,  o- 
bedeciendo  sin  duda  á  la  aspiración 
que  en  lo  relativo  á  los  intereses  de 
los  ciudadanos  de  una  y  otra  parte, 
ha  de  tenerse  en  las  convenciones, 
“de  que  los  unos  no  queden  en  peo¬ 
res  condiciones  que  los  otros”,  y  que 
lleva  invívita  la  reprocidad. 


Así  tan  sólo  puede  justificarse 
que,  hallándose  vigente  aquella  li¬ 
beral  disposición  de  la  Legislatura 
del  año  34,  se  haya  tenido  el  si¬ 
guiente  acuerdo  en  el  artículo  5.°  de 
dicho  tratado: 

“Se  ha  convenido  también  que 
los  ciudadanos  de  cada  uno  de  los 
países  contratantes,  pueden  disponer 
de  sus  bienes  personales  dentro  de 
los  límites  de  la  jurisdicción  de  la 
otra,  por  venta,  donación,  testamen¬ 
to,  ó  de  otro  modo,  y  sus  herede¬ 
ros,  siendo  ciudadanos  de  la  otra 
parte,  sucederán  á  dichos  bienes 
personales,  ya  sea  por  testamento  ó 
ab-intestato,  y  podrán  tomar  pose- 
ción  de  ellos,  bien  sea  por  sí  mis¬ 
mos,  ó  por  otros  que  obren  por  e- 
llos,  y  disponer  de  los  mismos  según 
su  voluntad,  pagando  aquellas  car¬ 
gas  que  solamente  estuvieron  suje¬ 
tos  á  pagar  en  igual  caso  á  los 
habitantes  del  país  donde  se  hallen 
los  bienes.  Y,  si  en  el  caso  de  bie¬ 
nes  raíces,  los  dichos  herederos  fue¬ 
ren  impedidos  de  entrar  en  posesión 
de  la  herencia,  por  razón  de  su  ca¬ 
rácter  de  extranjeros,  se  les  dará  el 
te'rmino  de  tres  años  para  disponer 
de  ella  como  juzguen  conveniente, 
y  para  extraer  el  producto  sin  mo¬ 
lestia,  exentos  de  todos  derechos  de 
deducción  por  parte  de  los  gobiernos 
de  los  respectivos  estados.” 

Más  adelante,  acordaron  todavía 
nuestras  leyes  en  favor  de  los  ex¬ 
tranjeros  consideraciones  tales,  para 
colocarlos,  si  así  puede  decirse,  en 
iguales  condiciones  que  los  guate¬ 
maltecos,  al  efecto  de  ejercer  en  la 
República  los  derechos  civiles,  y 
para  que  tambie'n  puedan  adquirir 
la  ciudadauía  guatemalteca,  sin  fijar 
á  este  respecto  odiosas  condiciones, 
ni  complicadas  formalidades. 
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En  efecto,  nuestra  carta  funda¬ 
mental  consigna  las  siguientes  im¬ 
portantes  declaraciones. 

En  lo  relativo  á  la  naturalización, 
el  artículo  7.°  dice: 

“Son  naturalizados: 

1. °  Los  Hispano- Americanos  do¬ 
miciliados  en  la  República,  si  no  se 
reservan  su  nacionalidad: 

2. °  Los  demás  extranjeros  que 
hayan  sido  naturalizados  conforme  á 
las  leyes  anteriores: 

3. °  Los  que  obtengan  carta  de  na¬ 
turaleza  con  arreglo  á  la  ley.5' 

I  según  el  Código  civil,  adquiere 
carta  de  naturaleza  todo  extranjero 
que  se  inscriba  en  el  registro  respec¬ 
tivo,  después  de  un  mes  de  obtenida 
carta  de  ciudadanía ,  ó  después  de 
un  mes  de  haber  llegado  al  país  con 
intención  de  domiciliarse  en  él  (art. 
456.) 

Incompletas,  sin  embargo,  estas 
disposiciones  del  Código,  se  ha  ne¬ 
cesitado  de  una  ley  especial  regla¬ 
mentaria  que  determine  las  formali¬ 
dades,  para  el  efecto  de  obtener  la 
carta  de  naturalización ,  ó  sea  de  ciu¬ 
dadanía ;  los  requisitos  para  el  caso 
del  artículo  6.°  de  la  Constitución, 
que  considera  como  guatemaltecos 
naturales ,  “á  los  originarios  de  las 
otras  repúblicas  de  Centro-América 
que  manifiesten  ante  la  autoridad 
competente  el  deseo  de  ser  guate¬ 
maltecos”;  así  como  para  la  reserva 
de  que  trata  el  artículo  7o  de  la  misma 
carta  fundamental;  puntualizar,  con¬ 
forme  los  principios  internacionales 
reconocidos,  los  derechos  y  obliga¬ 
ciones  de  los  naturalizados,  y  esta¬ 
blecer,  por  último,  de  acuerdo  con 
los  mismos  principios,  las  excepcio¬ 
nes  respectivas,  esto  es,  á  quienes 
de  los  extranjeros  no  debe  otorgarse 
carta  de  naturaleza. 


Carecíamos  de  esa  ley  especial  re¬ 
glamentaria,  y  hacía  falta,  en  ver¬ 
dad;  pero  vemos  con  gusto  que  ya 
se  ha  emitido,  por  decreto  del  Eje¬ 
cutivo,  n.°  491,  de  21  de  Febrero 
del  corriente  año  de  1894,  con  el  tí¬ 
tulo  de  “ Ley  de  extranjería ”,  y  en  lo 
relativo  á  los  puntos  expuestos  con¬ 
signa  las  prescripciones  que  á  conti¬ 
nuación  transcribimos,  prescripciones 
que,  á  nuestro  humilde  juicio,  se 
conforman  con  los  preceptos  de  jus¬ 
ticia  y  con  el  espíritu  de  concordia 
y  uniformidad  que  hoy  persiguen 
en  sus  leyes  propias  la  generalidad 
de  los  estados. 

He  aquí  las  disposiciones  de  refe¬ 
rencia:  (1) 

“Artículo  86. — Para  adquirir  la 
naturalización  con  arreglo  al  inciso 
III  art.  7.°  de  la  Constitución  de  la 
República,  se  procederá  de  la  mane¬ 
ra  siguiente:  el  que  la  solicite  debe¬ 
rá  comprobar  ante  el  Jefe  Político 
del  Departamento,  que  ha  residido 
dos  años  en  la  República,  que  ha 
observado  buena  conducta  jy  que  tie¬ 
ne  renta,  profesión,  arte,  oficio  ú  o- 
tra  manera  decorosa  de  vivir.  La 
prueba  de  estos  puntos  podrá  ser 
documental  ó  testific&l.  Concluido 
el  espediente,  el  Jefe  Político  lo  re¬ 
mitirá  á  la  Secretaría  de  Relaciones 
Exteriores,  y  examinada  la  solicitud, 
el  Presidente  de  la  República  expe¬ 
dirá  un  acuerdo  concediendo  la  natu¬ 
ralización, si  se  hubieren  cumplido  las 
condiciones  exigidas.  Dictado  el  a- 
cuerdo  se  enviará  copia  de  él  al  De¬ 
positario  del  Rejistro  civil,  para  que 
haga  la  inscripción  con  arreglo  á  la 
ley.” 


(1) *  Están  comprendidas  en .  dicha  ley 
de  extranjería ,  título  VII,  capítulo  único, 
“Naturalización  de  los  extranjeros.” 
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“Artículo  87. — Para  hacer  la  re¬ 
serva  de  nacionalidad  de  que  habla 
el  artículo  7.°  de  la  Constitución  de 
la  República  y  la  manifestación  á  que 
se  refiere  el  G.°  de  la  misma,  los  in¬ 
teresados  ocurrirán  por  escrito,  ante 
los  Jefes  Políticos  Departamentales, 
y  éstos,  después  de  hacerlos  ratificar 
la  solicitud,  la  remitirán  á  la  Secre¬ 
taría  de  Relaciones  Exteriores,  la 
que  extenderá  la  certificación  corres¬ 
pondiente,  previo  pago  de  un  peso 
por  todo  derecho,  fuera  del  papel 
sellado  respectivo.  Esta  certifica¬ 
ción  deberá  ser  inscrita  en  el  Rejis- 
tro  civil,  para  que  surta  sus  efectos.” 

“Artículo  88. — Puede  naturalizar¬ 
se  en  Guatemala  todo  extranjero  sin 
distinción  de  origen  conforme  á  lo 
que  dispone  el  artículo  86.” 

“Artículo  89. — La  naturalización 
puede  ser  expresa, tácita  ó  presunta.” 

“Artículo  90. — Las  cartas  de  na¬ 
turaleza  se  distinguen  en  concesorias 
y  declaratorias.  Las  primeras  con¬ 
tienen  el  otorgamiento  de  la  natura¬ 
lización  expresa;  las  segundas  la 
declaración  de  que  los  interesados 
se  han  naturalizado  en  virtud  de  la 
ley,  por  haber  ejecutado  ciertos  ac¬ 
tos,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  la  declara¬ 
ción  de  la  naturalización  tácita.” 

“Artículo  91. — La  carta  declara¬ 
toria  de  naturalización  tácita  se  re¬ 
trotrae  en  sus  efectos  á  la  fecha  en 
que  se  consumó  el  acto  legal  que 
produjo  el  cambio  de  nacionalidad; 
á  diferencia  de  la  concesoria  que  los 
surte  desde  el  día  de  su  expedición 
en  adelante.” 

“Artículo  92. — No  se  puede  con¬ 
ceder  carta  de  naturaleza:  al  súbdito 
de  nación  que  se  halle  en  guerra  con 
Guatemala.  Al  que  sea  reputado  ó 
judicialmente  declarado  en  cual¬ 
quier  país,  por  pirata,  traficante  de 
esclavos,  incendiario,  envenenador, 
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parricida,  monedero  falso,  ó  falsifica¬ 
dor  de  billetes  de  banco  ú  otro  pa¬ 
pel  que  haga  las  veces  de  moneda.” 

“Artículo  93. — La  naturalización 
tácita  se  efectúa: 

I  Omitiendo  la  reserva  de  que 
habla  el  inciso  l.°  del  artículo  7.° 
de  la  Constitución  de  la  República.” 

II  Aceptando  cargo  ó  empleo 
público  de  los  reservados  á  los  gua¬ 
temaltecos.” 

“Artículo  94. — El  naturalizado  ad¬ 
quiere  todos  los  derechos  y  contrae 
todas  las  obligaciones  correspondien¬ 
tes  á  los  guatemaltecos,  que  no  se 
exceptúan  en  los  artículos  siguien¬ 
tes . ” 

En  lo  que  respecta  á  la  locomo¬ 
ción ,  se  establece  por  nuestra  misma 
ley  constitutiva  (art,  19),  “que  toda 
persona  es  libre  para  entrar,  perma¬ 
necer  en  el  territorio  de  la  Repúbli¬ 
ca  y  salir  de  él;  salvo  los  casos  que 
la  ley  determina.” 

En  cuanto  al  derecho  de  petición 
se  dispone,  sin  límite  alguno  (art. 
22),  “que  los  habitantes  de  la  Re¬ 
pública,  nacionales  ó  extrajeros, 
pueden  dirigir  sus  peticiones  á  la 
autoridad.” 

“Que  tienen  así  mismo  los  habi¬ 
tantes  de  la  República  (art.  23)  libre 
acceso  ante  los  tribunales  del  país, 
para  ejercitar  sus  acciones  en  la 
forma  que  prescriben  las  leyes,”  con 
la  taxactiva  conveniente,  respecto  de 
los  extranjeros,  “de  que  no  podrán 
ocurrir  á  la  vía  diplomática,  sino  en 
los  casos  de  denegación  de  justicia, 
y  que,  para  este  efecto,  no  se  entien¬ 
de  por  denegación  de  justicia  el  que 
un  fallo  ejecutoriado  no  sea  favora¬ 
ble  al  reclamante.” 

Debemos  reconocer,  sin  embargo, 
respecto  al  libre  acceso  ante  los  tri¬ 
bunales,  que  el  extranjero  no  lo  tie¬ 
ne,  sino  de  una  manera  relativa  y 
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condicional  para  constituirse  como 
demandante  y  ejercitar  en  ese  con¬ 
cepto  sos  derechos  y  acciones  en  ma¬ 
teria  civil  y  carece  del  derecho  de 
demandar,  en  materia  criminal,  pue¬ 
de  decirse  de  un  modo  absoluto  si 
se  trata  de  los  delitos  públicos. 

En  efecto;  por  lo  que  hace  al  pri¬ 
mer  punto,  el  artículo  577  del  Có¬ 
digo  de  procedimientos  civiles,  con 
motivo  de  las  excepciones,  dice:  Si 
el  demandante  fuere  extranjero  ó 
transeúnte,  será  también  excepción 
dilatoria  la  del  arraigo  personal  y 
fianza  de  estar  á  derecho.” 

No  guarda  concordancia  este  pre¬ 
cepto,  según  evidentemente  se  ob¬ 
serva,  con  aquél  de  la  Ley  funda¬ 
mental,  con  respecto  al  primer  tér¬ 
mino  que  se  refiere  al  extranjero. 

Si  el  fundamento  ó  principio  de 
justicia  que  pudiera  entrañar  esa 
disposición,  es  el  temor  de  que  al 
extranjero,  por  ser  desconocido,  no 
pueda  reclamársele  llegado  el  caso, 
los  daños  y  perjuicios  que  infiriera 
con  una  improcedente  ó  injusta  de¬ 
manda,  ese  fundamento  no  es  bas¬ 
tante  para  sostener  de  un  modo  ab¬ 
soluto  aquella  exijencia  de  la  ley, 
pues  habría  que  hacer  diferencia  de 
de  los  extranjeros  legalmente  do¬ 
miciliados,  y  que,  ya  por  su  honra¬ 
dez  y  buenos  y  notorios  anteceden¬ 
tes,  ó  ya  por  su  reconocido  abono, 
prestan  la  garantía  necesaria,  para 
las  resultas  del  juicio  ó  demanda  que 
tratasen  de  instaurar. 

Teniendo  esto  en  cuenta,  pudiera 
en  nuestro  concepto  armonizarse  la 
citada  disposición  del  Código  de  Pro¬ 
cedimientos  Civiles  con  la  del  Có¬ 
digo  fundamental  de  que  tratamos, 
dejando  “para  el  extranjero  no  do¬ 
miciliado  en  el  país,  6  recien  llegado 
á  él,  y  para  el  individuo  transeúnte, 
aquql  deber  de  comprobar  el  arrai¬ 


go  personal  y  de  prestar  fianza  de 
estar  á  derecho. 

Hemos  dicho  que  en  materia  cri¬ 
minal  y  tratándose  de  los  delitos  pú¬ 
blicos  el  extranjero  carece  de  un 
modo  absoluto  del  derecho  de  de¬ 
mandar,  ó  sea,  del  libre  acceso  ante 
los  tribunales .”  Es  así,  en  fecto,  en 
virtud  de  la  disposición  del  artículo 
11  del  Código  de  Procedimientos  en 
dicha  materia,  que  dice:  “La  acción 
criminal  por  delitos  públicos,  corres¬ 
ponde,  no  sólo  á  los  funcionarios  á 
quienes  está  confiada  por  la  ley,  sino 
también  á  cualquier  guatemalteco 
que  no  sea  inhábil  para  ejercerla.” 

Como  se  vé  de  su  mismo  tenor, 
esta  disposición  priva  en  absoluto  á 
los  extranjeros  del  derecho  de  que¬ 
rellarse  por  los  delitos  públicos  aún 
cuando  contra  ellos  se  cometieren,  lo 
cual,  con  evidencia,  ni  es  justo,  ni 
conveniente  por  lo  que  hace  al  prin¬ 
cipio  de  reprocidad  que  puede  de¬ 
mandarse  por  nuestra  parte.  Ocú¬ 
rrenos,  en  consecuencia,  la  reforma 
también  al  Código  últimamente  cita¬ 
do,  “ sobre  conceder  al  extranjero  el 
derecho  de  demandar  ó  acusar,  al  me¬ 
nos  por  los  delitos  cometidos  contra 
sus  personas  ó  bienes,  debiendo  pres¬ 
tar  la  correspondiente  fianza.” 

Y  no  se  diga-  que  el  inconvenien¬ 
te  está  subsanado,  ya  que,  para  pro¬ 
seguir  el  juicio  criminal  por  los  de¬ 
litos  públicos,  basta  la  “ simple  de¬ 
nuncia .”  Esta  produce  el  efecto  de 
que  la  autoridad  por  sí  sóla  inquiera 
y  pesquise,  poniendo  término  al  jui¬ 
cio  cuando  lo  estima  conveniente, 
para  imponer,  con  mérito  de  los  da¬ 
tos  que  ha  recogido, la  correspondien¬ 
te  pena  y  declarar  lo  que  procede  al 
respecto  de  las  responsabilidades  ci¬ 
viles-,  mientras  que,  mediando  acusa¬ 
dor,  éste  coadyuva  indudablemente 
á  la  comprobación  de  la  responsabi- 
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lidad  criminal,  pues  está  interesado 
en  aducir  ó  mejorar  las  pruebas  du¬ 
rante  la  secuela  del  juicio,  y  puede 
ejercitar  directamente  á  la  vez,  ó  por 
separado,  las  demás  acciones  ema- 
nentes  del  delito.  (1) 

Si  continuamos  examinando  las 
principales  disposiciones  generales 
de  muestras  leyes,  con  referencia 
á  los  extranjeros,  encontramos  siem¬ 
pre  en  ellas  el  espíritu  de  justicia  y 
de  liberalidad  que  las  preside. 

Así,  los  artículos  50  y  51  del  Có¬ 
digo  Civil,  dicen  respectivamente: 


(1)  Cuando  habíamos  ya  consignado 
nuestra  idea  de  reforma  al  referido  artícu¬ 
lo  11  del  Código  de  Procedimientos,  en 
materia  penal,  vimos  con  gusto  que  la  ci¬ 
tada  nueva  ley  de  extranjería,  en  su  artí¬ 
culo  118,  otorgad  los  extrajeros  el  derecho 
de  acusar,  no  sólo  por  los  delitos  cometi¬ 
dos  contra  sus  personas  6  bienes,  sino  tam¬ 
bién  por  delitos  contra  las  personas  ó  bie¬ 
nes  de  sus  representados,  y,  francamente, 
reconocemos  que  es  más  ámplia  la  dispo¬ 
sición  que  nuestro  pensamiento. 

“Los  extranjeros,  dice,  pueden  quere¬ 
llarse  por  los  delitos  cometidos  contra  sus 
personas  ó  bienes,  ó  las  personas  ó  bienes 
de  sus  representados,  previa  siempre  la 
consignación  de  fianza,  cuya  cuantía  fi¬ 
jará  el  Tribunal  ó  Juez  competente, sal  vas 
las  excepciones  que  los  tratados  ó  el  prin¬ 
cipio  de  reprocidad  autoricen/’ 

Está  llenada,  pues,  aquella  necesidad 
de  la  reforma,  con  la  cual,  á  la  vez  que 
se  logra  la  unificación  de  las  leyes,  se  es¬ 
tablece  el  derecho  á  iguales  consideracio¬ 
nes  en  favor  de  los  guatemaltecos  en  te¬ 
rritorio  extraño. 

Hemos  abrigado  la  convicción  de  que, 
todo  lo  que  sin  perjuicio  del  interés  pro¬ 
pio  y  dentro  de  los  límites  naturales  del 
Derecho,  se  conceda  á  los  extranjeros,  re¬ 
dunda  en  iguales  ventajas  y  en  igual  pro¬ 
vecho,  mediante  la  obligación  moral,  ya 
que  no  jurídica,  que  importa  el  principio 
de  la  reciprocidad 

“Lo  que  un  hombre,  debe  á  otro  hombre 
un  pueblo  debe  á  otro  pueblo."  (Gregoire.) 


“Los  derechos  civiles  son  inde¬ 
pendientes  de  la  calidad  de  ciudada¬ 
no.” 

“La  ley  no  reconoce  diferencia  en¬ 
tre  el  guatemalteco  y  el  extranjero, 
en  cuanto  á  la  adquisición  y  goce  de 
los  derechos  civiles  que  determinad 
Código.” 

De  suerte,  pues,  que  el  extranjero 
ha  quedado  en  las  mismas  condicio¬ 
nes  que  el  guatemalteco,  en  cuanto 
á  la  adquisición  y  goce  de  los  dere¬ 
chos  civiles,  y  en  su  consecuencia, 
de  igual  manera  que  el  guatemelte- 
co,  el  extranjero  desde  entónces 
puede  adquirir  bienes,  derechos  y 
acciones,  y  puede,  á  la  vez,  disponer 
sobre  cualquiera  de  éstos  “ por  testa¬ 
mento  ó  ab-intestato. 

Si  antes,  el  guatemalteco,  hereda¬ 
ba  y  disponía  forzosamente,  con  re¬ 
lación  á  sus  descendientes,  ascen¬ 
dientes  y  demás  parientes  legítimos, 
en  el  orden  que  fijaba  el  Código,  el 
extranjero  estaba  sujeto  á  las  mismas 
disposiciones:  si,  después,  el  guate¬ 
malteco,  en  virtud  del  Decreto  nú¬ 
mero  240,  de  21  de  Julio  de  1879. 
obtuvo  la  libertad  de  testar  y  de  su¬ 
ceder  dentro  de  la  familia,  el  extran¬ 
jero,  igualmente,  obtuvo  esa  misma 
libertad;  y  por  último,  si  mediante 
el  posterior  Decreto  de  la  Asamblea 
Nacional  Legislativa,  maudado  cum¬ 
plir  el  20  de  Abril  de  1881,  para  el 
guatemalteco,  aquella  libertad  de 
testar  ya  no  quedó  sólo  dentro  de  la 
familia,  sino  también  fuera  de  ella, 
de  esa  más  ámplia  libertad  goza  en 
su  caso  el  extranjero ,  ya  que  esta  úl¬ 
tima  ley,  después  de  declarar  “que 
el  derecho  de  disponer  de  los  bienes 
por  testamento,  es  libre,”  establece 
en  consecuencia  y  á  renglón  segui¬ 
do,  “que  toda  persona  capaz,  puede 
instituir  á  cualquiera  que  no  tenga  in¬ 
capacidad  ó  prohibición  de  heredar. 
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como  heredero  de  sus  bienes;”  y  an¬ 
tes  ha  dicho  el  Código,  “que  la  ley 
no  reconoce  diferencia  entre  el  gua¬ 
temalteco  y  el  extranjero,  en  cuanto 
á  la  adquisición  y  goce  de  los  dere¬ 
chos  civiles  que  determina  el  mismo 
Código.” 

El  Decreto  de  1879  que  otorgó  la 
libertad  de  testar  y  de  suceder  den¬ 
tro  de  la  familia,  fue  emitido  con  an¬ 
terioridad  á  nuestra  Ley  Constituti¬ 
va,  que  consignó  en  su  artículo  21 
“que  todos  pueden  libremente  dispo¬ 
ner  de  sus  bienes,  siempre  que  al 
hacerlo  no  contravengan  á  la  ley,” 
y  con  la  limitación,  también,  conve¬ 
niente,  “de  quedar  en  lo  absoluto 
prohibidas  las  vinculaciones  y  toda 
institución  á  favor  de  manos  muertas, 
exceptuándose  solamente  las  que  se 
destinen  á  favor  de  Establecimientos 
de  Beneficencia.” 

Decretada,  pues,  la  Constitución, 
no  era  lógico  que  quedase  subsisten¬ 
te  la  restricción  á  la  libertad  de  tes¬ 
tar  y  de  suceder,  impuesta  por 
aquel  decreto  de  1879,  y  necesario 
como  fue  desligarla,  por  decirlo  así, 
del  círculo  de  la  familia,  por  conse¬ 
cuencia  del  principio  á  que  última¬ 
mente  nos  referimos  de  la  carta  fun¬ 
damental,  la  Asamblea  Nacional  Le¬ 
gislativa  de  1881,  hubo  de  expedir 
el  Decreto  citado  del  mismo  año,  que 
no  hace  otra  limitación  á  la  libertad 
de  disponer  de  los  bienes  por  tes¬ 
tamento,  sino  la  muy  justa  y  natural, 
de  que  esa  libertad  es  “sin  perjuicio 
del  derecho  que  la  ley  dá,  á  ciertas 
personas,  á  ser  alimentadas;”  y,  lo 
mismo  que  los  guatemaltecos,  á  esta 
limitación  y  á  las  que  designa  el  ar¬ 
tículo  transcrito  de  la  Ley  constitu- 
tiva,  por  lo  que  hace  á  la  libre  dispo¬ 
sición  de  los  bienes ,  están  igualmen¬ 
te  sujetos  los  extranjeros. 


Bastan  las  referencias  expuestas, 
para  reconocer  que  Guatemala,  des¬ 
de  que  se  diera  sus  leyes  propias  ba¬ 
jo  el  régimen  demócrata  y  republica¬ 
no, lejos  de  mantener  ilusos  los  princi¬ 
piéis  generales  de  justicia  á  que  se  en¬ 
cuentran  obligadas  todas  las  naciones, 
porque,  sirviendo  para  su  coexisten¬ 
cia  y  seguridad,  son  la  base  del  De¬ 
recho  de  gentes  por  el  que  se  rigen; 
la  República  de  Guatemala,-  repeti¬ 
mos,  ha  venido  avanzando  con  de¬ 
claraciones  libérrimas,  para  colocar¬ 
se  á  la  altura  de  los  países  más  civi¬ 
lizados  en  el  ramo  de  la  Legislación, 
y  secundar  así  á  la  Francia  en  la  glo¬ 
ria  de  que,  “fundada  su  Constitución 
en  el  respeto  de  los  derechos  del  hombre 
y  del  ciudadano,  abre  también  sus 
puertas  á  todos  los  pueblos,  invitán¬ 
dolos  á  venir  á  disfrutar,  bajo  su  Go¬ 
bierno  libre,  de  los  derechos  sagrados 
é  inviolables  de  la  humanidadad.” 

Juan  M.  Guerra. 


LAS  CONSTITUCIONES  DE  AMERICA 


LA  NUEVA  CONSTITUCION  SE  HONSUftAS 


En  el  presente  número  de  “La  Es¬ 
cuela  de  Derecho”  insertamos  la 
Constitución  política  de  la  Repúbli¬ 
ca  de  Honduras,  promulgada  en  Te- 
gucigalpa  el  14  de  Octubre  de  1894 
y  que  comenzó  á  regir  el  l.°  de  Ene¬ 
ro  del  corriente  año. 

Honor  muy  señalado  es  para  el 
doctor  don  Policarpo  Bonilla  el  ha¬ 
ber  puesto  el  “cúmplase”  á  una  ley 
constitutiva  que  tan  libérrimos  prin¬ 
cipios  consigna,  y  que  puede  esti¬ 
marse  como  una  casi  completa  armo- 
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nización  del  derecho  positivo  con  los 
ideales  del  derecho  hacia  donde  los 
pueblos  y  las  sociedades  se  dirigen. 

Honor  muy  grande  es  también  pa¬ 
ra  el  Pueblo  Hondureno  el  contar 
con  una  conquista  tan  envidiable  en 
el  campo  de  la  civilización,  después 
de  una  lucha  dilatada  y  cruenta,  cou 
fe  republicana  emprendida,  con  in¬ 
mensos  sacrificios  sostenida  y  coro¬ 
nada  con  la  victoria  más  completa 
sobre  la  farsa  política  y  las  ambicio¬ 
nes  de  mala  ley;  la  tiranía  y  el  des¬ 
potismo  entronizados  como  sistemas 
de  gobierno. 

Transcribamos  las  disposiciones  de 
más  importancia  que  encontramos 
en  la  citada  Ley  Fundamental  y  que 
por  sí  mismas  se  comentan: 

“Los  extranjeros  no  podrán  hacer 
reclamaciones,  ni  exigir  indemniza¬ 
ción  alguna  del  Estado,  sino  en  los 
casos  y  en  la  forma  que  pudieran  ha¬ 
cerlo  los  hondureños.” 

“Son  derechos  del  ciudadano:  e- 
jercer  el  sufragio,  optar  á  los  cargos 
públicos  y  tener  y  portar  armas.1' 

“La  pena  de  muerte  queda  abso¬ 
lutamente  prohibida  en  Honduras. 

“La  enseñanza  pública  es  laica  y 
gratuita,  y  obligatoria  la  primaria." 

“Se  garantiza  el  libre  ejercicio  de  ¡ 
todas  las  religiones,  sin  más  límite 
que  la  moralidad  y  el  orden  pú¬ 
blicos.” 

“Ante  la  ley  no  hay  fueros  ni 
privilegios  personales.  Los  minis¬ 
tros  de  los  cultos  no  podrán  ejercer 
cargos  públicos." 

“No  se  pueden  dar  leyes  proscrip- 
ti vas, confisca tori as, ó  que  establezcan 
penas  infamantes  ó  perpetuas.  La 
duración  de  las  penas  no  podrá  ex¬ 
ceder  de  quince  años." 

“La  policía  de  seguridad  sólo  pue¬ 
de  confiarse  á  las  autoridades  civiles 


“El  Poder  Judicial  se  ejercerá 
por  una  Corte  Suprema  de  Justicia 
y  por  Tribunales  y  Jueces  inferiores.” 

“Los  Magistrados  de  la  Corte  Su¬ 
prema  son  electos  popularmente.” 

“La  Corte  Suprema  nombra  los 
Magistrados  de  las  Cortes  de  Apela¬ 
ciones,  los  Jueces  departamentales  y 
los  encargados  del  Ministerio  Públi¬ 
co.” 

“Se  establece  el  jurado  de  cali¬ 
ficación  en  donde  hubiere  J ueces  de¬ 
partamentales  ó  seccionales,  para  to¬ 
da  clase  de  delitos  que  deban  juz¬ 
garse  en  juicio  escrito.'1 

“Podrá  establecerse  directamente 
ante  la  Corte  Suprema  de  Justicia 
el  recurso  de  inconstitucionalidad  de 
una  ley,  por  toda  persona  que  al  ser¬ 
le  aplicable  en  un  caso  concreto,  sea 
perjudicada  en  su  legítimos  dere¬ 
chos.” 

“El  fuero  de  guerra  es  solamente 
para  los  delitos  militares.” 

“El  Municipio  es  autónomo,  re¬ 
presentado  por  Municipalidades  di¬ 
directamente  electas  por  el  pueblo." 

Honor  muy  grande  hemos  dicho 
comunica  á  los  representantes  del 
Pueblo  Hondureño  la  formación  y 
promulgación  de  una  ley  constituti¬ 
va  tan  avanzada  y  civilizadora  como 
la  del  14  de  Octubre  de  1894;  pero 
ese  mismo  honor  les  impone  el  alto 
deber  de  concurrir  todos,  como  ciu- 
dadados,  á  hacer,  que  cada  una  de 
las  prescripciones  constitucionales 
sean  respetadas,  en  primer  térmi¬ 
no,  por  los  encargados  de  su  eje¬ 
cución. 

Plausible  es  el  formular  y  bien  de¬ 
cir;  mas  el  verdadero  mérito  está 
en  que,  á  la  palabra,  siga  el  hecho 
que  interpreta. 

Nosotros  deseamos  que  la  nueva 
¡  Constitución  hondureña  marque  una 
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etapa  de  prosperidad  y  bienestar  en 
aquel  pueblo  digno  de  la  cultura  á 
que  aspira  y  á  que  tiene  derecho  por 
sus  precedentes  históricos. 


CONSTITUCION  POLITICA 

DE 

HONDURAS 


N OS  0  TR  OS ,  los  Rep  resen  tan  tes  del 
Pueblo  Hondureno ,  reunidos  para 
dar  la  Ley  Fundamental  de  la 
Nación ,  decretamos  y  sancionamos 
la  siguiente 

CONSTITUCION  POLITICA 

TITULO  I 

De  la  Nación 

Artículo  l.° 

\ 

Honduras  es  un  Estado  disgrega¬ 
do  de  la  República  de  Centro-Amé- 
rica.  En  consecuencia,  reconoce 
como  una  necesidad  primordial  vol¬ 
ver  á  la  unión  con  las  demás  seccio¬ 
nes  de  la  República  disuelta.  A  es¬ 
te  efecto,  queda  facultado  el  Poder 
Legislativo  para  ratificar  definitiva¬ 
mente  los  tratados  que  tiendan  á 
realizarla  con  uno  ó  más  Estados  de 
la  antigua  Federación.  ' 

Artículo  2.° 

Honduras  es  Nación  libre,  sobe¬ 
rana  é  independiente. 


Artículo  3.° 

La  soberanía  nacional  reside  esen¬ 
cialmente  en  la  universalidad  délos 
hondurenos. 

Artículo  4.° 

Todo  poder  público  emana  del 
pueblo.  Los  funcionarios  del  Esta¬ 
do  no  tienen  más  facultades  que  las 
que  expresamente  les  dala  ley.  To¬ 
do  acto  que  ejecuten  fuera  de  la  ley 
es  nulo. 

Artículo  5.° 

Los  límites  de  Honduras  y  su  di¬ 
visión  territorial  serán  determinados 
por  la  ley. 

TITULO  II 
De  los  hondurenos 

Artículo  6.° 

Los  hondurenos  son  naturales  ó 
naturalizados. 

Artículo  7.° 

% 

Son  naturales: 

1. °  Los  nacidos  en  Honduras  de 
padres  hondurenos. 

2. °  Los  hijos  nacidos  en  Hondu¬ 
ras  de  extranjeros  domiciliados,  y 
los  hijos  de  padre  ó  madre  hondu- 
reños  nacidos  en  el  extranjero,  que 
opten  por  la.  nacionalidad  hondu- 
reña. 

Los  tratados  pueden  modificar 
las  disposiciones  de  este  último  nú¬ 
mero  con  tal  que  haya  reciprocidad- 


LA  ESCUELA  DE  DERECHO 


19 


Artículo  8.° 

Se  consideran  como  naturales  los 
hijos  de  las  otras  Repúblicas  de 
Centro-America  que  manifiesten  an¬ 
te  la  primera  autoridad  política  de¬ 
partamental,  su  deseo  de  ser  hoñ- 
dureños. 

Artículo  9.° 

Son  naturalizados: 

1. °  Los  hispauo-americanos  que 
tengan  un  año  de  residencia  en  el 
país,  y  que  manifiesten  su  deseo  de 
naturalizarse  en  él  ante  la  auntori- 
dad  respectiva. 

2. ®  Los  demás  extranjeros  que 
tengan  dos  años  de  residencia  en  el 
país,  y  que  manifiesten  el  deseo  de 
naturalizarse  en  él  ante  la  autoridad 
referida. 

3. °  Los  que  obtengan  carta  de 
naturaleza  acordada  por  la  autori¬ 
dad  que  designe  la  ley. 

TITULO  III 
De  los  extranjeros 

Artículo  10 

La  República  de  Honduras  es  asi¬ 
lo  sagrado  para  toda  persona  que 
se  refugie  en  su  territorio. 

Artículo  11 

Los  extranjeros  están  obligados, 
desde  su  llegada  al  territorio  de  la 
República,  á  respetar  las  autorida¬ 
des  y  á  observar  las  leyes. 

Artículo  12 

Los  extranjeros  gozan  en  Hondu¬ 
ras  de  todos  los  derechos  civiles  de 
los  hondurenos. 


Artículo  13 

Pueden  adquirir  toda  clase  de  * 
bienes  en  el  país;  pero  quedarán  su¬ 
jetos,  en  cuanto  á  estos  bienes,  á  to¬ 
das  las  cargas  ordinarias,  y  á  las  ex¬ 
traordinarias  de  carácter  general,  á 
que  estén  obligados  los  hondureños. 

Artículo  14 

No  podrán  hacer  reclamaciones, 
ni  exigir  indemnización  alguna  del 
Estado,  sino  en  los  casos  y  en  la  for¬ 
ma  que  pudieran  hacerlo  los  hon¬ 
dureños. 

Artículo  15 

Los  extranjeros  no  podrán  ocu¬ 
rrir  á  la  vía  diplomática,  sino  en  los 
casos  de  denegación  de  justicia.  Pa-, 
ra  este  efecto,  no  se  atiende  por  de¬ 
negación  de  justicia,  que  un  fallo 
I  ejecutoriado  no  sea  favorable  al 
reclamante.  Si  contraviniendo  esta 
disposición,  no  terminaren  amis¬ 
tosamente  las  reclamaciones,  y  se 
causaren  perjuicios  al  país,  perde¬ 
rán  el  derecho  de  habitar  en  él. 

,  Artículo  16 

4» 

La  extradición  sólo  podrá  otor¬ 
garse  en  virtud  de  ley  ó,  de  trata¬ 
dos,  por  delitos  comunes  graves; 
nunca  por  delitos  políticos,  aunque 
por  consecuencia  de  éstos  resulte 
un  delito  común. 

Artículo  17 

Las  leyes  podrán  establecer  la 
forma  y  casos  en  que  puede  negarse 
al  extranjero  la  entrada  al  territo¬ 
rio  de  la  Nación,  ú  ordenarse  su  ex¬ 
pulsión  por  considerarlo  pernicioso. 
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Artículo  18 

Las  leyes  y  tratados  reglamenta¬ 
rán  el  uso  de  estas  garantías,  sin 
poder  disminuirlas  ni  alterarlas. 

Artículo  19 

Las  disposiciones  de  este  Título 
no  modifican  los  tratados  existentes 
entre  Honduras  y  otras  naciones. 

TITULO  IV 
De  los  ciudadanos 

Artículo  20 

Son  ciudadanos  todos  los  hondu¬ 
renos  mayores  de  veintiún  años,  y 
los  mayores  de  diez  y  ocho  que  sean 
casados  ó  sepan  leer  y  escribir. 

Artículo  21 

Son  derechos  del  ciudadano:  ejer¬ 
cer  el  sufragio,  optar  á  los  cargos 
públicos,  y  tener  y  portar  armas; 
todo  con  arreglo  á  la  ley. 

Artículo  22 

Se  suspenden  los  derechos  del 
ciudadano: 

1. °  Por  auto  de  prisión  ó  decla¬ 
ratoria  de  haber  lugar  á  formación 
de  causa. 

2. °  Por  vagancia  legalmente  de¬ 
clarada. 

3. °  Por  enajenación  mental,  ju¬ 
dicialmente  declarada. 

4. °  Por  sentencia  de  inhabilita¬ 
ción  para  el  ejerció  de  derechos  po¬ 
líticos,  durante  el  termino  de  la 
condena. 


5. *  Por  estar  declarado  deudor 
fraudulento,  mientras  no  obtenga 
rehabilitación  judicial. 

6. "  Por  sentencia  que  imponga 
pena  más  que  correccional. 

7. *  Por  admitir  empleo  de  na¬ 
ciones  extranjeras,  siu  licencia  de 
la  autoridad  respectiva.  Las  Repú¬ 
blicas  de  Centro-América  no  se  con¬ 
sideran  como  naciones  extranjeras. 

Artículo  23 

El  voto  activo  es  irrenunciable  y 
obligatorio  para  los  ciudadanos. 

Artículo  24 

El  sufragio  será  directo  y  secreto. 
Las  elecciones  se  verificarán  en  la 
forma  prescrita  por  la  ley,  y  ésta  da¬ 
rá  la  representación  correspondiente 
á  las  minorías. 

Artículo  25 

Sólo  los  ciudadanos  mayores  de 
veintiún  años,  que  se  hallen  en  el 
ejercicio  de  sus  derechos,  son  ele¬ 
gibles. 

TITULO  Y 

De  los  derechos  y  garantías 
Artículo  26 

La  Constitución  garantiza  á  todos 
los  habitantes  de  Honduras,  sean 
nacionales  ó  extranjeros,  la  inviola¬ 
bilidad  de  la  vida  humana,  la  segu¬ 
ridad  individual,  la  libertad,  la  igual¬ 
dad  y  la  propiedad. 
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Inviolabilidad  de  la  vida  humana  Artículo  32 


Artículo  27 

La  pena  de  muerte  queda  abso¬ 
lutamente  abolida  en  Honduras. 

Seguridad  individual 

Artículo  28 

La  Constitución  reconoce  la  ga¬ 
rantía  del  Rabeas  Corpus.  En  con- 
socuencia  toda  persona  ilegalmente 
detenida,  ó  cualquiera  otra  en  su 
nombre,  tiene  derecho  para  recurrir 
al  Tribunal,  verbalmente  ó  por  es¬ 
crito,  pidiendo  la  exhibición  de  la 
persona. 

Artículo  29 

Toda  persona  tiene  derecho  para 
requerir  amparo  contra  cualquier 
atentado  ó  arbitrariedad  de  que  sea 
víctima,  y  para  hacer  efectivo  el 
ejercicio  de  todas  las  garantías  que 
esta  Constitución  establece,  cuando 
sea  indebidamente  coartada  en  el 
goce  de  ellas,  por  leyes  ó  actos  de 
cualquiera  autoridad,  agente  ó  fun¬ 
cionario  público. 

Artículo  30 

La  orden  de  arresto  que  no  ema¬ 
ne  de  autoridad  competente,  ó  que 
se  haya  dictado  sin  las  formalidades 
legales,  es  atentatoria. 

Artículo  31 

La  detención  para  inquirir  no  po¬ 
drá  pasar  de  seis  días. 


La  incomunicación  del  detenido 
no  podrán  pasar  de  veinticuatro  ho¬ 
ras. 

Artículo  33 

No  podrá  proveerse  auto  de  pri¬ 
sión,  sin  que  preceda  plena  prueba 
de  haberse  cometido  un  hecho  pu¬ 
nible  con  pena  más  que  correccio-. 
nal,  y  sin  que  resulte,  al  menos  por 
presunción  grave,  quien  sea  su  au¬ 
tor. 

Artículo  34 

Es  permitida  la  prisión  ó  arresto, 
por  pena  ó  apremio,  en  los  casos  y 
por  el  término  que  disponga  la  ley. 
El  apremio  no  podrá  exceder  de 
treinta  días. 

Artículo  35 

El  delincuente  infrati  puede  ser 
aprehendido  por  cualquiera  persona, 
para  el  efecto  de  entregarlo  inme¬ 
diatamente  á  la  autoridad  que  ten¬ 
ga  facultad  de  arrestar. 

Artículo  36 

Ninguno  puede  ser  preso  ó  dete¬ 
nido  sino  en  los  lugares  que  deter¬ 
mine  la  ley. 

I 

Artículo  37 

Aun  con  auto  de  prisión,  ningu¬ 
no  puede  ser  llevado  á  la  cárcel,  ni 
detenido  en  ella,  si  presentare  fian¬ 
za  suficiente,  cuando  por  el  delito 
no  deba  aplicarse  pena  que  pase  de 
tres  años. 
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Artículo  38 

Ninguno  puede  ser  juzgado  por 
comisiones  especiales,  ni  por  otros 
Jueces  que  los  designados  por  la 
ley. 

Artículo  39 

Se  prohíbe  la  prisión  por  deudas, 
excepto  cuando  hubiere  dolo. 

Artículo  40 

El  derecho  de  defensa  es  invio¬ 
lable. 

i 

Artículo  41 

Nadie  puede  ser  obligado  en  ma¬ 
teria  criminal  á  declarar  contra  sí 
mismo,  ni  contra  su  cónyuge  y  pa¬ 
rientes  dentro  del  cuarto  grado  de 
consanguinidad  ó  segundo  de  afini¬ 
dad. 

Artículo  42 

Ninguno  puede  ser  inquietado  ni 
perseguido  por  sus  opiniones.  Las 
acciones  privadas  que  no  alteren  la 
moral  ó  el  orden  público,  ó  que  no 
causen  daño  á  tercero,  estarán  siem¬ 
pre  fuera  de  la  acción  de  la  ley. 

Artículo  43 

Se  prohíbe  absolutamente  la  fus¬ 
tigación  ó  aplicación  de  palos,  y  to¬ 
da  especie  de  tormentos.  Se  pro¬ 
híbe  también  las  prisiones  innecesa¬ 
rias  y  todo  rigor  indebido. 

Artículo  44 

La  habitación  de  todo  individuo 
es  un  asilo  sagrado,  que  no  podrá 


allanarse  sino  por  la  autoridad  en 
los  casos  siguientes: 

1. °  Para  extraer  un  criminal  sor 
prendido  infraganti. 

2. °  Por  cometerse  delito  en  el 
interior  de  la  habitación,  por  desor¬ 
den  escandaloso  que  exija  pronto  re¬ 
medio,  ó  por  reclamación  del  inte¬ 
rior  de  la  casa. 

3. °  En  caso  de  incendio,  terre¬ 
moto,  inundación,  epidemia  ú  otro 
análogo. 

4. °  Para  libertar  una  persona 
secuestrada  ilegalmente. 

5. °  Para  extraer  objetos  perse¬ 
guidos  en  virtud  de  un  proceso, 
precediendo  semiplena  prueba  por 
lo  menos,  de  la  existencia  de  dichos 
objetos,  ó  para  ejecutar  una  dispo¬ 
sición  judicial  legalmente  decretada. 

6. °  Para  aprehender  á  un  reo,  á 
quien  se  haya  proveído  auto  de 
prisión  ó  detención,  precediendo  al 
menos  semiplena  prueba  de  que  se 
oculta  en  la  casa  que  debe  alla¬ 
narse. 

En  los  dos  últimos  casos,  no  se 
podrá  verificar  el  allanamiento  sino 
con  orden  escrita  de  autoridad  com¬ 
petente. 

Artículo  45 

Siempre  que  el  domicilio  que  ha¬ 
ya  de  allanarse  no  sea  el  del  reo  á 
quien  se  persigue,  la  autoridad  ó 
sus  agentes  solicitarán  previamente 
el  permiso  del  morador. 

Artículo  46 

El  allanamiento  del  domicilio,  en 
los  casos  en  que  se  requiere  orden 
escrita,  no  se  puede  verificar  desde 
las  siete  de  la  noche  hasta  las  seis 
de  la  mañana. 
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Artículo  47 

Son  inviolables  la  corresponden¬ 
cia  epistolar  y  telegráfica,  los  pape¬ 
les  privados  y  los  libros  de  comer¬ 
cio.  En  ningún  caso  el  Poder  Eje¬ 
cutivo  ni  sus  agentes  podrán  sus¬ 
traer,  abrir  ni  detener  la  correspon¬ 
dencia  epistolar  ó  telegráfica.  La 
sustraída  de  las  estafetas  ó  de  cual¬ 
quiera  otro  lugar  no  hace  fe  contra 
ninguno. 

Artículo  48 

La  correspondencia  particular,  pa-  ¡ 
peles  y  libros  privados,  sólo  podrán 
ocuparse  en  virtud  de  auto  de  Juez 
competente,  en  los'  asuntos  crimina¬ 
les  y  civiles  que  la  ley  determine; 
debiendo  registrarse  á  presencia  del 
poseedor,  ó  en  su  defecto  de  dos 
testigos,  y  devolverse  los  que  no 
tengan  relación  con  lo  que  se  in¬ 
daga. 

Artículo  49 

Se  prohíbe  dar  leyes  proscripti- 
vas,  confiscatorias,  ó  que  establez¬ 
can  penas  infamantes  ó  perpetuas. 
La  duración  de  las  penas  no  podrá 

exceder  de  quince  años. 

• 

Artículo  50 

Las  leyes  no  pueden  tener  efecto 
retroactivo,  excepto  en  materia  pe¬ 
nal,  cuando  la  nueva  ley  sea  favora¬ 
ble  al  delincuente. 

Artículo  51 

La  policía  de  seglaridad  sólo  po¬ 
drá  ser  confiada  á  las  autoridades 
civiles. 


Artículo  52 

No  se  impondrá  ninguna  pena 
más  que  correccional,  sin  que  prece¬ 
da  declaración  del  Jurado  sobre  la 
responsabilidad  del  presunto  delin¬ 
cuente. 

Libertad 

Artículo  53 

El  esclavo  que  pise  el  territorio 
hondureño  queda  libre.  El  tráfico 
de  esclavos  ps  un  crimen. 

Artículo  54 

Se  garantiza  el  libre  ejercicio  de 
todas  las  religiones,  sin  más  límite 
que  el  trazado  por  la  moral  y  el  or¬ 
den  público. 

Artículo  55 

No  podrá  someterse  el  estado  ci¬ 
vil  de  las  personas  á  una  creencia 
religiosa  determinada. 

Artículo  56 

La  Amisión  del  pensamiento  por 
la  palabra  hablada  ó  escrita,  es  libre, 
y  la  ley  no  podrá  restringirla.  Tam¬ 
poco  podrá  impedir  la  circulación 
de  los  impresos  nacionales  y  extran¬ 
jeros.  Los  delitos  cometidos  por 
medio  de  la  prensa,  serán  previa¬ 
mente  calificados  por  un  jurado. 

Artículo  57 

Se  garantiza  la  libre  enseñanza. 
La  que  se  costee  con  fondos  públi¬ 
cos  será  laica,  y  la  primaria  será 
además  gratuita,  obligatoria  y  sub- 
|  venida  por  el  Estado.  La  ley  re* 
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glamentará  la  enseñanza  sin  restrin¬ 
gir  su  libertad,  ni  la  independencia 
de  los  profesores. 

Artículo  58 

Se  garantiza  la  libertad  de  reunión 
sin  armas,  y  la  de  asociación  para 
cualquier  objeto  lícito.  Se  prohíbe 
el  establecimiento  de  toda  clase  de 
asociaciones  monásticas. 

Artículo  59 

Toda  industria  es  libre.  >  Sólo  po¬ 
drán  estancarse  en  provecho  de  la 
Nación,  el  aguardiente,  la  pólvora, 
el  salitre  y  el  tabaco. 

Artículo  60 

Los  monopolios,  privilegios  y 
concesiones  sólo  podrán  establecer¬ 
se,  por  tiempo  limitado,  para  fomen¬ 
tar  la  introducción  ó  perfecciona¬ 
miento  de  nuevas  industrias,  la  co¬ 
lonización  ó  inmigración,  las  insti¬ 
tuciones  de  crédito  y  la  apertura  de 
vías  de  comunicación. 

Artículo  61 

Todo  individuo  es  libre  para  dis¬ 
poner  de  sus  propiedades,  conforme 
al  derecho  civil,  por  venta,  dona 
ción,  testamento  ó  cualquiera  otro 
título  legal. 

Artículo  62 

Son  prohibidas  las  vinculaciones, 
y  toda  institución  en  favor  de  esta¬ 
blecimientos  religiosos. 

Artículo  63 

Toda  persona  ó  reunión  de  perso¬ 


nas,  tiene  derecho  de  dirigir  sus  pe¬ 
ticiones  á  las  autoridades  legalmen- 
mente  establecidas,  de  que  se  re¬ 
suelvan  y  se  le  haga  saber  la  reso¬ 
lución  correspondiente.  ' 

Artículo  64 

Todos  tienenen  libertad  para  en¬ 
trar,  permanecer,  transitar  y  salir 
del  territorio  de  la  nación,  sin  pa¬ 
saporte. 

Igualdad 
Artículo  65 

Ante  la  ley  no  hay  fueros  ni  pri¬ 
vilegios  personales.  Los  ministros 
de  las  diversas  sociedades  religiosas 
no  podrán  ejercer  cargos  públicos. 

• 

Artículo  66 

La  proporcionalidad  será  la  base 
de  las  contribuciones  directas. 

i 

Propiedad 
Artículo  67 

Nadie  puede  ser  privado  de  su 
propiedad  sino  en  virtud  de  ley  ó 
de  sentencia  fundada  en  ley.  La 
expropiación,  por  causa  de  necesi¬ 
dad  y  utilidad  pública,  debe  ser  ca¬ 
lificada  por  la  ley  ó  por  sentencia 
fundada  en  ley,  y  no  se  verificará 
sin  previa  indemnización.  En  caso 
de  guerra  no  es  indispensable  que 
la  indemnización  sea  previa. 

Artículo  68 

Todo  autor  ó  inventor  goza  de 
la  propiedad  exclusiva  de  su  obra 
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ó  descubrimiento,  por  el  tiempo 
que  determine  la  ley. 

Artículo  69 

El  derecho  de  reivindicar  los  bie¬ 
nes  confiscados  prescribe  en  cin¬ 
cuenta  años. 

§ 

Artículo  70 

Sólo  el  Congreso  impone  contri¬ 
buciones  nacionales. 

Artículo  71 

Ningún  servicio  personal  es  exi- 
gible  sino  en  virtud  de  ley,  ó  de 
sentencia  fundada  en  ley. 

Disposiciones  generales 

Artículo  72 

La  enumeración  de  derechos  y 
garantías  que  hace  esta  Constitu¬ 
ción,  no  excluye  otros  derechos  y 
garantías  no  enumerados,  pero  que 
nacen  del  principio  de  soberanía 
del  pueblo  y  de  la  forma  republica¬ 
na  de  gobierno. 

Artículo  73 

Las  leyes  que  reglamenten  el  ejer¬ 
cicio  de  estas  garantías, serán  inefica¬ 
ces  en  cuanto  las  disminuyan,  res¬ 
trinjan  ó  adulteren. 

Artículo  -7  4 

En  el  caso  de  guerra  exterior, 
podrá  decretarse  el  estado  de  sitio 
de  toda  la  República  ó  parte  de  ella. 
El  estado  de  sitio  durará  todo  el 
tiempo  que  exijan  las  circunstancias 
que  lo  motivan;  pero  no  podrá  pa¬ 


sar  de  sesenta  días  sin  nueva  decla¬ 
ratoria,  y  jamás  podrá  alterar  las 
garantías  consignadas  en  los  artícu¬ 
los  27,  43  y  49. 

También  podrá  decretarse  el  es¬ 
tado  de  sitio  en  los  casos  de  conmo¬ 
ción  interior,  circunscribiéndose  al 
lugar  ó  territorio  donde  exista  la 
perturbación  del  orden;  pudiendo 
extenderse  si  así  lo  exige  la  seguri¬ 
dad  de  la  República. 

Artículo  75 

En  casos  de  epidemia  podrán  dic¬ 
tarse  disposiciones  sanitarias  que 
contraríen  ó  restrinjan  las  garantías 
contenidas  en  los  artículos  44,  47, 
en  lo  relativo  á  detención  de  la  co¬ 
rrespondencia,  58,  64  y  71. 

TITULO  VI 
De  la  forma  de  Gobierno 

Artículo  7  6 

El  Gobierno  de  Honduras  es  re¬ 
publicano,  democrático  y  represen¬ 
tativo.  Se  ejerce  por  tres-  Poderes 
independientes:  Legislativo,  Ejecu¬ 
tivo  y  Judicial. 

Artículo  77 

Ninguno  de  los  Poderes  constitui¬ 
dos  podrá  ejecutar  actos  en  que  se 
altere  la  forma  de  Gobierno  estable¬ 
cida,  ó  se  menoscabe  la  integridad 
del  territorio  ó  la  soberanía  nacio¬ 
nal. 
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TITULO  VII 
Del  Poder  Legislativo 

Artículo  7  8 

El  Poder  Legislativo  se  ejerce 
por  un  Congreso  de  Diputados,  que 
se  reunirá  en  la  Capital  de  la  Repú¬ 
blica  el  l.°  de  enero  de  cada  año, 

'  sin  necesidad  de  convocatoria. 

Artículo  79 

Sus  sesiones  durarán  sesenta  días, 
prorrogables  hasta  por  cuarenta  más, 
cuando  lo  exijan  asuntos  de  interés 
actual. 

t 

% 

Artículo  80 

i 

El  Congreso  tendrá  también  se¬ 
siones  extraordinarias  cuando  sea 
convocado  por  el  Ejecutivo,  y  en 
ese  caso  sólo  tratará  de  los  asuntos 
expresados  en  el  decreto  de  convo¬ 
catoria. 

Artículo  81 

Instalado  el  Congreso  en  la  capi¬ 
tal,  podrá  acordar  trasladarse  á  otra 
población. 

Artículo  82 

El  21  de  diciembre  de  cada  año 
se  reunirán  los  Diputados  en  juntas 
preparatorias,  y  con  la  concurrencia 
de  cinco,  por  lo  menos,  organizarán 
el  Directorio,  á  fin  de  dictar  las  pro¬ 
videncias  necesarias  para  la  instala¬ 
ción  del  Congreso. 

Artículo  83 

Dos  terceras  partes  de  los  miem¬ 


bros  de  que  se  compone  el  Congre¬ 
so,  serán  suficiente  para  celebrar  se- 
ciones. 

Artículo  84 

i 

Un  número  de  cinco  Diputados 
podrá  convocar  extraordinariamente 
al  Congreso  para  cualquier  lugar  de 
la  República,  cuando  el  Ejecutivo 
haya  impedido  sus  sesiones  ó  lo  ha¬ 
ya  disuelto. 

j 

Artículo  85 

Los  Diputados  serán  electos  por 
cuatro  años,  y  pueden  ser  reelectos 
indefinidamente.  Cada  dos  años  se 
renovarán  por  mitad.  La  primera 
renovación  se  hará  por  sorteo,  y  las 
sucesivas  por  orden  de  antigüedad. 

Artículo  86 

No  pueden  ser  electos  Diputados: 

1. °  Los  Secretarios  y  Subsecreta¬ 
rios  de  Estado. 

2. °  Los  empleados  del  Poder  E- 
jecutivo  que  ejerzan  jurisdicción  ge¬ 
neral  ó  departamental. 

3. °  Los  militares  en  servicio. 

4. °  Los  contratistas  de  obras  ó 
servicios  públicos  que  se  costeen 
con  fondos  del  Estado,  y  los  que 
por  tales  contratas  tengan  reclama¬ 
ciones  de  interés  propio. 

5. °  Los  deudores  morosos  á  la 
Hacienda  Pública,  y  los  que  tengan 
pendientes  cuentas  por  administra¬ 
ción  de  fondos  de  la  misma. 

6. °  Los  parientes  del  Presidente 
de  la  República,  dentro  del  cuarto 
grado  de  consanguinidad  ó  segundo 
de  afinidad. 
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TITULO  VIII 
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Los  Diputados,  desde  el  día  de  su 
elección,  gozarán  de  las  siguientes 
prerrogativas: 

1. ®  Inmunidad  personal  para  no 
ser  acusados  ni  juzgados,  si  el  Con¬ 
greso  no  los  declara  previamente 
con  lugar  á  formación  de  causa. 

2. ®  No  ser  demandados  civilmen¬ 
te  desde  treinta  días  antes,  hasta 
quince  días  después  de  las  sesiones 
ordinarias  ó  extraordinarias  del  Con¬ 
greso,  salvo  el  caso  de  reconvención. 

3. ®  No  ser  llamados  al  servicio 
militar  sin  su  consentimiento,  desde 
la  elección  hasta  terminar  su  perío¬ 
do. 

4. °  No  ser  extrañados  de  la  Re¬ 
pública  ni  confinados,  durante  el 
período  para  que  han  sido  electos. 

5. ®  No  ser  responsables  por  sus 
opiniones  ó  iniciativa  parlamentaria. 

Artículo  88 

Los  Diputados  no  están  obligados 
á  aceptar  empleos  del  Ejecutivo. 
Si  voluntariamente  aceptaren  algu¬ 
no  de  los  comprendidos  en  el  artí¬ 
culo  86,  dejan  por  el  mismo  hecho 
de  ser  Diputados,  y  se  repondrá  su 
elección. 

Artículo  89 

La  elección  de  Diputados  al  Con¬ 
greso  se  hará  bajo  la  base  de  un  Di¬ 
putado  propietario  y  un  suplente, 
por  cada  diez  mil  habitantes.  Si 
hubiere  fracciones,  su  representa¬ 
ción  será  determinada  por  la  ley. 


De  las  atribuciones  del  Poder 
Legislativo 

Artículo  90 

Corresponden  al  Congreso  las  a- 
tribuciones  siguientes: 

1. °  Abrir  y  cerrar  sus  sesiones, 
calificar  la  elección  de  sus  miembros 
con  vista  de  las  credenciales,  y  reci¬ 
birles  la  promesa  de  ley. 

2. °  Llamar  á  los  respectivos  su¬ 
plentes,  en  caso  de  falta  absoluta  ó 
de  legítimo  impedimento  de  los 
propietarios,  y  mandar  reponer  las 
vacantes  que  ocurran. 

3. ®  Admitir  las  renuncias  de  sus 
miembros  por  causas  legales  debida¬ 
mente  comprobadas. 

4. °'  Formar  su  reglamento  inte¬ 
rior. 

5. °  Decretar,  interpretar,  réfor- 
mar  y  derogar  las  leyes. 

6. °  Crear  y  suprimir  empleos,  es¬ 
tablecer  pensiones  y  decretar  hono¬ 
res, 

7. ®  Conceder  indultos  y  amnis¬ 
tías,  y  conmutar  las  penas. 

8. ®  Disponer  todo  lo  convenien¬ 
te  á  la  seguridad  y  defensa  de  la 
República. 

9. ®  Hacer  el  escrutinio  de  votos 
para  Presidente  y  Vicepresidente 

\  de  la  República  y  Magistrados  de 
la  Corte  Suprema  de  Justicia,  y  de¬ 
clarar  electos  á  los  ciudadanos  que 
hubieren  obtenido  mayoría  absoluta. 

10.  En  caso  de  no  haber  mayo¬ 
ría  absoluta,  hacer  la  elección  de 
Presidente,  Vicepresidente  y  Ma¬ 
gistrados,  entre  los  tres  ciudadanos 
que  hubieren  obtenido  para  cada 
cargo  mayor  número  de  sufragios 
populares. 
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11.  Cuando  concurran  en  un 
mismo  individuo  diversas  elecciones, 
será  determinada  la  preferencia  en 
el  orden  siguiente:  l.°  Presidente: 
2.°  Vicepresidente:  3.°  Diputado: 
4.°  Magistrado.  La  elección  de  pro¬ 
pietario  prefiere  á  la  de  suplente. 

12.  Recibir  la  promesa  constitu¬ 
cional  á  los  funcionarios  que  elija  ó 
declare  electos,  y  admitirles  ó  no  sus 
renuncias. 

13.  Designar  anualmente  tres  ciu¬ 
dadanos  para  ejercer  por  el  orden  de 
su  elección  el  Poder  Ejecutivo,  en 
los  casos  de  falta  de  Presidente  y 
Vicepresidente  de  la  República,  pre¬ 
vistos  por  la  Constitución. 

14.  Declarar  con  lugar  á  forma¬ 
ción  de  causa  al  Presidente,  al  Vi¬ 
cepresidente,  á  los  Diputados,  Ma¬ 
gistrados  de  la  Corte  Suprema,  Se¬ 
cretarios  de  Estado  y  Agentes  Di¬ 
plomáticos,  durante  sus  funciones. 

15.  Cambiar  la  residencia  délos 
Supremos  Poderes  por  causas  gra¬ 
ves. 

16.  Decretar  premios  y  conce¬ 
der  privilegios  temporales  á  los  au¬ 
tores  é  inventores,  y  á  los  que  ha¬ 
yan  introducido  ó  perfecionado  in¬ 
dustrias  nuevas  de  utilidad  general. 

17.  Decretar  subsidios  para  pro¬ 
mover  nuevas  industrias  ó  mejorar 
las  existentes. 

18.  Acordar  subvenciones  para 
objetos  de  utilidad  pública. 

19.  Conceder  ó  negar  permiso 
á  los  hondureños  para  aceptar  em¬ 
pleos  de  otra  nación. 

20.  Aprobar  ó  improbar  la  con¬ 
ducta  del  Ejecutivo. 

21.  Aprobar,  modificar  ó  impro¬ 
bar  las  contratas  celebradas  por  el 
Ejecutivo,  en  los  casos  del  artículo 
60,  ó  cuando  hayan  de  prolongar 
sus  efectos  al  siguiente  período  pre¬ 
sidencial. 


22.  Aprobar,  modificar  ó  impro¬ 
bar  los  tratados  celebrados  con  las 
demás  naciones. 

23.  Reglamentar  el  comercio 
marítimo  y  terrestre. 

24.  Aprobar  ó  improbar  las 
cuentas  de  los  gastos  públicos. 

25.  Fijar  anualmente  el  Presu¬ 
puesto  de  gastos,  tomando  por  base 
los  ingresos  probables. 

26.  Imponer  contribuciones. 

27.  Reglamentar  el  pago  de  la 
deuda  nacional. 

28.  Decretar  la  enajenación  de 
los  bienes  nacionales,  ó  su  aplicación 
á  usos  públicos. 

29.  Decretar  empréstitos. 

30.  Habilitar  puertos,  crear  y 
suprimir  aduanas. 

31.  Decretar  el  peso,  ley  y  tipo 
de  la  moneda  nacional. 

32.  Declarar  la  guerra  y  hacer 
la  paz. 

33.  Fijar  en  cada  reunión  ordi¬ 
naria  el  número  de  fuerzas  del  ejér¬ 
cito  permanente. 

34.  Permitir  ó  negar  el  tránsito 
de  tropas  de  otro  país,  por  el  terri¬ 
torio  de  la  República. 

35.  Declarar  en  estado  de  sitio 
la  República,  o  parte  de  ella,  con¬ 
forme  á  la  ley. 

36.  Conferir  los  grados  de  Ge¬ 
neral  de  Brigada  y  de  División,  á 
iniciativa  del  Ejecutivo. 

37.  Conceder  cartas  de  natura¬ 
lización  á  los  extranjeros. 

38.  Nombrar  los  miembros  del 
Tribunal  de  Cuentas  y  el  Fiscal  Ge¬ 
neral  de  Hacienda. 

Artículo  91 

El  Poder  Legislativo  no  podra  su¬ 
plir  ó  declarar  el  estado  civil  de  las 
personas,  ni  conceder  títulos  acadé¬ 
micos  y  literarios. 
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Artículo  92 

Las  facultades  del  Poder  Legisla¬ 
tivo  son  indelegables,  excepto  las 
que  se  refieren  á  dar  posesión  á  los 
altos  funcionarios. 

TITULO  IX 

De  la  formación,  sanción  y  promul¬ 
gación  de  la  ley 

Artículo  93 

Tienen  exclusivamente  la  inicia¬ 
tiva  de  la  ley,  los  Diputados,  el  Pre¬ 
sidente  de  la  República  por  medio 
de  los  Secretarios  de  Estado,  y  la 
Corte  Suprema  de  Justicia  en  asun¬ 
tos  de  su  competencia. 

Artículo  94 

Ningún  proyecto  de  ley  será  de¬ 
finitivamente  votado,  sino  después 
de  tres  deliberaciones  efectuadas  en 
distintos  días,  salvo  el  caso  de  ur¬ 
gencia  calificada  por  dos  tercios  de 
votos.  Toda  proposición  que  ten¬ 
ga  por  objeto  declarar  la  urgencia 
de  una  ley,  debe  ir  precedida  de 
una  exposición  de  los  motivos  en 
que  aquélla  se  funda. 

Artículo  95 

Todo  proyecto  de  ley,  una  vez 
aprobado  por  el  Congreso,  se  pasa¬ 
rá  al  Ejecutivo,  á  más  tardar  dentro 
de  tres  días  de  haber  sido  votado,  á 
fin  de  que  le  dé  su  sanción  y  lo  ha-  ■ 
ga  promulgar  como  ley. 

Artículo  96 

La  promulgación  de  la  ley  se  ha¬ 


rá  con  esta  fórmula:  Por  tanto:  eje¬ 
cútese. 

Artículo  97 

Si  el  Poder  Ejecutivo  encontrare 
inconvenientes  para  sancionar  el 
proyecto  de  ley,  lo  devolverá  al 
Congreso  dentro  de  diez  días,  con 
esta  formula:  Vuelva  al  Congreso ; 
exponiendo  las  razones  en  que  fun¬ 
de  su  desacuerdo.  Si  en  el  término 
expresado  no  lo  objetare,  se  tendrá 
por  sancionado  y  lo  promulgará  co¬ 
mo  ley.  Cuando  el  Ejecutivo  de- 
volviere  el  proyecto,  el  Congreso  lo 
sujetará  á  una  nueva  deliberación; 
y  si  fuere  ratificado  con  dos  tercios 
de  votos,  lo  pasará  de  nuevo  al  Eje¬ 
cutivo  con  esta  formula:  Ratificado 
constitucionalmente ;  y  aquél  lo  pu¬ 
blicará  sin  tardanza. 

Artículo  98 

Cuando  el  Congreso  vote  un  pro¬ 
yecto  de  ley  al  terminar  sus  sesio¬ 
nes,  y  el  Ejecutivo  crea  inconve¬ 
niente  sancionarlo,  está  obligado  á 
dar  aviso  inmediatamente  al  Cou- 
greso,  para  que  permanezca  reunido 
hasta  diez  días,  contados  desde  la 
fecha  en  que  aquél  recibió  el  pro¬ 
yecto;  y  no  haciéndolo,  se  tendrá  la 
ley  por  sancionada. 

Artículo  99 

No  es  necesaria  la  sanción  del 
Ejecutivo  en  los  actos  ó  resolucio¬ 
nes  siguientes: 

1. °  En  las  elecciones  que  el  Con¬ 
greso  haga  ó  declare,  ó  en  las  re¬ 
nuncias  que  admita  y  deseche. 

2. °  En  las  declaraciones  de  ha¬ 
ber  lugar  á  formación  de  causa. 

3. °  En  la  Ley  de  Presupuesto. 
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4. °  En  los  decretos  que  se  refie¬ 
ran  á  la  conducta  del  Ejecutivo. 

5. °  En  los  reglamentos  que  ex¬ 
pida  para  su  régimen  interior. 

6. °  En  los  acuerdos  para  trasla¬ 
dar  su  residencia  á  otro  lugar  tem¬ 
poralmente,  y  para  suspender  ó  pro¬ 
rrogar  sus  sesiones. 

7. °  En  los  tratados  ó  contratas 
que  impruebe  el  Congreso. 

Artículo  100 

Siempre  que  un  proyecto  de  ley, 
que  no  proceda  de  iniciativa  de  la 
Corte  Suprema  de  Justicia,  tenga 
por  objeto  reformar  ó  derogar  cual¬ 
quiera  de  las  disposiciones  conteni¬ 
das  en  los  Códigos  de  la  República, 
no  podrá  discutirse  sin  oír  la  opi¬ 
nión  de  aquel  Tribunal.  La  Corte 
emitirá  su  informe  en  el  término 
que  el  Congreso  le  señale.  Esta 
disposición  no  comprende  las  leyes 
del  orden  político,  económico  y  ad¬ 
ministrativo. 

TITULO  X 

Bel  Poder  Ejecutivo 

Artículo  101 

El  Poder  Ejecutivo  se  ejerce  por 
un  ciudadano  que  se  denomina  Pre¬ 
sidente  de  la  República;  en  su  de¬ 
fecto,  por  un  Vicepresidente,  y  á 
falta  de  éste,  por  uno  de  los  Desig¬ 
nados  según  su  orden. 

Artículo  102 

El  Presidente,  el  Visepresidente 
y  los  Designados,  deben  ser  ciudada¬ 
nos  en  ejercicio  de  sus  derechos, 
mayores  de  veinticinco  años  y  natu¬ 
rales  de  Honduras. 


Artículo  103 

El  Presidente  y  el  Vicepresidente 
de  la  República,  serán  electos  po¬ 
pular  y  directamente,  y  su  elección 
será  declarada  por  el  Congreso  co¬ 
mo  queda  prescrito. 

Artículo  104 

El  período  presidencial  será  de 
cuatro  años,  y  comenzará  el  l.°  de 
febrero. 

El  ciudadano  que  hubiere  ejerci¬ 
do  la  Presidencia  en  propiedad,  no 
podrá  ser  reelecto  ni  electo  Vice¬ 
presidente  para  el  siguiente  período. 
Tampoco  podrán  ser  electos  Presi¬ 
dente  ó  Vicepresidente  sus  parien¬ 
tes  dentro  del  cuarto  grado  de  con¬ 
sanguinidad  ó  segundo  de  afinidad. 

Artículo  105 

No  podrá  ser  electo  Presidente 
el  ciudadano  que  hubiere  ejercido 
la  Presidencia  constitucional  en  los 
últimos  seis  meses  del  período,  ni 
sus  parientes  dentro  de  los  grados 
que  expresa  el  artículo  anterior. 

Artículo  106 

En  caso  de  falta  absoluta  del  Pre¬ 
sidente  de  la  República,  el  Poder 
Ejecutivo  quedará  á  cargo  del  Vice¬ 
presidente;  y  en  defecto  de  éste, 
del  Designado  que  corresponda  por 
el  orden  de  su  elección.  El  desig¬ 
nado  concluirá  el  período  presiden¬ 
cial,  si  la  falta  ocurriere  dentro  del 
último  año;  y  si  acaeciere  antes  de 
trascurrir  los  tres  primeros  años,  de¬ 
berá  procederse,  un  mes  después  de 
la  vacante,  á  nueva  elección  presi¬ 
dencial.  En  caso  de  impedimento 
temporal,  ejercerá  las  funciones  del 
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Presidente  el  Vicepresidente,  y  los 
Designados  por  su  orden. 

Artículo  107 

Mientras  recibe  la  Presidencia  el 
llamado  por  la  ley,  ejercerá  el  Po¬ 
der  Ejecutivo  el  Consejo  de  Minis¬ 
tros;  y  éste  llamará  inmediatamente 
al  nuevo  funcionario  para  darle  po¬ 
sesión,  sino  estuviese  reunido  el  Con¬ 
greso. 

TITULO  XI 


El  Presidente  de  la  República 
tiene  la  administración  general  del 
•  país.  Son  sus  atribuciones: 

1. °  Ejercer  el  mando  en  Jefe  de 
las  fuerzas  de  tierra  y  mar. 

2. °  Defender  la  independencia, 
el  honor  de  la  Nación  y  la  integri¬ 
dad  de  su  territorio. 

3. ®  Ejecutar  y  hacer  cumplir  las 
leyes,  expidiendo  al  efecto  los  de¬ 
cretos  y  órdenes  conducentes,  sin  al¬ 
terar  el  espíritu  de  aquéllas. 

4. °  Nombrar  los  Secretarios  y 
'  Subsecretarios  de  Estado,  y  los  de¬ 
más  empleados  del  Departamento 
Ejecutivo,  conforme  á  la  ley. 

5. °  Conservar  la  paz  y  seguridad 
interior  de  la  República,  y  repeler 
todo  ataque  y  agresión  exterior. 

6. "  Dar  á  los  funcionarios  del 
Poder  Judicial  los  auxilios  y  fuer¬ 
zas  que  necesiten  para  hacer  efecti¬ 
vas  sus  providencias. 

7. °  Remover  á  los  empleados  de 
su  libre  nombramiento. 
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8. "  Velar  porque  todos  los  em¬ 
pleados  de  la  República  cumplan  los 
deberes  que  la  ley  les  impone,  sin 
intervenir  en  el  ejercicio  de  sus  fun¬ 
ciones. 

9. °  Conceder,  en  receso  del  Con¬ 
greso,  amnistías,  cuando  lo  exija  la 
conveniencia  pública. 

10.  Conmutar  las  penas  en  re¬ 
ceso  del  Congreso,  de  conformidad 
con  la  ley. 

1 1.  Convocar  al  Congreso  á  se¬ 
siones  extraordinarias,  ó  proponerle 
la  prórroga  de  las  ordinarias. 

12.  Declarar  la  guerra  y  hacer 
la  paz,  y  permitir  ó  negar  el  tránsi¬ 
to  de  tropas  de  otro  país,  por  el  te¬ 
rritorio  de  la  República,  cuando  las 
circunstancias  no  permitan  la  reu¬ 
nión  del  Congreso  para  que  lo  re¬ 
suelva. 

13.  Presentar  por  medio  de  los 
respectivos  Secretarios  de  Estado, 
dentro  de  los  primeros  ocho  días  de 
la  instalación  del  Congreso,  un  in¬ 
forme  ó  memoria  circunstanciada  de 
todos  los  ramos  de  la  administra¬ 
ción: 

14.  Celebrar  tratados  y  cuales¬ 
quiera  otras  negociaciones  diplomá¬ 
ticas,  sometiéndolas,  á  la  ratificación 
del  Congreso  en  las  próximas  se¬ 
siones. 

15.  Dirigir  las  relaciones  exte¬ 
riores,  nombrar  los  Agentes  diplo¬ 
máticos  y  consulares  de  la  Repúbli¬ 
ca,  recibir  los  Ministros  y  admitir 
los  Cónsules  de  las  naciones  extran¬ 
jeras. 

16.  Hacer  que  se  recauden  las 
rentas  del  Estado  y  reglamentar  su 
inversión,  con  arreglo  á  la  ley. 

17.  Decretar,  en  los  casos  de  in¬ 
vasión  ó  rebelión,  si  los  recursos 
del  Estado  fueren  insuficientes,  un 
empréstito  general  y  proporcional, 
voluntario  ó  forzoso,  de  cuya  inver- 


De  los  deberes  y  atribuciones  del 
Poder  Ejecutivo 

Artículo  108 
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sión  dará  cuenta  al  Congreso  en  sus 
próximas  sesiones. 

18.  Conferir  grados  militares 
desde  Subteniente  hasta  Coronel, 
y  los  de  General  de  Brigada  y  de 
División  en  el  campo  de  batalla,  á 
los  militares  que  tengan  una  con¬ 
ducta  distinguida;  sometiendo  los 
de  General  á  la  aprobación  del  Con¬ 
greso  en  sus  próximas  sesiones. 

19.  Disponer  de  las  fuerzas  mi¬ 
litares,  organizarías  y  distribuirlas 
de  conformidad  con  la  ley,  según 
las  necesidades  de  la  República. 

20.  Conceder  patentes  de  corso 
y  cartas  de  represalia. 

21.  Declarar  en  estado  de  sitio  la 
República  ó  parte  de  ella,  en  receso 
del  Congreso,  de  conformidad  con 
la  ley,  debiendo  dar  cuenta  al  Con¬ 
greso  en  su  primera  reunión,  del 
uso  que  hubiere  hecho  de  esta  fa¬ 
cultad. 

22.  Conceder  cartas  de  natura¬ 
lización  conforme  á  la  ley. 

23.  Conceder  ó  negar  permiso 
á  los  hondurenos,  en  receso  del 
Congreso,  para  admitir  empleos  de 
otra  nación. 

24.  Dirigir  y  fomentar  la  instruc¬ 
ción  pública,  y  difundir  la  enseñan¬ 
za  popular. 

25.  Sancionar  las  leyes,  usar  el 
veto  en  los  casos  que  corresponde, 
y  promulgar  sin  demora  aquellas 
disposiciones  legislativas  que  no  ne¬ 
cesiten  de  la  sanción  del  Ejecutivo. 

26.  Mandar  reponer  las  vacan¬ 
tes  de  Diputados  y  Magistrados  de 
la  Corte  Suprema,  en  receso  del 
Congreso,  de  conformidad  con  la 
ley,  á  más  tardar  un  mes  después 
de  haber  ocurrido. 

27.  Nombrar  interinamente,  en 
receso  del  Congreso,  los  miembros 
del  Tribunal  de  Cuentas  y  el  Fiscal 
General  de  Hacienda. 


28.  Publicar  mensualmente  el 
estado  de  ingresos  y  egresos  de  las 
rentas  públicas. 

29.  Vigilar  sobre  la  exactitud 
legal  de  la  moneda,  y  cuidar  de  la 
uniformidad  de  pesos  y  medidas. 

30.  Ejercer  la  suprema  direc¬ 
ción  de  la  policía  de  seguridad. 

Artículo  109 

Las  providencias  del  Poder  Eje¬ 
cutivo  que  no  se  expidan  por  el  Mi¬ 
nisterio  correspondiente,  no  deben 
cumplirse.  El  Presidente  y  los  Mi¬ 
nistros  serán  responsables  solidaria¬ 
mente,  por  las  disposiciones  que 
dicten  en  contravención  á  la  Cons¬ 
titución  y  las  leyes. 

Artículo  110 

Siempre  que  el  Presidente  de  la 
República  juzgue  conveniente  po¬ 
nerse  al  frente  del  ejército,  encar¬ 
gará  del  Poder  Ejecutivo  al  ciuda¬ 
dano  que  debe  sustituirlo  constitu¬ 
cionalmente;  y  quedará  ivestido  só¬ 
lo  del  carácter  de  General  en  Jefe, 
y  con  las  atribuciones  de  Comandan¬ 
te  General. 

“  TITULO  XII 

De  los  Secretarios  de  Estado 

.  '  • 

Artículo  111 

Habrá  de  tres  á  seis  Secretarios 
de  Estado,  y  el  Ejecutivo  distribui¬ 
rá  entre  ellos  el  despache  de  los 
negocios. 

Artículo  112 

Los  Secretarios  de  Estado  deben 
ser  hondurenos,  naturales  ó  natura- 
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lizados,  y  mayores  de  veintiún  años,  j 
Artículo  113 

No  pueden  ser  Secretarios  de  Es¬ 
tado  los  contratistas  de  obras  ó  ser¬ 
vicios  públicos  por  cuenta  de  la  Na¬ 
ción;  los  que  por  tales  contratas  ten¬ 
gan  reclamaciones  de  interés  pro¬ 
pio;  los  deudores  de  la  Hacienda 
Pública,  y  los  que  tengan  cuentas 
pendientes  á  favor  de  la  misma,  por 
administración  de  fondos. 

Artículo  114 

Los  Secretarios  de  Estado  pueden 
asistir  sin  voto  á  las  deliberaciones 
del  Congreso;  y  deberán  concurrir 
siempre  que  se  les  llame,  y  contes¬ 
tar  las  interpelaciones  que  les  baga 
cualquier  Diputado,  referentes  á 
asuntos  de  la  Administración;  ex¬ 
ceptuando  los  de  los  ramos  de  Gue¬ 
rra  y  Relaciones  Exteriores,  cuando 
juzguen  necesaria  la  reserva,  á  me¬ 
nos  que  el  Congreso  les  ordene  con¬ 
testar. 

Articulo  115 

Los  Subsecretarios  de  Estado  de¬ 
ben  tener  las  mismas  condiciones 
que  los  Secretarios,  y  sustituirán  á 
éstos  por  ministerio  de  la  ley. 

TITULO  XIII 
Del  Poder  Judicial 
Artículo  llfi 

El  Poder  Judicial  de  la  Repúbli¬ 
ca  se  ejercerá  por  una  Corte  Supre¬ 
ma  de  Justicia,  compuesta  de  cinco 
Magistratrados,  que  residirá  en  la 


capital,  y  por  los  Tribunales  y  Jue¬ 
ces  inferiores  que  la  ley  establece. 

Artículo  117 

Para  ser  Magistrado  se  requiere 
ser  abogado  y  mayor  de  venticinco 
años. 

Artículo  118 

Los  Magistrados  de  la  Corte  Su¬ 
prema  serán  electos  popularmente, 
y  podrán  ser  reelectos. 

• 

Artículo  119 

Se  eligirán  igualmente  tres  Ma¬ 
gistrados  suplentes,  que  sustituirán 
á  los  propietarios  y  que  deberán 
reunir  las  mismas  condiciones  que 
éstos.  Si  la  falta  fuere  absoluta,  el 
Poder  Ejecutivo  convocará  á  elec¬ 
ciones  para  reponer  al  propietario; 
y  la  elección  será  declarada  por  la 
Corte  Suprema. 

I  f 

Artículo  120 

La  Corte  Suprema  de  Justicia 
nombrará  los  Magistrados  de  las 
Cortes  de  Apelaciones,  los  Jueces 
inferiores  departamentales  y  seccio¬ 
nales,  y  los  oficiales  del  Ministerio 
Publico,  de  conformidad  con  la  ley. 
Los  Jueces  de  Paz  serán  electos  po¬ 
pularmente  en  el  respectivo  término 
municipal. 

Artículo  121 

No  podrán  ser  Magistrados  ni 
Jueces  en  un  mismo  Tribunal  las 
personas  ligadas  por  parentesco, 
dentro  del  cuarto  grado  de  consan¬ 
guinidad  ó  segundo  de  afinidad. 

o  O  ^ 
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Si  resultaren  electos  dos  ó  más 
parientes  en  dichos  grados,  se  pre¬ 
ferirá  al  que  hubiere  obtenido  ma¬ 
yor  número  de  votos;  y  en  caso  de 
igualdad,  al  abogado  más  antiguo. 
La  elección  de  los  demás  se  repon¬ 
drá. 

Artículo  122 


Articulo  126 

Se  establece  el  Jurado  de  califi¬ 
cación  en  donde  hubiere  Jueces  de¬ 
partamentales  ó  seccionales,  para 
toda  clase  de  delitos  que  deban  juz¬ 
garse  en  juicio  escrito.  La  ley  re¬ 
glamentará  esta  institución. 

Artículo  127 


El  período  de  los  Magistrados, 
Jueces  departamentales  ó  secciona¬ 
les  y  oficiales  del  Ministerio  Público, 
será  de  cuatro  años,  y  tomarán  po¬ 
sesión  eh  l.°  de  febrero. 

Artículo  123 

La  Corte  Suprema  admitirá  ó  no 
las  renuncias  de  los  funcionarios  de 
su  nombramiento,  y  concederá  li¬ 
cencia  tanto  á  éstos  como  á  sus  pro¬ 
pios  miembros. 

Los.  Jueces  departamentales  y 
seccionales  admitirán  ó  no  las  re¬ 
nuncias  y  concederán  licencia  á  los 
Jueces  de  Paz. 

Artículo  124 

La  ley  reglamentará  la  organiza¬ 
ción  y  atribuciones  de  los  Tribuna¬ 
les  de  Justicia. 

Artículo  125 

La  facultad  de  juzgar  y  ejecutar 
lo  juzgado  pertenece  á  las  Cortes 
y  demás  Tribunales  de  Justicia.  A 
ellos  corresponde  la  aplicación  de 
las  leyes  en  casos  concretos  que  le¬ 
galmente  se  sometan  á  su  conoci¬ 
miento,  y  negarles  cumplimento 
cuando  sean  contrarias  á  la  Consti¬ 
tución. 


La  Corte  Suprema  de  Justicia, 
además  de  las  atribuciones  que  la 
ley  le  confiere,  ejercerá  las  siguien¬ 
tes: 

1. °  Hacer  su  reglamento  inte¬ 
rior. 

2. °  Conocer  de  los  delitos  ofi¬ 
ciales  y  comunes  de  los  altos  funcio¬ 
narios,  cuando  el  Congreso  los  haya 
declarado  con  lugar  á  formación  de 
causa. 

3. °  Autorizar  á  los  abogados  y 
notarios,  recibidos  dentro  ó  fuera  de 
la  República,  para  el  ejercicio  de  su 
profesión,  salvo  lo  estipulado  en  los 
tratados,  y  suspenderlos  con  arre¬ 
glo  á  la  ley. 

4. °  Declarar  que  ha  lugar  á  for¬ 
mación  de  causa  contra  los  miem¬ 
bros  del  Tribunal  de  Cuentas,  Fis¬ 
cal  General  de  Hacienda,  y  contra 
los  principales  empleados  naciona¬ 
les  y  departamentales  que  la  ley  de¬ 
termine,  por  los  delitos  que  come¬ 
tan. 

5. °  Conocer  de  las  causas  de 
presas,  de  extradición  y  demás  que 
deban  juzgarse  con  arreglo  al  Dere¬ 
cho  Internacional. 

Artículo  128 

Podrá  también  establecerse  direc¬ 
tamente  ante  la  Corte  Suprema  de 
Justicia,  el  recurso  de  inconstitucio¬ 
nal  idad  de  una  ley  que  se  refiera  á 
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asuntos  no  ventilables  ante  los  Tri¬ 
bunales,  por  toda  persona  que  al 
serle  aplicada  en  un  caso  concreto, 
sea  perjudicada  en  sus  legítimos  de¬ 
rechos.  La  ley  reglamentará  el  uso 
de  este  recurso. 


de  avocarse  causas  pendientes, 
abrir  juicios  fenecidos. 


ni 


TITULO  XIV 


Del  Presupuesto 


Artículo  129 


Artículo  135 


La  administración  de  justicia  es 
gratuita  en  la  República. 

Artículo  130 

Los  miembros  de  los  Tribunales 
de  Justicia,  durante  su  período,  no 
podrán  ejercer  ningún  otro  empleo 
que  lleve  anexa  jurisdicción. 

Artículo  131 

Los  Tribunales  de  Justicia  podrán 
requerir  el  auxilio  de  la  fuerza  ar¬ 
mada,  para  el  cumplimiento  de  sus 
resoluciones,  y  si  les  fuere  negado 
ó  no  la  hubiere  disponible  podrán 
exigirlo  de  los  ciudadanos.  El  fun¬ 
cionario  que  indebidamente  se  nega¬ 
re  á  dar  auxilio,  incurrirá  en  res¬ 
ponsabilidad. 

Artículo  132 

Ninguna  persona  que  tenga  la  li¬ 
bre  administración  de  sus  bienes, 
puede  ser  privada  del  derecho  de 
terminar  sus  asuntos  civiles  por  tran¬ 
sacción  ó  arbitramento. 

Artículo  133 


El  Presupuesto  será  votado  por 
el  Congreso,  en  vista  del  proyecto 
que  presente  el  Poder  Ejecutivo. 

Artículo  136 

El  proyecto  de  Presupuesto  será 
presentado  por  el  respectivo  Minis¬ 
tro,  dentro  de  los  quince  días  subsi¬ 
guientes  á  la  instalación  del  Con 
greso. 

Artículo  137 

Todo  gasto  que  se  haga  fuera  de 
la  ley  es  ilegal,  y  serán  responsables 
solidariamente  por  la  cantidad  gas¬ 
tada,  el  Presidente,  el  Ministro  res¬ 
pectivo,  los  miembros  del  Tribunal 
de  Cuentas,  y  los  empleados  que  en 
él  intervinieren,  si  faltaren  á  sus 
¡  respectivos  deberes. 

Artículo  138 

El  Presupuesto  de  gastos  ordina¬ 
rios  de  la  Administración  pública, 
no  podrá  exceder  de  los  ingresos 
probables,  calculados  por  el  Con¬ 
greso  Nacional. 

TITULO  XV 


Un  mismo  Juez  no  puede  serlo  en 
diversas  instancias  en  una  misma 
causa. 


Del  Tesoro  Público 
Artículo  139 


Artículo  134 

Ningún  poder  ni  autoridad  pue- 


Forman  el  Tesoro  Público  de  la 
Nación:  , 
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1. °  Todos  sus  bienes,  muebles  ó 
raíces. 

2. °  Todos  sus  créditos  activos. 

3. °  El  producto  de  los  derechos, 
impuestos  y  contribuciones. 

Artículo  140 

El  Poder  Ejecutivo  no  podrá  ce¬ 
lebrar  contratas  de  importancia  que 
comprometan  el  Tesoro  Nacional, 
sin  previa  publicación  de  la  pro¬ 
puesta  en  el  periódico  oficial,  y  lici¬ 
tación  pública.  Exceptuánse  las 
que  tengan  por  objeto  proveer  á  las 
necesidades  de  la  guerra,  y  las  que 
por  su  naturaleza  no  puedan  cele¬ 
brarse  sino  es  con  persona  determi¬ 
nada. 

Artículo  141 

Para  fiscalizar  la  administración 
del  Tesoro  Nacional,  habrá  una  Con¬ 
taduría  Mayor  ó  Tribunal  Superior 
de  cuentas,  cuyas  atribuciones  serán: 
examinar,  aprobar  ó  improbar  las 
cuentas  de  los  que  administren  fon¬ 
dos  públicos,  y  devolver  al  Ejecuti¬ 
vo  las  órdenes  que  no  estuvieren 
arregladas  á  la  ley,  para  los  efectos 
que  ésta  determine. 

Artículo  142 

Los  miembros  de  este  Tribunal, 
deberán  ser  mayores  de  veintiún 
años,  y  no  ser  acreedores  ni  deudo¬ 
res  de  la  Hacienda  Pública,  ni  tener 
cuentas  pendientes  con  ella.  Su 
número,  organización  y  atribuciones 
serán  determinados  por  la  ley. 

Artículo  143 

Habrá  un  Fiscal  General  para  que 
represente  los  intereses  de  la  Ha¬ 


cienda  Pública.  Sus  atribuciones 
se  determinarán  por  la  ley. 

TITULO  XYI 
Del  Ejército 

Artículo  144 

\ 

La  fuerza  pública  está  instituida 
para  asegurar  los  derechos  de  la 
Nación,  el  cumplimiento  de  la  ley 
y  el  mantenimiento  del  orden  pú¬ 
blico. 

Artículo  145 

Ningún  cuerpo  armado  puede  de¬ 
liberar.  La  obediencia  militar  será 
arreglada  á  la  ley  y  ordenanzas  mi¬ 
litares. 

Artículo  146 

El  servicio  militar  es  obligatorio. 
Todo  hondureno  de  veintiuno  á 
treinta  años  es  soldado  del  ejército 
activo,  y  de  treinta  á  cuarenta  años, 
de  la  reserva.  La  ley  hará  la  orga¬ 
nización  de  las  milicias,  y  establece¬ 
rá  las  causas  de  exención  del  servi¬ 
cio. 

Los  militares  que  tengan  grado 
en  el  ejército,  tiene  derecho  des¬ 
pués  de  cumplir  los  cuarenta  años, 
á  renunciar  sus  despachos-  y  quedar 
separados  del  servicio. 

Artículo  147 

Se  establece  el  fuero  de  guerra 
para  los  delitos  militares. 
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TITULO  XVII 
Del  Gobierno  Departamental 
Artículo  148 

Para  la  administración  pública  se 
divide  el  territorio  de  la  Nación,  en 
departamentos,  cuyo  número  y  lí¬ 
mites  fijará  la  ley.  En  cada  uno  de 
ellos  habrá  los  funcionarios  que  la 
misma  ley  determine. 

Artículo  149 

En  el  Gobierno  departamental  un 
mismo  individuo  no  podrá  ejercer  á 
la  vez  funciones  políticas,  militares 
y  de  hacienda,  sino  es  interinamente 
y  por  un  término  que  no  exeda  de 
tres  meses. 

TITULO  XVIII 
Del  Gobierno  Municipal 
Artículo  150 

El  Municipio  es  autónomo  y  será 
representado  por  Municipalidades 
electas  directamente  por  el  pueblo. 

La  ley  reglamentará  la  organiza¬ 
ción  y  atribuciones  de  las  Municipa¬ 
lidades.  El  número  de  los  munici¬ 
pales  será  proporcional  á  la  pobla¬ 
ción.  Las  atribuciones  de  las  Mu¬ 
nicipalidades  serán  puramente  eco- .  i 
nómicas  y  administrativas. 

Artículo  151 

Las  Municipalidades  decretarán 
conforme  á  la  ley,  las  contribucio¬ 
nes  locales,  y  administrarán  los  fon¬ 
dos  y  bienes  de  la  comunidad  en 
provecho  de  la  misma,  rindiendo 
cuenta  de  su  administración  ante  el 


Tribunal  que  establezca  la  ley.  De¬ 
berán  publicar  anualmente  un  infor¬ 
me  detallado  de  los  ingresos  y  egre¬ 
sos  de  sus  fondos. 

Artículo  152 

Las  Municipalidades  nombrarán 
libremente  los  empleados  de  su  de¬ 
pendencia,  y  los  agentes  de  policía 
que  costeen  con  sus  propios  fondos. 

Artículo  153 

En  el  ejercicio  de  sus  funciones 
privativas  serán  absolutamente  in¬ 
dependientes  de  los  otros  Poderes, 
sin  contrariar  en  ningún  caso  las  le¬ 
les  generales  del  país;  y  serán  res¬ 
ponsables  por  los  abusos  que  come¬ 
tan,  colectiva  ó  individualmente,  an¬ 
te  los  Tribunale  de  Justicia. 

Artículo  154 

Las  Municipalidades  tienen  la  fa¬ 
cultad  de  conmutar,  conforme  á  la 
ley,  penas  impuestas  por  faltas. 

Las  Municipalidades  también  tie¬ 
nen  derecho  de  emitir  acuerdos  so¬ 
bre  Policía,  Higiene  é  Instrucción 
•  Pública;  sin  contrariar  la  Constitu¬ 
ción  y  las  leyes  generales. 

Artículo  155 

Ningún  miembro  de  las  Municipa¬ 
lidades  podrá  ser  obligado  á  acep¬ 
tar  otro  nombramiento,  ni  ser  llama¬ 
do  al  servicio  militar 
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TITULO  XIX 

De  la  responsabilidad  de  los  emplea¬ 
dos  públicos 

Artículo  15  (i 

Todo  empleado  ó  funcionario  pú¬ 
blico,  al  tomar  posesión  de  su  desti¬ 
no,  hará  la  promesa  siguiente:  “Pro¬ 
meto  ser  fiel  á  la  República,  y  cum¬ 
plir  y  hacer  cumplir  la  Constitución 
y  las  leyes.” 

Artículo  157 

Todo  funcionario  público  es  res¬ 
ponsable  por  sus  actos. 

Artículo  158 

El  Presidente  de  la  República,  los 
Diputados,  los  Magistrados  de  la  Cor¬ 
te  Suprema  de  Justicia,  los  Secreta¬ 
rios  de  Estado  y  los  Ministros  Di¬ 
plomáticos,  responderán  ante  el 
Congreso  por  los  delitos  que  come¬ 
tan  en  el  ejercicio  de  sus  funciones. 
El  Congreso,  previos  los  trámites 
que  determine  su  reglamento,  de¬ 
clarará  si  ha  lugar  á  formación  de 
causa  contra  ellos,  para  el  efecto  de 
poner  el  reo  á  disposición  del  Tri¬ 
bunal  competente.  Igual  declara¬ 
toria  será  necesaria  para  proceder 
contra  el  Presidente  de  la  Repúbli- 
blica,  los  Secretarios  de  Estado  y 
los  Magistrados  de  la  Corte  Supre¬ 
ma,  por  delitos  comunes. 

Artículo  159 

No  obstante  la  aprobación  que  dé 
el  Congreso  á  la  conducta  del  Eje¬ 
cutivo,  el  Presidente  y  los  Secreta¬ 
rios  de  Estado,  podrán  ser  acusados 


por  delitos  oficiales.  Esta  acción 
prescribirá  hasta  cinco  años  después 
de  haber  cesado  en  sus  funciones, 
permaneciendo  en  el  país. 

Artículo  160 

Los  empleados  públicos  que  vio¬ 
laren  cualquiera  de  los  derechos  y 
garantías  consignadas  en  esta  Cons¬ 
titución,  serán  responsables  civil  y 
criminalmente.  Pueden  ser  acusa¬ 
dos  sin  necesidad  de  fianza  de  ca¬ 
lumnia.  No  pueden  obtener  indul 
to  ni  conmuta  en  el  período  consti¬ 
tucional,  ni  en  el  siguiente.  Los 
delitos  y  penas  en  que  incurran  no 
prescribirán  sino  después  de  dichos 
períodos. 

Artículo  161 

Cuando  un  funcionario  público,  á 
quien  se  hubiere  declarado  con  lu¬ 
gar  á  formación  de  causa,  fuere  ab¬ 
suelto,  volverá  al  ejercicio  de  sus 
funciones. 

TITULO  XX 
De  las  Leyes  Constitutivas 

Artículo  162 

Son  leyes  Constitutivas:  La  de 
Imprenta,  la  de  Estado  de  Sitio,  la 
de  Amparo  y  la  de  Elecciones. 

TITULO  XXI 

De  las  reformas  á  la  Constitución  y 
Leyes  Constitutivas 

Artículo  163 

La  reforma  de  esta  Constitución 
sólo  podrá  acordarse  por  dos  tercios 
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Artículo  final 


de  votos  de  los  Representantes  al 
Congreso,  en  sesiones  ordinarias 
determinando  el  artículo  ó  artículos 
que  necesiten  reformarse,  ó  si  la  re¬ 
forma  ha  de  ser  absoluta. 

Decretada  la  reforma,  el  Congre¬ 
so  convocará  una  Asamblea  Consti¬ 
tuyente  para  que  la  verifique;  de¬ 
biendo  insertarse  en  el  decreto  de 
convocatoria,  el  que  contenga  las 
reformas  propuestas. 

Artículo  164 

La  Asamblea  Constituyente  será 
electa  en  la  misma  forma  que  el  Con¬ 
greso,  y  tendrá  el  mismo  número 
de  representantes,  con  las  mismas 
inmunidades. 

Artículo  165 

En  ningún  caso  podrá  decretarse 
la  reforma  de  los  artículos  constitu¬ 
cionales  que  prohiben  la  reelección 
del  Presidente  ó  del  que  lo  sustitu¬ 
ye,  y  que  establecen  la  duración  del 
período  presidencial,  para  que  pro¬ 
duzca  sus  efectos  en  el  período  en 
curso  ó  en  el  siguiente. 

Artículo  166 

Las  leyes  constitutivas  podrán  ser 
reformadas  del  mismo  modo  que  la 
Constitución,  ó  por  dos  Congresos 
ordinarios,  con  dos  tercios  de  votos. 

Artículo  167 

La  Asamblea  Nacional  Constitu¬ 
yente  confía  el  depósito  de  esta 
Constitución,  y  de  los  derechos  que 
ella  consagra,  al  patriotismo  de  to¬ 
dos  los  hondurenos. 


La  presente  Constitución  empe¬ 
zará  á  regir  el  l.°  de  enero  de  1895; 
quedando  derogada  en  esa  fecha  la 
emitida  el  l.°  de  noviembre  de  1880. 

Dada  en  Tegucigalpa,  en  el  Salón 
de  Sesiones,  á  14  de  octubre  de 
1894,  año  LXXIV  de  la  Indepen¬ 
dencia. 

Carlos  Albebto  Uclés,  Diputado 
por  el  Departamento  de  ^  alie,  Pre¬ 
sidente. 

Joaquín  Sansón,  Diputado  por  el 
Departamento  de  Valle,  Yice  Presi¬ 
dente. 

Santos  Soto,  Diputado  por  el  De¬ 
partamento  de  Valle. 

César  Lagos,  Diputado  por  el  De¬ 
partamento  de  Toro. 

Mariano  Vásquez,  Diputado  por 
el  Departamento  de  Copán. 

Teodoro  Funes,  Diputado  por  el 
Departamento  de  Intibucá. 

Gonzalo  Me.jía  Nolasco,  Diputa¬ 
do  por  el  Departamento  de  Santa 
Bárbara. 

Pedro  H.  Bonilla,  Diputado  por 
el  Departamento  de  Comayagua. 

Rosendo  Gómez,  Diputado  por  el 
Departamento  de  Santa  Bárbara. 

Ramón  N.  Nolasco,  Diputado  por 
el  Departamento  de  Intibucá. 

Nicolás  Ochoa  VelÁsquez,  Dipu¬ 
tado  por  el  Departamento  de  La  Paz. 

Julián  B aires,  Diputado  por  el 
Departamento  de  Comayagua. 

Miguel  A.  Ruiz,  Diputado  por  el 
Departamento  de  La  Paz. 

Marcos  Figueroa,  Diputado  por 
el  Departamento  de  Gracias. 
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Antonio  S.  Maradiaga,  Diputado 
por  el  Departamento  de  Cortés. 

J.  Tomás  IdiÁquez,  Diputado  por 
el  Departamento  de  El  Paraíso. 

Hipólito  Moncada,  Diputado  por 
el  Departamento  de  Colón. 

E.  Constantino  Fiarlos.  Diputado  i 
por  el  Departamento  de  Colón. 

J.  Santos  del  Valle.  Diputado 
por  Departamento  de  Gracias. 

Dionisio  Gutiérrez,  Diputado  por 
el  Departamento  de  El  Paraíso. 

Carlos  Bulnes,  Diputado  por  el 
Departamento  de  Colón. 

Domingo  Zambrano,  Diputado  por 
el  Departamento  de  Choluteca. 

Julio  César  Durón,  Diputado  por 
el  Departamento  de  El  Paraíso. 

Francisco  Leí  va,  Diputado  por  el 
Departamento  de  Cortés. 

Terencío  Sierra,  Diputado  por  el 
Departamento  de  Tegucigalpa. 

José  María  Ochoa  V.,  Diputado 
por  el  Departamento  de  La  Paz. 

Antonio  Midence,  Diputado  por  : 
el  Departamento  de  Choluteca. 

R.  Meza,  Diputa  por  el  Departa¬ 
mento  de  Comayagua. 

Samuel  Gómez  E.,  Diputado  por 
el  Departamento  de  Yoro. 

Jesús  B.  Güillén,  Diputado  por 
el  Departamento  de  Choluteca. 

Perfecto  Aldana,  Diputado  por 
el  Departamento  de  Copan. 

L.  Irías,  Diputado  por  el  Depar-  j 
tamento  de  las  Islas. 

Carlos  Torres,  Diputado  por  el 
Departamento  de  Yoro. 

Maximiliano  Hernández,  Diputa-  j 
do  por  el  Departamento  de  Gracias. 


Francisco  Argueta  Vargas,  Di¬ 
putado  por  el  Departamento  de 
Olancho. 

Angel  Ugarte,  Diputado  por  el 
Departamento  de  Tegucigalpa. 

F.  CÁlix  h.,  Diputado  por  el  De¬ 
partamento  de  Olancho. 

Juan  E.  Paredes,  Diputado  por 
el  Departamento  de  Santa  Bárbara, 
Secretario.  . 

R.  Maldonado,  Diputado  por  el 
Departamento  de  Intibucá,  Secreta¬ 
rio. 

Gregorio  Reyes,  Diputado  por  el 
Departamento  de  Olancho,  Vicese¬ 
cretario. 

Miguel  O.  Bustillo,  Diputado  por 
el  Departamento  de  Tegucigalpa, 
Vicesecretario. 

Palacio  Nacional:  Tegucigalpa,  14 
de  octubre  de  1894. 

CÚMPLASE. 

Polrcarpo  Bonilla. 

El  Secretario  de  Estado  en  el  Des¬ 
pacho  de  la  Gobernación,  Juan  A. 
Arias. 

El  Secretario  de  Estado  en  el  Des¬ 
pacho  de  la  guerra,  Manuel  Boni¬ 
lla. 

El  Secretario  de  Estado  en  el  Des¬ 
pacho  de  Hacienda  y  Crédito  Pú¬ 
blico,  Miguel  R.  Dávila. 

El  Secretario  de  Estado  en  los 
Despachos  de  Relaciones  Exterio¬ 
res,  Fomento,  Justicia  é  Instrucción 
Pública,  César  Bonilla. 
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DISERTACIONES 


DE  Iifl  PENA  DE  MUERTE 


Vamos  á  examinar  en  este  segun¬ 
do  artículo  los  argumentos  de  los 
partidarios  ó  defensores  de  la  pena 
de  muerte. 

Estos  argumentos  son  cuatro:  la 
intimidación  ó  escarmiento,  la  de¬ 
fensa  social,  la  selección  natural  y  la 
reacción  eliminativa  ó  falta  de  a- 
daptación  de  los  delincuentes  á  un 
determinado  medio  social. 

Los  examinaremos  someramente; 
pero  antes  conviene  que  establezca¬ 
mos  á  qué  orden  de  ideas  y  á  que  es¬ 
cuela  pertenecen  estos  argumentos, 
pues  indudablemente  en  las  ideas  que 
esa  escuela  sostenga,  se  encontrarán 
las  bases  y  fundamentos  de  sus  afir¬ 
maciones. 

La  cuestión  de  la  pena  de  muerte 
parecía  •  perfectamente  agotada,  y 
aún  hubiera  podido  entenderse  como 
dicha  en  ella  la  última  palabra,  por¬ 
que  los  pocos  que  aún  la  defendían  es¬ 
taban  puestos  decididamente  en  de¬ 
rrota  por  la  fuerza  de  sus  adversarios; 
pero  vino  la  nueva  escuela  criminoló¬ 
gica  italiana,  y  cambiando  por  com¬ 
pleto  las  fases  y  los  horizontes  del 
derecho  penal;  abandonando  un  tan¬ 
to  el  mero  estudio  del  delito  como 
factor  numérico  para  consagrar  aten¬ 
ción  preferente  al  criminal,  hizo  va 
riar  la  cuestión,  y  ha  encontrado  en 
las  doctrinas  que  atrevidamente  de¬ 
fiende,  argumentos  en  pro  de  la  pe¬ 
na  de  muerte  de  los  cuales  poca  ó 
ninguna  idea  se  tuvo  en  épocas  an¬ 
teriores. 


La  casi  totalidad  de  los  modernos 
criminalistas  italianos,  constituyen  el 
núcleo  de  los  defensores  de  la  pena 
de  muerte,  relacionándose  así  la 
cuestión,  por  manera  íntima,  con  las 
doctrinas  que  ellos  mantienen,  y  con 
los  principios  que  constituyen  su  teo¬ 
ría  del  delito  y  de  las  penas. 

Ocupándonos  en  el  primero  de  los 
argumentos  arriba  mencionados,  ó 
sea  el  de  la  intimidación,  hemos  de 
decir  que  consiste  en  lo  siguiente:  “la 
pena  de  muerte,  por  su  naturaleza 
es  capaz,  no  sólo  de  intimidar  y  pro¬ 
ducir  escarmiento  en  las  personas 
que  la  presencian,  sino  que  puede 
servir  de  saludable  temor  á  los  que 
pudieran  delinquir. 

La  experiencia  ha  demostrado  la 
falsedad  de  este  primer  argumento 
de  los  defensores  de  la  pena  de  muer¬ 
te,  que  dicho  sea  en  honor  de  la  ver¬ 
dad,  no  forma  parte  del  sistema  pe¬ 
nal  positivo,  sino  que  es  el  viltimo  de 
los  atrincheramientos  de  los  anti¬ 
guos  clásicos,  y  hubiera  constituido 
una  defensa  por  todo  extremo  po¬ 
bre,  á  no  venir  más  tarde  los  cri¬ 
minalistas  italianos  con  doctrinas 
nuevas  á  demostrar  que  no  era 
el  único  que  á  los  abolicionistas  pu¬ 
diera  oponerse. 

Que  todas  las  penas  tienen  según 
los  principios  clásicos,  un  doble  ob¬ 
jeto,  como  correctivos  y  como  ad¬ 
vertencias  saludables,  es  un  hecho 
que  se  demuestra  leyendo  á  cuales¬ 
quiera  autores  y  estudiando  el  pri¬ 
mer  código  que  á  la  vista  se  presen¬ 
te:  lo  difícil  es  que  llenen  realmente 
estos  dos  objetos  y,  circunscribiéndo¬ 
nos  al  escarmiento,  que  produzcan 
en  el  ánimo  de  los  delincuentes  y 
aún  en  el  de  los  que  no  lo  son,  un 
temor  benéfico  que  puede  servirles  de 
freno.  No  otro  es  el  origen  de  las 
ejecuciones  públicas,  eu  que  todo  un 
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pueblo  concurre  á  presenciar  el  san¬ 
griento  espectáculo  del  patíbulo. 

Pero  está  de  tal  modo  decaída  la 
idea  de  la  ejemplaridad  de  la  pena 
de  muerte,  que  en  todas  partes  tien¬ 
de  á  introducirse  la  reforma,  que  yo 
estimo  acertadísima,  de  que  ésta  se 
verifique  en  el  interior  de  las  prisio¬ 
nes  y  de  que  se  prive  al  pueblo  de 
un  espectáculo  que  endurece  más  á 
los  criminales,  corrompe  y  daña  á 
los  indiferentes  y  perjudica  á  los 
sensibles  y  honrados. 

Y  es  que  la  ejemplaridad  de  la 
pena  de  muerte  no  surte  sus  efectos 
en  cuanto  al  criminal  mismo  que  se 
ejecuta,  porque  éste,  ú  obcecado  y 
comprendiendo  que  no  hay  remedio 
para  él, lo  desafía  todo  y  se  burla  de  la 
vindicta  pública  aún  en  las  gradas 
del  patíbulo,  ó  completamente  do¬ 
minado  por  su  cobardía,  al  llegar  á 
él  ya  no  es  sino  un  idiota  ó  un  autó¬ 
mata.  (1) 

Respecto  de  los  que  presencian 
las  ejecuciones,  — ese  pueblo  igno-  | 
rante  que  es  precisamente  en  el  que 
se  quiere  influir —  ó  bien  admira  el 
valor  y  la  audacia  del  criminal  y  lo 
toma  por  uno  de  sus  héroes,  ó  bien 
se  compadece  de  él  y  se  indigna 
contra  los  verdugos;  pero  en  ningún 
caso  escarmienta,  pues  al  honrado 
bástale  el  temor  de  la  pena  y  lo  (pie 
su  conciencia  le  aconseja,  y  al  cri¬ 
minal,  que  siempre  es  imprevisor,  y 
que  al  mismo  tiempo  cree  tener  per¬ 
fectamente  tomadas  sus  medidas,  na¬ 
die  le  hace  creer  que  con  el  tiempo 
ha  de  tener  igual  fin. 

A  este  respecto  pudieran  aducirse 
otras  consideraciones  morales;  pero 
basta  la  experiencia  para  demostrar 


(1)  Véase  doña  Concepción  Arenal. 
“El  reo,  el  pueblo  y  el  verdugo.” 


el  poco  ó  ningún  influjo  que  la  pe¬ 
na  ejerce  en  el  ánimo  del  verdade¬ 
ramente  criminal.  La  estadística  nos 
dice  que  la  pena  de  muerte  no  im¬ 
pide  la  comisión  de  los  delitos  y  la 
experiencia  nos  enseña  que  el  que 
delinque,  por  cualquier  motivo  que 
sea,  no  es  la  pena  lo  que  tiene  pre¬ 
sente,  sino  precisamente,  los  medios 
de  escaparse  de  ella. 

Y  tan  no  es  ejemplar  la  pena  de 
muerte,  que,  como  antes  dijimqs,  se 
observa  ya  la  tendencia  á  hacerla 
secreta,  porque  su  publicidad  — que 
es  el  único  medio  como  puede  con¬ 
siderársele  ejemplar —  no  ha  produ¬ 
cido  nunca  resultado  alguno. 

En  otro  orden  de  ideas,  cabe  de¬ 
cir  que  la  ejemplaridad  de  la  pena 
de  muerte,  no  la  disculparía,  ,ni  la 
explicaría  jamás,  en  el  caso  de  que 
fuera  injusta,  pues  sería  monstruoso 
é  inhumano  castigar  á  un  individuo 
y  privarle  de  su  existencia,  tan  sólo 
para  producir  temor  en  sus  contem¬ 
poráneos.  La  intimidación,  como 
medio  preventivo  los  delitos  no  nos 
autorizaría  jamás  para  imponer  una 
pena  injusta,  ni  la  cuestión  de  con¬ 
veniencia  puede  ser  jamás  parte  á 
que  una  violación  de  derecho  se 
convierte  en  acto  lícito. 

Por  eso  hemos  indicado  que  este 
primer  argumento  es  en  nuestro  con¬ 
cepto  harto  pobre, y  no  bastaría  por  sí 
mismo  para  defender  la  pena  de 
muerte,  y  tan  sólo  lo  hemos  examina¬ 
do  por  su  interés  histórico  y  por  ha¬ 
ber  gozado  en  mucho  tiempo  y  aún 
en  el  presente  de  privanza  no  sólo 
en  el  ánimo  popular,  sino  también 
en  el  de  personas  que  merecen  lla¬ 
marse  ilustradas. 

La  pena  capital  tuvo  antes  un  ca¬ 
rácter  puramente  vengativo  era  la 
expresión  más  gráfica  del  talión:  se 
aplicaba  por  cualquier  motivo  y  has- 
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ta  por  los  delitos  más  leves:  por  ella 
pasaron  innumerables  mártires  de 
todas  las  religiones  y  de  todos  los 
credos  políticos  y  filosóficos.  El  nú 
mero  de  hombres  que  ha  inmolado 
el  hombre  con  razón  ó  sin  ella  — no 
en  la  guerra  sino  en  el  patíbulo, — 
es  inmenso. — Esto  no  embargante, 
ni  se  ha  extirpado  el  delito,  ni  han 
desaparecido  las  creencias  que  con 
ella  se  combatían  ni  han  dejado  de 
existir  las  doctrinas  políticas  y  filo¬ 
sóficas  que  se  pretendió  extirpar  por 
su  medio.  Véase  pues  si  será  ejem¬ 
plar  y  sí  bastará  para  retraer  al 
hombre  de  la  comisión  de  actos  á 
que  propende  por  su  organismo  ó 
por  sus  convicciones. 

No  defiende,  pues,  á  la  pena  de 
muerte  el  argumento  de  la  ejempla- 
ridad. 

Las  nuevas  doctrinas  criminológi¬ 
cas,  sintetizadas  en  los  trabajos  de 
Lombroso,  Garofalo,  Ferri,  Fioretti  y 
Otholenghi,  consideran  al  criminal 
como  la  resultante  de  ciertas  fuerzas, 
como  el  producto  de  ciertos  elemen¬ 
tos  orgánicos,  y  á  las  veces  sociales 
ó  pasionales. — Niegan  el  libre  albe¬ 
drío  y  concluyen — aunque  no  lo  di¬ 
gan  — con  que  el  delito  es  el  resul¬ 
tado  fatal  de  ciertas  formas  orgáni¬ 
cas  y  de  determinados  defectos  físi¬ 
cos. 

Es  así  como  para  ellas  existe  un 
criminal  nato ,  del  cual  hablamos  ya 
en  nuestro  anterior  artículo;ser  inco¬ 
rregible,  incapaz  de  sentir  remordi¬ 
mientos,  predestinado  al  delito  en  el 
cual  caerá  indefectiblemente. 

No  nos  toca  á  nosotros  averiguar 
cuales  sean  las  causas  que  determi¬ 
nen  la  formación  de  estos  criminales; 
pero  si  distamos  de  estar  de  acuerdo 
con  la  moderna  escuela  italiana  en 
cuanto  las  atribuye  al  atavismo,  á  la 
herencia  y  al  nacimiento,  no  pode-  ¡ 
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mos  por  menos  que  reconocer  la 
existencia,  desgraciadamente  harto 
comprobada,  del  hombre  del  crimen 
del  delincuente,  llámese  nato  ó  con- 
génito,  incorregible  é  incapaz  de  vi¬ 
vir  en  el  medio  ambiente  de  una 
sociedad  civilizada  y  justa. 

Este  criminal,  como  lo  dijimos  en 
nuestro  anterior  articulo,  lo  es  por 
ministerio  de  su  naturaleza  misma 
(l)yen  su  consecuencia  es  inco¬ 
rregible,  porque  carece  de  libre  albe¬ 
drío  y  aún  pudiera  decirse,  del  dis¬ 
cernimiento  de  lo  bueno  y  de  lo 
malo. 

“¿Pero,  cómo,  dice  Enrique  Ferri, 
“si  el  delito  es  efecto  necesario  é  in¬ 
evitable  de  causas  naturales,  más 
“bien  que  de  la  libre  voluntad  de 
“quien  lo  ejecuta,  puede  aún  lógi- 
“camente  hablarse  de  responsabili¬ 
dad  y  de  punibilidad  del  delin- 
“cuente?” 

Y,  en  efecto:  si  el  delincuente  es 
irresponsable,  no  hay  absolutamen¬ 
te  derecho  para  castigarlo,  y  mucho 
menos  para  imponerle  una  pena  tan 
grave  como  es  la  pena  de  que  veni¬ 
mos  tratando. 

Para  salvar  esta  dificultad  se  ha 
recurrido  á  la  defensa  social:  á  la  ne¬ 
cesidad  de  matar  para  vivir:  á  la 
doctrina  de  la  lucha  por  la  existen¬ 
cia.  Se  mata  á  un  hombre,  como  se 
mata  á  una  fiera  que  nos  amenaza, 
como  se  amputa  un  miembro  gan- 
grenado,  para  evitar  los  mayores  ma¬ 
les  que  habrían  de  resultar  si  no  se 
le  suprimiera. 

Pero:  ¿es  realmente  necesaria  la 
destrucción  del  individuo  para  Inde¬ 
fensa  de  la  sociedad?  ¿Que'  es  lo 


(1)  Según  el  concepto  de  la  escuela 
positiva  que  es  el  que  ahora  estamos  es¬ 
tudiando. 
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que  se  logra  destruyéndolo?  En 
manera  alguna  la  reparación  del  da¬ 
ño  causado,  sino  tan  sólo,  la  preven¬ 
ción  de  ulteriores  males. 

Ahora  bien:  si  hemos  de  ser  fran¬ 
cos,  digamos  que  para  prevenir  esos 
males  no  es  absolutamente  necesario 
privar  de  su  vida  al  delincuente, como 
no  se  priva  de  la  suya  á  un  loco  que 
á  las  veces  es  más  peligroso  que  el 
mismo  delincuente.  Existen  medios 
para  impedir  á  los  criminales  la 
comisión  de  los  delitos;  cosa  que  re¬ 
conocemos  sin  que  éntre  en  nuestro 
propósito  el  determinar  cuales  sean. 

La  cuestión  de  la  defensa  es  de 
pura  utilidad,  es  más  bien  práctica 
que  doctrinal  ó  de  principio;  y  mien¬ 
tras  no  se  establezca  la  absoluta  ne¬ 
cesidad  de  la  pena  de  muerte;  y 
mientras  la  experiencia  nos  demues¬ 
tra  la  posibilidad  de  emplear  otros 
medios  de  defensa,  no  creemos  que 
se  encuentre  justificada  la  necesidad 
y  ni  aún  la  utilidad  de  la  última  pena. 

La  doctrina  de  la  irresponsabili¬ 
dad  de  los  delincuentes  se  halla  aún 
muy  lejos  de  ser  una  verdad  demos¬ 
trada;  pero,  admitiéndola,  ¿no  pare¬ 
ce  hasta  crueldad  é  injusticia,  y  so¬ 
bre  todo,  un  abuso  odioso  de  la  fuer¬ 
za,  la  supresión  de  individuos  que 
en  último  resultado  son  inocentes? 

Sí,  se  me  dirá;  pero  estos  indivi¬ 
duos  son  dañinos  y  son  incorregibles; 
y  nosotros  estamos  en  la  obligación 
y  en  la  necesidad  de  defendernos  de 
ellos,  porque  de  lo  contrario  todo, 
nuestras  vidas,  nuestras  honras  y 
nuestros  intereses,  estarán  amenaza¬ 
dos. 

Pues  bien:  si  os  queréis  defender 
de  ellos,  contestaría  yo,  no  necesi¬ 
táis  de  matarlos.  Sois  suficientemen¬ 
te  poderosos  para  cortarles  las  ga¬ 
rras:  encerradlos,  defendeos  de  cual¬ 
quier  otro  modo;  pero  nunca  hacién¬ 


doos  vosotros  mismos  criminales  á 
vuestra  vez. 

La  defensa  social  como  argumen¬ 
to  en  pro  de  la  pena  de  muerte,  no 
nos  parece  tan  fuerte  ni  tan  consis¬ 
tente, cuando  existen  otros  elementos 
para  conseguir  ese  resultado,  cuando, 
como  la  misma  escuela  positiva 
reconoce  que  no  es  absolutamen¬ 
te  necesaria  la  muerte  del  cri¬ 
minal,  cuando  existen  por  otra  parte 
una  multitud  de  medios  defensivos. 

El  tercer  argumento  que  exami¬ 
namos,  ó  sea  el  de  la  selección,  se 
funda  en  la  creencia  de  que  el  delito 
es  hereditario. 

Si  el  delincuente  tiene  la  triste  fa¬ 
cultad  de  trasmitir  á  sus  hijos,  al 
par  que  su  sangre,  ese  yo  malo  que 
le  caracteriza,  si  la  prole  del  criminal 
está  de  antemano  condenada  á  se¬ 
guir  por  la  senda  sangrienta  en  que 
aquel  caminara;  si  ni  la  educación  ni 
la  voluntad  pueden  neutralizar  los 
efectos  de  un  legado  que  se  supone 
fatal  y  constante,  la  pena  de  muerte, 
si  no  se  justifica,  por  lo  menos  re¬ 
cibe  explicación  por  la  necesidad. 

Entonces,  así  como  de  entre  una 
partida  de  ganado  se  mandan  á  los 
mataderos  las  reses  que  no  puede 
servir  para  formar  buenas  razas,  se 
mandarán  al  matadero  humano  los 
individuos  que  habrían  de  producir 
una  prole  delincuente. 

Pero  la  hipótesis  de  la  herencia 
dista  de  ser  cierta,  aunque  no  nos 
cumpla  el  demostrarlo.  En  la  for¬ 
mación  del  delincuente,  y  en  la  mo¬ 
dificación  de  su  carácter,  influyen 
multitud  de  circunstancias;  y  la  ex¬ 
periencia  demuestra  que  los  delin¬ 
cuentes  no  son  siempre  hijos  de  cri¬ 
minales,  y  que  éstos  suelen  á  las  ve¬ 
ces  tener  hijos  honrados. 

La  doctrina  de  la  selección,  lleva¬ 
da  á  su  última  consecuencia,  siernifi- 
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ca  Ja  supresión  de  todo  elemento  im¬ 
perfecto:  da  la  razón  á  los  espartanos 
que  «inmolaban  al  niño  deforme  y 
justifica  todos  los  crímenes  históri¬ 
cos  y  políticos. 

Pero  la  selección — que  es  ley  na¬ 
tural  de  todos  los  seres — se  verifica 
á  través  de  los  tiempos,  por  la  natu¬ 
raleza  misma,  que  es  inmensamente 
sabia,  y  sin  necesidad  de  una  inter¬ 
vención  que  en  muchos  casos  sería 
ciega  y  arbitraria,  y  que  nunca  se 
podría  llevar  á  la  práctica  en  su  ex¬ 
presión  científica,  del  hombre  falible 
y  sujeto  á  errores,  á  equivocaciones 
y  á  perjuicios  lamentables. 

No  insistimos  sobre  este  punto 
porque  sería  prolongar  demasiado 
los  límites  de  este  artículo  natural¬ 
mente  corto  y  ligero;  pero  creemos 
que  el  hombre  nunca  es  juez  com¬ 
petente  para  resolver  el  caso  en  que 
un  individuo  debe  ser  extirpado 
porque  su  raza  hubiera  de  ser  vicia¬ 
da. 

Pasando  á  la  falta  de  adaptación 
á  un  determinado  medio  social,  dire¬ 
mos  que,  para  nosotros,  en  este  ar¬ 
gumento  se  refunden  todos  los  que 
anteriormente  hemos  examinado.  La 
anomalía  del  criminal  consiste  preci¬ 
samente  en  esa  falta  de  adaptación 
al  medio  social  en  que  le  ha  tocado 
en  suerte  moverse;  por  manera  que 
muchos  que  son  criminales  en  deter¬ 
minados  países,  y  en  ciertas  socieda¬ 
des,  no  lo  serían  si  respiraran  en  otro 
ambiente. 

Si  el  individuo  no  se  adapta,  si 
no  encaja  en  el  medio  social  que  le 
corresponde,  esta  anomalía  debe  tra¬ 
ducirse  en  hechos,  y  estos  hechos, 
son  precisamente  los  que  constitu¬ 
yen  su  delincuencia:  ahora  bien;  la 
sociedad  no  castiga  ni  suprime  á  ese 
individuo  porque  no  se  adapte  sim¬ 
plemente,  sino  por  los  hechos  en 
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que  se  manifiesta  su  falta  de  adapta¬ 
ción,  y  como  estos  castigos  se  apli¬ 
can — según  la  escuela  positiva — ora 
por  motivos  de  defensa,  ora  por  los 
de  la  selección  artificial,  es  claro  que 
la  falta  de  adaptación  no  es  sino  un 
resumen,  por  decirlo  así,  de  los  ar¬ 
gumentos  ya  examinados  en  favor 
de  la  pena  de  muerte. 

Creemos  nosotros  que,  ninguno  de 
estos  argumentos  es  por  sí  solo  bas¬ 
tante  para  justificar  la  última  pena, 
en  el  terreno  de  los  principios. 

Las  razones  examinadas,  son,  en 
nuestro  concepto,  de  mera  aplica¬ 
ción,  es  decir,  puramente  prácticas 
al  revés  de  los  de  la  escuela  clásica 
que  revelan  mayor  influencia  jurídi¬ 
ca  y  filosófica. 

1  mientras  no  se  demuestre,  en 
cualquiera  forma  que  sea,  que  el  cri¬ 
minal  nace;  que  hereda  los  crímenes 
de  sus  mayores  y  que  es  incorregi¬ 
ble,  lo  cual  dista  de  estar  elevado  á 
la  categoría  de  verdad  comprobada, 
la  cuestión  de  la  pena  de  muerte, 
quedará  en  duda. 

E.  Martínez  Sobral. 


INSERCION 


UNA  DEFENSA  DE  VICTOR  HUGO 


En  1851,  el  hijo  mayor  de  Víctor 
Ilugo  fué  llevado  á  los  tribunales 
por  haber  protestado  en  el  periódi¬ 
co  “L’  Evenement,”  contra  una  eje¬ 
cución  que  se  había  llevado  á  cabo 
con  horribles  detalles. 

Víctor  Hugo  escribió  al  presidente 
del  tribunal. 
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Señor  presidente: 

• 

Mi'  hijo  Carlos  Hugo  está  citado 
para  comparecer  mañana  martes  10 
de  Junio  ante  el  tribunal  de  Asises, 
presidido  por  vos,  acusado  de  ata¬ 
que  al  respeto  debido  á  las  leyes, 
con  motivo  de  un  artículo  sobre  la 
ejecución  del  llamado  Montchar- 
mont. 

El  señor  Erdan,  gerente  del  perió¬ 
dico,  ha  sido  citado  al  mismo  tiem¬ 
po  que  mi  hijo. 

El  señor  Erdan  ha  elegido  por 
abogado  á  Creimeux. 

Mi  hijo  desea  que  yo  le  defienda, 
y  yo  deseo  defenderle. 

Conforme  el  artículo  295  del  Có¬ 
digo  de  procedimiento  criminal,  ten¬ 
go  el  honor  de  pediros  el  permiso  co¬ 
rrespondiente. 

Recibid  el  testimonio  de  mi  distin¬ 
guida  consideración. 

Víctor  Hago. 

5  de  Junio  de  1851. 

Esta  carta  motivó  la  siguiente 
respuesta: 

Palacio  de  justicia,  7  de  Junio  de 
1851. 

Muy  señor  mío:  En  respuesta  á  la 
carta  que  me  habéis  dirigido,  os  con¬ 
cedo  el  permiso  para  defender  á 
vuestro  hijo. 

El  presidente  del  Tribunal  de 
Asises. 

Partarricn-Lafossc. 


He  aquí  la  defensa  de  Víctor  Hu¬ 
go- 

Señores  jurados:  Hay  en  lo  que 
se  podría  llamar  el  viejo  Código  eu¬ 
ropeo,  una  ley  que  desde  hace  más 
de  un  siglo,  todos  los  filósofos,  todos 
los  pensadores,  todos  los  verdaderos 
hombres  de  Estado  quieren  borrar 
del  libro  venerable  de  la  legislación 
universal;  una  ley  que  Beccaría  ha 
declarado  impía,  y  que  Franklin  ha 
declarado  abominable  sin  que  nadie 
haya  formado  causa  á  Franklin  y  á 
Beccaría;  una  ley,  que  pesando  espe¬ 
cialmente  sobre  esa  parte  del  pue¬ 
blo,  á  quien  oprimen  todavía  la  ig¬ 
norancia  y  la  miseria,  es  odiosa  á  la 
democracia;  pero  que  no  se  ve  me¬ 
nos  rechazada  por  los  conservadores 
inteligentes;  una  ley  que  el  rey  Luis 
Felipe,  á  quien  yo  no  nombraré  nun¬ 
ca  sino  con  respeto  debido  á  la  an¬ 
cianidad,  á  la  desgracia  y  á  una  tum¬ 
ba  en  el  destierro;  una  ley  de  que  el 
rey  Luis  Felipe,  decía:  “La  he  odia¬ 
do  toda  mi  vida;”  una  ley  contra  la 
cual  ha  escrito  Guizot;  una  ley  cuya 
abrogación  reclamaba  la  Cámara  de 
Diputados  por  aclamación  hace  vein¬ 
te  años,  en  el  mes  de  Octubre  de 
1830,  y  que  en  la  misma  época  el 
parlamento  semi-salvaje  de  Otahiti 
borraba  de  su  Código;  una  ley  que 
la  asamblea  de  Francfort  abolía  hace 
tres  años,  y  que  la  constituyente  de 
1848  ha  conservado  con  la  más  do- 
lorosa  indecisión  y  la  más  amarga 
repugnancia;  una  ley  que  en  este 
momento  en  que  estoy  hablando,  es¬ 
tá  sometida  á  dos  proposiciones  de 
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abolición,  presentadas  en  la  tribuna 
legislativa;  una  ley,  en  fin,  que  la 
Toscana  no  quiere,  que  la  Rusia  no 
quiere,  que  la  Francia  no  debe  que¬ 
rer;  esta  ley  delante  de  la  cual  la 
conciencia  humana  retrocede  con 
una  ansiedad  cada  día  más  profunda, 
¡es  la  pena  de  muerte! 

Pues  bien,  señores,  esa  ley  es  la 
que  causa  este  proceso,  es  nuestro 
adversario,  lo  siento  mucho  por  el 
señor  fiscal;  pero  la  veo  detrás  de  él. 

Desde  hace  veinte  años  creía  yo, 
el  que  os  está  hablando  en  este  mo¬ 
mento,  y  hasta  había  hecho  esta  ob¬ 
servación  en  páginas  que  no  podría 
leeros  ahora:  creía,  digo,  ¡Dios  mío! 
con  León  Faucher,  que  en  1836  es¬ 
cribía  en  la  “Revista  de  París”  lo 
que  sigue:  El  patíbulo  no  se  ve  ya 
en  las  plazas  públicas  sino  con  raros 
intervalos;  y  como  un  espectáculo 
que  la  justicia  tiene  vergüenza  en 
presentar;  yo  creía,  digo,  que  la  gui-  , 
llotina,  porque  es  preciso  llamarla  | 
por  su  nombre,  empezaba  á  hacerse 
justicia  á  si  misma;  que  conocía  el 
horror  que  causaba,  y  se  retiraba. 
Y,  en  efecto,  había  renunciado  á  la 
plaza  de  la  Greve,  al  sol,  á  la  multi¬ 
tud;  ya  no  hacía  ruido  en  las  calles, 
ni  se  anunciaba  como  espectáculo;  se 
había  propuesto  hacer  sus  ensayos  lo 
más  secretamente  posible,  en  el  cre¬ 
púsculo,  en  la  barrera  de  Santiago, 
en  un  sitio  desierto,  ante  nadie.  Me 
parecía  que  empezaba  á  ocultarse,  y 
y  la  había  felicitado  por  este  pudor. 

Pues  bien,  señores,  me  engañaba; 
León  Faucher  se  engañaba.  ITa 


vuelto  en  sí  de  su  vergüenza.  La 
guillotina  conoce  que  es  una  insti¬ 
tución  social  como  se  dice  hoy.  ¿Y 
quién  sabe  si  sueña  con  una  restau¬ 
ración? 

La  barrera  de  Santiago  es  sola¬ 
mente  un  decaimiento.  Quizá  la 
veremos  muy  pronto  reaparecer  en 
la  plaza  de  la  Greve,  en  pleno  día,  en 
plena  multitud,  con  su  acompaña¬ 
miento  de  verdugos,  de  gendarmes 
y  de  pregoneros,  bajo  las  ventanas 
de  las  mismas  Casas  Consistoriales, 
desde  lo  alto  de  cuyo  edificio  tuvo 
un  día,  el  24  de  Febrero,  la  insolen¬ 
cia  de  martirizarla  y  despreciarla. 

Mientras  espera  se  levanta.  Co¬ 
noce  que  la  sociedad  desquiciada 
necesita  para  consolidarse,  como  se 
dice  ahora,  volver  á  las  tradiciones 
antiguas;  y  la  guillotina  es  una  tra¬ 
dición  antigua.  Protesta  contra  esos 
declamadores  demagogos  que  se  lla¬ 
man  Beccaría,  Vico,  Filangieri,  Mon- 
tesquieu,  Turgot,  Franklin;  que  se 
llaman  Luis  Felipe,  que  se  llaman, 
Broglie  y  Guizot,  que  se  atreven  á 
creer  que  uña  máquina  de  cortar  ca¬ 
bezas,  no  es  lo  más  propio  en  una 
sociedad  que  tiene  por  libro  el  evan¬ 
gelio. 

¡Se  indigna  contra  esos  utopistas 
anárquicos,  y  al  día  siguiente  de 
sus  jornadas  más  fúnebres  y  más  san¬ 
grientas  quiere  que  se  le  admire! 
Exige  que  se  le  tributen  respetos! 
¡0  si  no  se  declara  insultada,  se  con¬ 
vierte  en  parte  civil,  y  reclama  los 
perjuicios  con  el  tanto  por  ciento  de 
interés! 
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Ha  recibido  }*a  sangre,  pero  no 
es  bastante,  no  está  contenta;  ¡quie¬ 
re  aún  multas  y  prisiones! 

Señores  jurados;  el  día  que  han 
llevado  á  mi  casa,  para  mi  hijo,  este 
papel  sellado,  esta  cita  para  este  in- 
calificable'proceso,  á  pesar  de  que  es¬ 
tamos  viendo  cosas  muy  extrañas  en 
estos  tiempos,  y  de  que  deberíamos 
habernos  acostumbrado  ya;  ese  día 
he  quedado  sobrecogido  de  estupor 
y  me  he  dicho: 

¡Qué!  ¿estamos  aquí  todavía? 

¡Qué!  A  fuerza  de  usurpaciones  al 
buen  sentido,  á  la  razón,  á  la  liber¬ 
tad  del  pensamiento,  al  derecho  na¬ 
tural,  estaremos  aquí  todavía  y  se 
nos  vendrá  á  pedir,  no  solamente  el 
respeto  material,  porque  este  no  se 
discute,  le  debemos  y  le  concede¬ 
mos,  sino  el  respeto  moral  para  esas 
penas  que  abren  el  abismo  en  las 
conciencias,  que  hacen  palidecer  al 
que  piensa  en  ellas,  que  aborrece 
la  religión  “abhorret  á  san  guiñe,” 
para  esas  penas  que'  se  atreven  á  ser 
irreparables,  sabiendo  que  pueden 
ser  ciegas;  para  esas  penas  que  mo¬ 
jan  el  dedo  en  sangre  humana  para 
escribir  este  mandamiento  ¡No  ma¬ 
tarás! 

Para  esas  penas  impías  que  hacen 
dudar  de  la  humanidad  cuando  caen 
sobre  el  culpable,  y  que  hacen  dudar 
de  Dios  cuando  caen  sobre  el  inocen¬ 
te  ¡nó!  lió!  ¡no  estamos  ahí  todavía! 
¡Nó! 

Porque,  y  debo  decirlo  puesto  que 
he  venido  aquí,  señores  jurados,  y 
podréis  comprender  cuán  profun¬ 


da  es  mi  emoción;  el  verdadero  cul¬ 
pable  en  este  asunto,  si  hay  un  cul- 
pable,  no  es  mi  hijo,  soy  yo. 

El  verdadero  culpable,  insisto  en 
ello,  soy  yó;  yo  que  desde  hace 
veinticinco  años  he  defendido  siem¬ 
pre  la  inviolabilidad  de  la  vida  hu¬ 
mana. 

Este  crimen,  defender  la  inviola- 
vilidad  de  la  vida  humana,  le  he  co¬ 
metido  yo  antes  que  mi  hijo;  y  antes 
que  mi  hijo  me  denuncio  á  mi  mis¬ 
mo,  señor  fiscal.  Le  he  cometido 
con  todas  las  circunstancias  agravan¬ 
tes,  con  premeditación,  con  tenaci¬ 
dad,  con  reincidencias.  Sí,  lo  de¬ 
claro;  ese  resto  de  las  penas  salvajes; 
esa  antigua  é  ininteligible  ley  del  Ta¬ 
bón,  esa  ley  de  la  sangre  para  la  sán¬ 
grela  sido  rechazada  por  mi  toda  la 
vida,  toda  mi  vida, señores  jurados,  y 
mientras  tenga  aliento  en  el  pecho 
la  rechazaré  con  todas  mis  fuerzas, 
como  escritor;  con  todos  mis  actos  y 
mi  voto  como  legislador;  lo  declaro, 
lo  juro  (extendiendo  el  brazo  y  seña¬ 
lando  el  Cristo  que  hay  en  el  tribu¬ 
nal)  delante  de  esa  víctima  de  la 
pena  de  muerte,  que  nos  mira  y  que 
nos  oye.  Lo  juro  ante  ese  suplicio 
en  que  la  ley  humana  clavó  la  divi¬ 
na  hace  dos  mil  años  para  enseñan¬ 
za  eterna  de  las  generaciones. 

Lo  que  mi  hijo  ha  escrito,  él  lo  ha 
escrito;  pero  yo  lo  repito,  porque 
yo  se  lo  he  inspirado  desde  su  infancia 
porque  al  mismo  tiempo  que  es  mi  hi¬ 
jo,  según  la  carne, es  mi  hijo  según  el 
espíritu;  porque  quiere  continuar  la 
tradición  de  su  padre. 
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¡Continuar  la  tradición  de  su  padre! 
He  aquí  un  delito  extraño,  por  el 
cual  me  admiro  que  se  persiga.  Es¬ 
taba  reservado  á  los  defensores  ex¬ 
clusivos  de  la  familia  enseñarnos  es¬ 
ta  novedad. 

Señores,  repito  que  la  acusación 
que  se  nos  hace  me  confunde. 

¡Como!  Hay  una  ley  funesta, 
que  dá  al  pueblo  espectáculos  inmo¬ 
rales,  peligrosos,  degradantes,  fero¬ 
ces;  que  tiende  á  hacer  al  pueblo 
cruel;  qne  en  ciertos  días  produce 
efectos  horribles;  y  ha  de  prohibir¬ 
se  señalar  esos  efectos  horribles!  ¿Y 
esto  se  llama  faltar  al  respeto?  ¡Y 
por  esto  se  lleva  á  un  hombre  ante 
la  justicia!  ¡Y  por  esto  habría  mul¬ 
ta  y  prisión! 

Pues  entonces  cerremos  la  Cáma¬ 
ra,  cerremos  las  escuelas,  no  haya 
progreso  posible,  llamémonos  el 
Mongol  y  el  Tibet,  no  seamos  una 
nación  civilizada.  Esto  es  más  bre-  | 
ve.  Decidnos  que  estamos  en  Asia, 
que  hubo  un  país  que  se  llamó  Fran¬ 
cia,  pero  que  ya  no  existe,  porque 
le  habéis  reemplazado  por  una  cosa 
que  no  es  la  monarquía,  es  verdad, 
pero  que  tampoco  es  la  República. 

Mas  veamos,  hagamos  aplicación 
á  los  hechos;  busquemos  la  realidad 
en  la  fraseología  de  la  acusación. 

Señores  jurados:  en  España  la  in 
quisición  ha  sido  ley. — Pues  bien; 
es  preciso  deciros  que  se  ha  faltado 
al  respeto  á  la  inquisición.  En  Fran¬ 
cia  la  tortura  ha  sido  ley.  'Pues  de¬ 
bo  deciros  también  que  se  ha  faltado 
al  respeto  á  la  tortura.  La  mano  cor¬ 


tada  ha  sido  ley;  se  ha  faltado . 

yo  he  faltado  al  respeto  á  la  cuchi¬ 
lla.  El  hierro  candente  ha  sido  ley, 
se  ha  faltado  al  respeto  al  hierro 
candente.  La  guillotina  es  ley.  Pues 
bien,  convengo  en  que  se  falta  al 
respeto  á  la  guillotina. 

¿\  sabéis  por  qué  señor  fiscal 
^  oy  á  decíroslo.  Porque  se  quiere 
arrojar  la  guillotina  en  ese  abismo 
de  execración  en  que  han  caído  ya 
entre  los  aplausos  del  género  huma¬ 
no,  el  hierro  candente,  la  mano  cor¬ 
tada,  la  tortura  y  la  inquisición.  Por¬ 
que  se  quiere  hacer  desaparecer  del 
augusto  y  luminoso  santuario  de  la 
justicia  esa  figura  siniestra  que  basta 
para  llenarle  de  horror  y  de  sombra: 
¡el  verdugo! 

¡Ah!  ¡y  porque  queremos  esto  con¬ 
movemos  la  sociedad!  Es  verdad  so¬ 
mos  hombres  muy  peligrosos;  quere¬ 
mos  suprimir  la  guillotina,  y  esto  es 
monstruoso! 

Señores  jurados,  sois  ciudadanos 
soberanos  de  una  nación  libre,  y  sin 
desnaturalizar  este  debate,  puedo  ha¬ 
blaros  como  hombres  políticos.  Pues 
pensad  eu  lo  que  os  voy  á  decir,  v 
supuesto  que  atravesamos  tiempos 
de  reconciliación,  sacad  las  ccyise- 
cuencias  de  lo  que  voy  á  decir. 

Si  Luis  XVI  hubiese  abolido  la 
pena  de  muerte,  como  había  abolido 
la  tortura,  su  cabeza  no  habría  caído 
en  el  patíbulo;  el  93  se  habría  visto 
desarmado  de  la  guillotina;  habría 
una  página  sangrienta  menos  en  la 
historia;  no  existiría  la  fecha  fúnebre 
del  21  de  Enero. 
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¿Quién  se  habría  atrevido  en  pre¬ 
sencia  de  la  conciencia  pública,  en 
presencia  del  mundo  civilizado,  á 
levantar  el  cadalso  para  el  rey,  para 
el  hombre  de  quien  pudiera  défcirse: 
El  es  al  que  se  le  ha  derribado! 

Se  acusa  al  redactor  de  “L’  Evene- 
ment"  de  haber  faltado  al  respeto  á 
las  leyes,  de  haber  faltado  al  respeto 
á  la  pena  de  muerte.  Señores,  ele- 
vémosnos  un  poco  más  arriba  de 
un  texto  controvertible;elevémosnos 
hasta  lo  que  constituye  el  fondo  mis¬ 
mo  de  toda  legislación,  hasta  el  fue¬ 
ro  interno  del  hombre.  Cuando  Ser¬ 
van,  que  fue  fiscal,  sin  embargo; 
cuando  Servan  imprimía  á  todos  las 
leyes  de  su  tiempo  esta  marca  me¬ 
morable:  “Nuestras  leyes  penales  a- 
bren  todas  las  puertas  á  la  acusación 
y  las  cierran  casi  al  acusado;”  cuan- 
Vol taire  calificaba  así  á  los  jueces  de 
Calas:  ¡Ah¡  no  me  habléis  de  esos 
jueces,  mitad  monos,  mitad  tigres; 
cuando  Chateaubriand  en  “El  Con¬ 
servador"  llamaba  á  la  ley  del  doble 
voto  “ley  necia  y  culpable”;  cuando 
Royer  Collard  en  la  Cámara  de  di¬ 
putados  con  motivo  de  no  sé  que  ley 
de  censura  arrojaba  este  grito  céle¬ 
bre:  “Si  haceis'esta  ley,  juro  desobe¬ 
decerla”  Cuando  estos  legisladores, 
cuando  estos  magistrados,  cuando 
estos  grandes  filósofos,  cuando  estos 
grandes  talentos,  cuando  estos  hom¬ 
bres  unos  ilustres,  otros  venerables, 
hablaban  así,  ¿qué  hacían?  ¿Faltaban 
al  respeto  á  la  ley  local  y  momentá¬ 
nea?  Es  posible;  el  señor  fiscal  lo  di¬ 
ce;  yo  lo  ignoro;  pero  lo  que  sé  es 


que  eran  los  religiosos  ecos  de  la  ley 
de  las  leyes,  de  la  conciencia  univer¬ 
sal.  ¿Ofendían  á  la  justicia,  á  la  jus¬ 
ticia  de  su  tiempo,  á  la  justicia  tran¬ 
sitoria  y  falible?  Yo  no  lo  se;  pero 
lo  que  sé  es  que  proclamaban  la  jus¬ 
ticia  eterna.  Es  verdad  que  ahora 
se  nos  ha  dicho  en  el  seno  mismo  de 
la  Asamblea  nacional,  que  hoy  serían 
llevados  ante  la  justicia  el  ateo  Yol- 
taire,  el  inmoral  Moliere,  el  obsceno 
Lafontaine,  el  demagogo  Juan  Jaco- 
bo  Rousseau.  Esto  es  lo  que  se  pien¬ 
sa,  esto  es  lo  que  se  dice;  ahí  es 
donde  estamos.  Vosotros  aprecia¬ 
reis  esto,  señores  jurados. 

Señores  jurados:  este  derecho  de 
criticar  la  ley,  de  criticarla  severa¬ 
mente,  y  en  particular,  y  sobre  todo, 
la  ley  penal,  que  puede  traernos  tan 
fácilmente  las  costumbres  de  la  bar¬ 
barie;  este  derecho  de  criticar  que 
está  colocado  al  lado  del  deber  de 
mejorar  como  la  luz  al  lado  de  la  o- 
bra  que  se  trabaja;  este  derecho  del 
escritor  no  menos  sagrado  que  el 
del  legislador;  este  derecho  necesa¬ 
rio,  este  derecho  imprescriptible,  le 
reconoceréis  por  vuestro  veredicto, 
absolvereis  á  los  acusados. 

Pero  el  ministerio  público,  y  este 
es  su  segundo  argumento,  pretende 
que  la  crítica  de  “L’  Evenement”  ha 
ido  muy  lejos,  ha  sido  demasiado  vi¬ 
va.  ¡Ah!  verdaderamente,  señores  ju¬ 
rados,  el  hecho  que  ha  traído  este 
supuesto  delito,  es  un  hecho  horri¬ 
ble:  aproximáos  y  miradle  de  cerca. 

Un  hombre,  un  sentenciado,  un 
miserable  es  arrastrado  una  mañana 
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a  la  plaza  pública.  Allí  encuentra 
un  cadalso.  Se  resiste,  lucha,  no 
quiere  morir.  Es  joven  aún;  apenas 
tiene  veintinueve  años. .  . . 

Ya  sé  lo  que  me  vais  á  decir:  ¡Es 
un  asesino! 

Pues  bien,  oídme. 

Dos  verdugos  le  cogen.  El  tiene 
las  manos  atadas,  los  pies  atados; 
sin  embargo,  rechaza  á  los  dos  ver¬ 
dugos.  Principia  una  lucha  horri¬ 
ble.  El  reo  engancha  los  dos  pies 
en  la  escalera,  y  se  sirve  del  patíbu¬ 
lo  contra  el  patíbulo.  La  lucha  se 
prolonga.  El  horror  conmueve  á  la 
multitud.  Los  verdugos  con  el  sudor 
y  la  vergüenza  en  la  frente,  pálidos, 
jadeantes,  aterrorizados,  desespera¬ 
dos, — desesperados  con  una  horrible 
desesperación, — encorvados  bajo  el 
peso  de  esa  reprobación  pública  que 
debería  limitarse  á  condenar  la  pena 
de  muerte,  y  que  hace  mal  en  abo¬ 
rrecer  sólo  el  instrumento  pasivo; 
los  ejecutores  hacen  esfuerzos  salva¬ 
jes. 

Pero  es  preciso  que  la  ley  tenga 
fuerza:  esta  es  la  máxima. 

El  hombre  se  agarra  al  patíbulo  y 
pide  perdón:  sus  vestidos  están  ro¬ 
tos;  su  cuerpo  desnudo  arroja  sangre. 
Sigue  luchando,  y  después  de  tres 
cuartos  de  hora — ¡tres  cuartos  de  ho¬ 
ra; — (el  fiscal  hace  un  signo  negati¬ 
va,  y  Víctor  Hugo  sigue)  se  me  re¬ 
gatean  los  minutos;  sean  treinta  y 
cinco  minutos,  —  de  este  esfuerzo 
monstruoso,  de  este  espectáculo  sin 
nombre,  de  esta  agonía, — agonía  pa¬ 
ra  todo  el  mundo,  vedlo  bien, — ago¬ 


nía  para  el  pueblo  como  para  el  reo. 
— después  de  este  siglo  de  angustia, 
señores  jurados,  se  llevan  al  misera¬ 
ble  á  la  cárcel. 

El  pueblo  respira,  el  pueblo  que 
tiene  las  preocupaciones  de  la  vieja 
humanidad,  y  que  es  clemente  por¬ 
que  sabe  que  es  soberano,  cree  que 
el  hombre  ha  sido  perdonado.  Pero 
la  guillotina,  que  ha  sido  vencida, 
queda  en  pié;  permanece  en  pié  todo 
el  día  en  medio  de  una  población 
consternada. 

Y  por  la  tarde  se  toma  un  refuer¬ 
zo  de  verdugos,  se  agarrota  al  hom¬ 
bre  de  modo  que  no  sea  más  que 
una  cosa  inerte,  y  al  caet  la  noche 
le  vuelven  á  llevar  á  la  plaza  públi¬ 
ca,  llorando,  gritando,  ensangrenta¬ 
do,  pidiendo  la  vida,  llamando  á 
Dios,  llamando  á  su  padre  y  á  su 
madre,  porque  ante  la  muerte  aquel 
hombre  se  había  vuelto  un  niño. 

Le  suben  al  patíbulo,  ¡y  cae  su  ca¬ 
beza!  Y  entonces  de  todas  las  con¬ 
ciencias  sale  un  extremecimiento , 
porque  nunca  el  asesinato  legal  se 
había  presentado  con  más  cinismo  y 
abominación,  y  cada  uno  se  siente 
por  decirlo  así,  solidario  de  aquella 
cosa  lúgubre  que  acaba  de  suceder; 
cada  uno  siente  en  el  fondo  de  sí 
mismo  lo  que  se  experimentaría  si 
se  viese  en  plena  Francia,  en  pleno 
sol,  la  civilización  insultada  por  la 
barbarie.  En  este  momento  se  esca¬ 
pa  un  grito  del  pecho  de  un  joven, 
de  su  corazón,  de  su  alma;  un  grito 
de  horror,  un  grito  de  compasión. 
¡Y  vosotros  vais  á  castigar  ese  grito! 
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Y  ante  los  hechos  espantosos  que 
acabo  de  describiros,  vais  á  decir  á 
la  guillotina:  ¡Teneis  razón!  vais  á 
decir  á  la  compasión,  á  la  santa  com¬ 
pasión:  ¡Xo  teneis  razón! 

Esto  no  es  posible,  señores  jurados. 

Os  lo  digo  con  sentimiento,  señor 
fiscal;  no  defendéis  una  buena  causa. 
Os  empeñáis  en  una  lucha  desigual 
con  el  espíritu  de  la  civilización,  con 
la  suavidad  de  costumbres,  con  el 
progreso.  Suscitáis  contra  vos  la  ín¬ 
tima  resistencia  del  corazón  humano; 
teneis  contra  vos  todos  los  princi¬ 
pios  á  cuya  sombra  camina  la  Fran¬ 
cia  y  hace  caminar  al  mundo  desde 
hace  sesenta  años:  la  inviolabilidad 
de  la  vida  humana,  la  fraternidad 
para  las  clases  ignorantes,  el  dogma 
de  la  perfeccionabilidad  que  reem¬ 
plaza  al  dogma  de  la  venganza.  Te- 
neis  contra  vos  todo  lo  que  ilumina 
la  razón,  todo  lo  que  vibra  en  las  al¬ 
mas,  así  la  filosofía  como  la  religión; 
á  un  lado  Y  oltaire,  á  otro  Jesucristo. 
Este  horrible  servicio  que  el  patíbu¬ 
lo  tiene  la  pretensión  de  hacer  á  la 
sociedad,  causa  horror  á  la  sociedad 
y  la  sociedad  le  rechaza.  Teneis  una 
gran  tarea:  los  partidarios  de  la  pe¬ 
na  de  muerte  la  tienen  también,  y 
ya  veis  que  no  confundo  á  la  socie¬ 
dad  con  ellos;  los  partidarios  de  la 
pena  de  muerte,  por  más  que  hagan, 
no  haran  inocente  la  antigua  pena 
del  Talión;  no  purificarán  esos  tex¬ 
tos  repugnantes,  por  los  cuales  corre 
hace  tantos  siglos  la  sangre  de  los 
decapitados! 

Señores,  he  concluido. 
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Hijo  mío:  hoy  recibes  un  gran  ho¬ 
nor;  has  sido  juzgado  digno  de  pe¬ 
lear,  de  padecer  quizá  por  la  santa 
causa  de  la  verdad.  Desde  hoy  en¬ 
tras  en  la  verdadera  vida  viril  de 
nuestro  tiempo;  es  decir,  en  la  lucha 
por  lo  justo  y  lo  verdadero.  Gloría¬ 
te,  tú  que  no  eres  más  que  un  sim¬ 
ple  soldado  de  la  idea  humana  y  de¬ 
mocrática;  tú  estás  sentado  en  ese 
banco  en  que  se  ha  sentado  Beran- 
ger,  en  que  se  ha  sentado  Larnen- 
n  ais! 

Conserva  inquebrantables  tus  con¬ 
vicciones,  y  si  tienes  necesidad  de 
una  idea  para  afirmarte  en  la  fé,  en 
la  creencia  del  porvenir,  en  la  reli¬ 
gión  por  la  humanidad,  en  la  exe¬ 
cración  del  patíbulo,  en  el  horror 
á  las  penas  irrevocables,  acuérdate 
de  que  has  estado  en  ese  banquillo 
en  que  se  sentó  Lesurques! 


ASUNTOS  DIVERSOS 
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Año  nuevo. — La  Dirección  y  Re¬ 
dacción  de  “La  Escuela  de  Derecho” 
da  las  más  expresivas  gracias  á  sus 
colegas  del  interior  y  exterior  de  la 
República  y  á  las  personas  que  se 
sirvieron  enviarles  su  saludo  de  año 
nuevo,  y  les  ruega  aceptar  los  since¬ 
ros  votos  que  hacen  por  su  prosperi¬ 
dad  y  bienestar  en  el  presente  ¿Éío 


de  1895. 
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Primer  Congreso  Pedagógico 
Centro- Americano  y  primera  Expo¬ 
sición  Escolar  Nacional  instalado  en 
la  Ciudad  de  Guatemala  en  diciem¬ 
bre  de  1893  bajo  la  protección  del 
Señor  General  don  José  María  Rey- 
na  Barrios,  Presidencia  Constitucio¬ 
nal  de  la  República”  tal  es  el  título 
de  un  hermoso  é  interesante  libro 
que,  obsequiado  por  el  señor  Miuis- 
nistro  de  Instrucción  Pública,  don 
Manuel  Cabral,  hemos  recibido.  Es 
este  libro  Una  elocuente  manisfesta- 
ción  del  progreso  intelectual  de  Cen- 
tro-América,  y  de  la  latitud  y  ade¬ 
lanto  que  en  ella  alcanza  la  educa¬ 
ción  popular;  y  sobre  todo,  una  de¬ 
mostración  completa  de  que  el  lai¬ 
cismo  en  la  enzeñanza  es  ya  un  dog¬ 
ma  entre  nosotros. 


La  Mosqüitia  nicaragüense. — El 
señor  don  José  Madriz  se  sirvió  en¬ 
viarnos  los  “Informes  sobre  la  cues¬ 
tión  de  la  Mosqüitia”  primera  parte. 
Es  motivo  de  congratulación  centro¬ 
americana  el  ver  establecido  el  ab¬ 
soluto  imperio  de  la  soberanía  nacio¬ 
nal  nicaragüense  en  todos  los  a'mbitos 
de  su  territorio. 

Nosotros  enviamos  nuestros  más 
sinceros  plácemes  al  gobierno  del 
señor  General  Zelaya  por  la  realiza¬ 


ción  de  un  hecho  de  tamaña  impor¬ 
tancia,  que  borra  en  Nicaragua  la 
disonante  frase  de  “Reserva  Mosqui- 
tia”  Nuestra  enhorabuena  asimis¬ 
mo  á  la  Administración  liberal  que 
en  la  actualidad  rige  los  destinos  de 
la  poderosa  Gran  Bretaña:  es  uno 
de  los  mayores  triunfos  de  los  pue¬ 
blos  y  de  los  hombres  el  vencer  las 
injusticias  por  el  respeto  debido  al 
derecho  ajeno,  sea  grande  ó  chico 
quien  lo  tuviere. 


El  curso  de  1895. — El  7  del  mes 
corriente  se  dió  principio  á  la  ins¬ 
cripción  para  los  nuevos  cursos  del 
año  escolar  que  principia;  y  el  lunes 
21,  se  abrieron  las  clases  en  todos- 
ios  ramos  que  comprende  la  enseñan¬ 
za  profesional.  Por  ausencia  de  don 
Emilio  de  León,  catedrático  sustitu¬ 
to  de  Derecho  Constitucional,  se  de¬ 
signó  para  el  servicio  de  ésta  clase 
á  don  Carlos  Salazar,  entrando  tam¬ 
bién  al  desempeño  de  la  cátedra  de 
Derecho  Penal,  2.°  curso,  don  Sal¬ 
vador  Escobar,  por  no  permitírselo 
sus  actuales  públicas  ocupaciones, 
al  propietario  don  Jorge  Muñóz. 

Los  señores  Salazar  y  Escobar 
han  ejercido  el  magisterio  con  nota¬ 
ble  éxito,  y  no  dudamos  que  sus 
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discípulos  aprovecharán  sus  exten¬ 
sos  é  ilustrados  conocimientos. 

Cerca  de  40  alumnos  asisten  al 
primer  curso,  entre  ellos  hay  9  ma¬ 
triculados  provisionalmente,  Ínterin 
hacen  sus  exámenes  generales  de 
grado  que,  por  circunstancias  aten¬ 
dibles,  no  han  podido  verificar,  no 
pareciendo  razonable  el  que,  por 
aquel  motivo,  se  les  ponga  en  el  ca¬ 
so  de  perder  un  año, antes  de  comen¬ 
zar  sus  estudios  profesionales.  En¬ 
tre  dichos  9  alumnos  hay  jóvenes  de 
todas  condiciones  y  á  todos  se  les 
ha  hecho  igual  concesión  sin  tomar¬ 
se  en  cuenta  absolutamente  ningu¬ 
na  razón  de  favoritismo  fuera  de  la 
indicada  causal  apoyada  en  la  más 
estricta  justicia. 

Se  recomienda  á  los  alumnos  la 
observancia  de  las  disposiciones  de 
la  Ley  y  del  Reglamento  que  se  co¬ 
pian  en  el  forro  del  Periódico  á  fin 
de  evitárselos  perjuicios  que  la  con¬ 
ducta  opuesta  debe  producirles. 


Documentos  importantes. — El  A- 
bogado  don  Antonio  Andreu  nos  en¬ 
vió,  para  su  publicación,  copia  de 
una  defensa  por  Víctor  Hugo,  que 
nuestros  lectores  encontrarán  inser¬ 
ta  en  el  presente  número  de  nuestra 
Revista,  y  que  es  un  documento  de 


alto  interés  universal,  por  referirse 
á  la  defensa  de  los  derechos  huma¬ 
nos,  sobre  libertad  en  la  discusión  é 
inviolabilidad  de  la  vida  humana. 
Agrademos  al  señor  Andreu  su  be¬ 
néfica  colaboración. 


Recursos  de  casación. —  Acusa¬ 
mos  recibo  y  damos  las  gracias  por 
el  envío  del  informe  pronunciado  en 
8  de  Julio  de  1893,  ante  el  Tribunal 
Supremo  de  Madrid,  por  el  abogado 
don  Francisco  Lastres  y  Juiz,  sobre 
los  recursos  de  casación  interpuestos 
por  Florentino  Villa  y  Olivera,  con¬ 
denado  á  la  pena  capital  por  la  Au¬ 
diencia  de  la  Habana,  por  haber  el 
procesado  dado  muerte  á  Casade- 
munt,  su  dependiente,  amigo  y  pro¬ 
tegido,  quien  corrompió  á  la  esposa 
del  reo,  estableciendo  con  ella  rela¬ 
ciones  ilícitas. 

Las  cuestiones  que  se  dilucidan  en 
en  la  defensa, son:  ¿Es  lícito  á  un  Tri¬ 
bunal  condenar  por  delito  más  gra¬ 
ve  que  el  que  haya  sido  objeto  de  la 
acusación?  ¿Sé  pueden  apreciar  en 
un  fallo  circunstancias  agravantes  no 
alegadas  ni  discutidas  en  el  curso  del 
encausamiento? 


